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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el Ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa; la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; y los Ministros de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y de Agricultura, señor Carlos Furche Guajardo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, conforme al artículo 24 del Reglamento de la Corporación, en ausencia de los señores Presidente y Vicepresidente, abro la sesión en el nombre de Dios y de la Patria.



Corresponde designar un Presidente accidental.

El señor BIANCHI.- Señor Secretario, propongo al Senador señor Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Habría acuerdo para que presida el Honorable señor Zaldívar?



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Zaldívar, en calidad de Presidente accidental.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, de 21 y 22 de abril, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las comunicaciones que se han recibido son las siguientes:

Mensajes



Cuarenta y dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de las autoridades que indica (boletines Nos. 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de las iniciativas que se especifican a continuación:



1.-  Proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín N° 9.405-04).



2.- Proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (boletín Nº 9.898-05).



3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



4.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (boletín Nº 9.851-11).



Con los quince siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los asuntos que a continuación se señalan:



1.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica (boletín N° 9.729-03).



3.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).



4.- Proyecto que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (boletín Nº 9.899-05).



5.- Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).



6.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).


7.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



8.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



9.- Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07).



10.- Proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (boletín N° 9.608-07).



11.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (boletín N° 9.679-07).



12.- Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



13.- Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



14.- Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



15.- Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín Nº 9.151-21).



Con los veintidós últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (boletín N° 6.110-24).



2.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24).



3.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



4.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Chahuán, Horvath, Orpis, Pizarro y Tuma, que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (boletín Nº 9.057-04).



5.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago (boletín Nº 9.099-24).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (boletín N° 8.480-03).



7.- Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (boletín Nº 9.156-32).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (boletín Nº 9.507-06).



9.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (boletín Nº 9.913-05).



10.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



11.- Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín Nº 9.455-06).



12.- Proyecto que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (boletín Nº 9.629-19).



13.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil para crear el estado civil de soltero y su medio de prueba (boletín Nº 8.239-07).



14.- Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (boletín N° 9.514-07).



15.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (boletín N° 6.556-10).



16.- Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (boletín Nº 8.353-19).



17.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).



18.- Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín N° 8.263-13).



19.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (boletín Nº 9.603-13).



20.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 8.069-14).



21.- Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15).



22.- Proyecto que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (boletín N° 4.162-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín N° S 1.809-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros informa que aprobó las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (boletín Nº 9.851-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (boletín Nº 9.913-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



3.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos (boletín Nº 9.720-13) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con los dos siguientes comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a los proyectos de ley que se especifican a continuación:



1.- El que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21).



2.- El que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (boletín Nº 9.566-29).



--Se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.



De la señora Contralora General de la República (S):



Remite informe de investigación especial N° 46, de 2004, referente a la situación funcionaria de la profesional de la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana, doña Andrea Beatriz Oyarzo Francke; materia consultada en nombre del Senador señor Chahuán.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Contesta solicitud de información, efectuada en nombre de la Senadora señora Von Baer, sobre cifras de creación de puestos de trabajo durante el año 2014 en las comunas de la Región de Los Ríos y la proyección estimada por el Gobierno para los próximos tres años.



Del señor Ministro de Justicia:



Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Ossandón, sobre las razones de la decisión de cierre de los programas preventivos comunitarios, dependientes del Servicio Nacional de Menores.



Remite, para conocimiento de la Corporación, informe elaborado por Gendarmería de Chile, al día 30 de marzo del presente año, sobre estado de implementación y operación del sistema de monitores telemático para el control de la pena sustitutiva de reclusión parcial, en el marco de ejecución de la ley N° 18.216. 



De la señora Ministra de Salud:



Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor García, relativa al estado del proceso de pago de indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina del Consejo de Alta Dirección Pública, del 20 de junio de 2014.



Atiende solicitud de información, expedida en nombre de la Senadora señora Goic, acerca del estado de tramitación del reglamento de la ley N° 20.724,  modificatoria del Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos.



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Harboe, acerca de inversiones para la superación de diversas fallas de infraestructura que ha presentado el Hospital de Lota en el último tiempo.



Del señor Ministro de Agricultura:



Responde solicitud de información, cursada en nombre de la  Senadora señora Von Baer, respecto de la posibilidad de decretar emergencia agrícola en la Región de Los Ríos, por causa de la sequía.



Atiende consulta, formulada en nombre de los Senadores señores De Urresti, Araya, Montes y Navarro, relativa a la posibilidad de que esa Secretaría de Estado incorpore en el diseño de sus políticas públicas los aspectos relevantes que fueron materia de consenso en la Cumbre Mundial de Parques 2014.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, respecto del envío a trámite legislativo de un proyecto que restablezca el servicio de trenes entre Santiago y Puerto Montt e impulse la modernización del sistema ferroviario nacional.



Del señor Ministro de Energía:



Responde solicitud de información, remitida en nombre de los Senadores señora Allende y señores De Urresti y Quinteros, en materia de exención legal del cobro de los servicios de electricidad o gas domiciliario a los habitantes de la Región de Atacama que sufrieron la interrupción o el corte de aquellos.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:



Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014 de la Subsecretaría del ramo y de los servicios dependientes o relacionados con esa Cartera de Estado, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Quinteros, acerca de la posibilidad de realizar estudios e inspecciones para el funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas servidas de Queilén.



Atiende solicitud de información, enviada en nombre de los Senadores señores De Urresti, Araya, Montes, Navarro y Quinteros, relativa a la factibilidad de valorar la importancia de la participación ciudadana en la decisión de inversión de recursos regionales, implementada por el Gobierno Regional de Los Ríos.



Del señor Subsecretario de Prevención del Delito:



Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Senador señor Harboe, sobre diversos aspectos del programa “Alerta Temprana”.



Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores:



Remite, conforme al mandato del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de la referida Subsecretaría.



De la señora Subsecretaria de Evaluación Social:



Da a conocer el Balance de Gestión Integral 2014 de la Secretaría y Administración General de esa Subsecretaría, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Subsecretaria de Educación:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor García, acerca de los convenios firmados, durante el año 2014, por esa Secretaría de Estado con la Fundación Integra, y de sus modificaciones.



Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señores De Urresti, Guillier, Quinteros y Tuma, para realzar la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar en el marco de la conmemoración del centenario de su nacimiento (boletín N° S 1.694-12).



De los señores Subsecretario de Agricultura, Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y Secretario Ejecutivo (S) de la Comisión Nacional de Riego y de la señora Directora Nacional de Estudios y Políticas Agrarias:



Adjuntan sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de las acciones contempladas por esa Cartera para enfrentar la presencia en el continente antártico de especies de plantas e insectos ajenos a ese territorio.



De las señoras Subsecretaria de Energía y Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía:



Remiten sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, en virtud del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre diversas anomalías observables en el funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II, que causan daño al medio ambiente de Coronel y a la salud de su población.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado:



Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014 de esa institución, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Tesorero General de la República:



Remite, de conformidad con el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de esa entidad fiscalizadora.



Del señor Director de la Unidad de Análisis Financiero:



Envía, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio público descentralizado.



De la señora Directora (S) de la Dirección de Compras y Contratación Pública:



Remite, de conformidad con el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio público.



Del señor Subdirector Nacional Sur de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:



Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor García, acerca del estado de tramitación del proyecto de agua potable rural Ñancul Norte, código B.I.P. 30136329-0, comuna de Villarrica.



De la señora Directora Ejecutiva de la Fundación Integra:



Envía información, solicitada en nombre del Senador señor García, sobre convenios firmados, durante el año 2014, con el Ministerio de Educación, y de sus modificaciones.



Del señor Director Nacional (S) del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura:



Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la actual condición de la anchoveta y la sardina en la Región del Biobío; en particular, la población total estimada, sus rangos etarios y los requisitos para extracción.



Del señor Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la posibilidad de retirar de los programas de alimentación escolar los alimentos ricos en carbohidratos refinados.



Del señor Jefe de Departamento de Denuncias, División Comunicaciones y Denuncias, Superintendencia de Educación:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor García-Huidobro, acerca del conocimiento por esa Superintendencia del cierre de la cobertura curricular, durante el mes de septiembre de 2014, que afectó a los alumnos de cuarto medio de la especialidad de Asistente de Párvulos, del Liceo Politécnico Zoila Rosa Carreño, de la comuna de Malloa.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:



Da respuesta a petición de antecedentes, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del estado de tramitación de los beneficios que le corresponderían, en calidad de exonerado político, a don Leonidas Arsenio Sánchez Sánchez, domiciliado en la comuna de Mariquina.



Del señor Jefe de División Atención y Servicios al Usuario, Superintendencia de Pensiones:



Expone situación previsional de don Rafael González Gallardo en relación con los requisitos para tener derecho al beneficio de bonificación de salud establecido por la ley N° 20.531; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti. 



Del señor Presidente del Consejo Técnico de Inversiones, Superintendencia de Pensiones:



Informa que la memoria anual de esa institución para los fondos de pensiones y fondos de cesantía correspondientes al año 2014, de acuerdo con lo que dispone el artículo 167 del decreto ley N° 3.500, de 1979, está disponible en el enlace web:http://www.spensiones.cl/portal/institucional/578/w3-propertyvalue-943.html. 


Del señor Intendente Regional del Biobío:



Responde solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor Navarro, respecto de medidas adoptadas, recursos disponibles y propuestas para enfrentar la sequía que afecta a las provincias de Arauco, Biobío y Ñuble.

 

Del señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta:



Atiende solicitud de información, hecha en nombre del Senador señor Araya, respecto del dominio de un inmueble ubicado en Avenida Los Leones, entre las calles Oriental y Sargento Candelaria, de la Población Rubén Infanta, comuna de Antofagasta.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de Valparaíso:



Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Horvath, sobre el desarrollo del proyecto “Hotel Punta Piqueros” en el borde costero poniente del área Viña del Mar-Concón, que vulnera las condiciones establecidas no obstante el fallo de la Corte Suprema sobre ese particular.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.



Del señor Director Nacional (S) del Instituto Nacional de Deportes de Chile:



Pone en conocimiento de la Corporación que, con arreglo a lo prescrito por el artículo 79 de la ley N° 19.712, le corresponde designar un representante para integrar la comisión encargada de discernir el Premio Nacional del Deporte de Chile.



--Pasa a los Comités.

Informes



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 8.069-14) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011 (boletín N° 9.561-10) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Guillier y Lagos, para iniciar un proyecto de ley que regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas (boletín N° 10.030-01) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Agricultura y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Senadores señores Orpis, Espina, García, Guillier y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 19.253 para permitir la instalación de proyectos de energías renovables no convencionales en tierras indígenas (boletín N° 10.027-06) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Ossandón, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para otorgar un fuero laboral a los trabajadores que padecen de cáncer (boletín N° 10.020-13) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión  de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señora Goic y señores Chahuán, De Urresti, Girardi y Orpis, con la que dan inicio a un proyecto de reforma del Reglamento del Senado que transfiere las materias de ciencia, tecnología e innovación a la Comisión de Desafíos del Futuro (boletín N° S 1.807-09) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Chahuán, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Lagos, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento por ley de un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias (boletín Nº S 1.808-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Chahuán, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 4 de mayo.



--Se accede a lo solicitado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).-  Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solicito que se autorice a la Comisión de Salud para tramitar en general y en particular en su primer informe el proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo, también llamado “Ley Ricarte Soto”, aunque entiendo que la urgencia que le ha puesto el Ejecutivo (“discusión inmediata”) resuelve el problema. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?


--Se accede.
)-------------(
 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Cuenta se señala que se ha retirado y se ha hecho presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de una serie de proyectos. El segundo de ellos es el que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica.



Quiero informar a la Mesa que las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros, establecieron un cronograma de trabajo que consiste en escuchar a numerosas instituciones y organizaciones de consumidores, de usuarios, de prestadores de servicios. Esa tarea nos tomará, solo en las audiencias -ya están citadas-, hasta el lunes 1° de junio, de manera que recién el 8 de ese mes nos encontraríamos en condiciones de analizar en general la iniciativa.



Por tal motivo, solicito oficiar al Ejecutivo para pedirle que retire la calificación de “suma urgencia”, a fin de despachar el proyecto de buena manera.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Podemos remitir un oficio al Ejecutivo, sin perjuicio de conversar directamente con quien corresponda para el retiro de la urgencia.

El señor TUMA.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido?



--Acordado.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la Cuenta se informó sobre una moción iniciada por un conjunto de parlamentarios, entre los cuales me incluyo, con la que se da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.253 para permitir la instalación de proyectos de energías renovables no convencionales en tierras indígenas (boletín N° 10.027-06).



Como esa iniciativa tiene que ver directamente con los pueblos originarios y con materias energéticas, lo más propio sería remitirla a la Comisión de Minería y Energía y no a la de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuestión que solicito formalmente, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para acceder a la petición del Honorable señor Orpis?



--Se accede.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, pido el acuerdo de la Sala para prorrogar el plazo de indicaciones al proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12), que venció ayer.



Se recibió un gran número de indicaciones, pero están pendientes algunas de parlamentarios y del propio Ejecutivo.



Proponemos el lunes 25 de mayo como fecha límite.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Los Comités acordaron abrir un nuevo plazo hasta el 1° de junio.

El señor HORVATH.- La idea sería adelantarlo al 25 del presente mes a fin de que en la semana regional se procesen las indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala modificar el acuerdo de Comités y fijar un nuevo plazo hasta el 25 de mayo próximo, como propone el Honorable señor Horvath?



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia se venció el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07).



Como en el órgano técnico recibimos un documento con una importante sugerencia del Ministerio Público, solicito que se recabe la autorización de la Sala para ampliar por una semana el plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Los Comités acordaron establecer un nuevo plazo hasta el 1° de junio.

El señor DE URRESTI.- Podría haber sido antes, pero si es esa fecha no hay problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se mantiene el acuerdo de Comités, entonces.

El señor DE URRESTI.- Muchas gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta (boletín N° 9.618-01).


2.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de esta sesión la iniciativa que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín N° 9.405-04).


3.- Retirar de la tabla de las sesiones ordinarias de hoy y mañana el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11) e incorporarlo en la sesión ordinaria del próximo martes 12 de mayo.



4.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el 1 de junio próximo, a las 12, a los siguientes proyectos de ley:



a) El que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07). 



b) El que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Hace unos instantes se modificó ese plazo hasta el 25 de mayo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es.



c) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines números 9.692-07 y 9.669-07, refundidos). Las indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



d) El que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07). Las indicaciones deberán hacerse llegar a la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Saludo desde la testera del Senado al tercero y al cuarto medio del Colegio Marcelino Champagnat, de Villa Alemana.



¡Muy bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo de indicaciones al proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Qué fecha propone, Su Señoría?

El señor GIRARDI.- Una semana más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para prorrogar el plazo hasta el 11 de mayo?



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

AUTORIZACIÓN A PEQUEÑOS AGRICULTORES ECOLÓGICOS PARA COMERCIALIZAR PRODUCTOS ORGÁNICOS CERTIFICADOS EN CUALQUIER PUNTO DE VENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En virtud de lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.618-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 5ª, en 1 de abril de 2015.



Informe de Comisión:



Agricultura: sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es permitir a las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sin limitaciones sus productos orgánicos certificados en cualquier punto de venta y no solo directamente a los consumidores.



La Comisión de Agricultura discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Harboe, Moreira y Quinteros.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 11 del informe del órgano técnico y en el comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Agricultura, quisiera señalar que este proyecto, en segundo trámite constitucional, modifica el artículo 3° de la ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, con el objeto de permitir que las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación comercialicen sin limitaciones sus productos orgánicos certificados en cualquier punto de venta y no solo directamente a los consumidores.



En efecto, la mencionada normativa establece y regula las condiciones para la producción, elaboración y comercialización de productos orgánicos. Para tal efecto, dispone que todo producto denominado “orgánico”, “biológico” o “ecológico” debe estar debidamente certificado por una entidad certificadora o por una organización de pequeños agricultores ecológicos inscrita en el Registro del Sistema Nacional de Certificación Orgánica que administra el Servicio Agrícola y Ganadero.



Actualmente, en nuestro país existen 79 mil 622 hectáreas orgánicas certificadas. De ellas, 3 mil 571 están destinadas al cultivo de uva vinífera; 2 mil 815, a frutales mayores; 2 mil 384, a frutales menores; 683, a hortalizas; 129,3, a cereales, pseudocereales y oleaginosas; 110,5, a hierbas medicinales y aromáticas; 31,7, a semillas y plantines, y 2 mil 548, a praderas orgánicas. Además, existen 61 mil 751 hectáreas orgánicas certificadas para la recolección silvestre y 5 mil 598,4 que se hallan certificadas pero no tienen uso productivo definido. 



Así, hay también cinco organizaciones de pequeños agricultores ecológicos inscritas en el Registro Oficial, las cuales aglutinan a ochenta y ocho productores, con una superficie aproximada de 1.000 hectáreas, incluidos los productores desde la Tercera Región de Atacama hasta la Región de Los Lagos.



La actual redacción del artículo 3° de la ley N° 20.089 permite a las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación comercializar sus productos orgánicos, pero solo directamente a los consumidores, lo que para algunos resulta ser una norma tremendamente discriminatoria contra este sector, porque limita sus alternativas de venta.



Por ese motivo, son los productores orgánicos, a través de la Comisión Nacional de Agricultura Orgánica, que asesora al señor Ministro de Agricultura en estas materias, quienes han solicitado la modificación del inciso segundo del artículo 3o de la ley N° 20.089 a fin de eliminar la frase “directamente a los consumidores”.



Lo anterior permitirá a las organizaciones de pequeños agricultores orgánicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación comercializar sin limitaciones sus productos orgánicos certificados en cualquier punto de venta y no solo directamente a los consumidores, lo que los facultaría, por ejemplo, para abrirse a mercados diferentes, como los supermercados y otros intermediarios.



La Comisión, en la sesión en que analizó esta iniciativa de ley, escuchó el Ministro de Agricultura, don Carlos Furche, y a los representantes de la asociación gremial Tierra Viva, de la Asociación de Chiloé Orgánico y de la Red de Productores Orgánicos de la Región de los Lagos. Todos ellos estuvieron contestes en el valioso aporte que la aprobación de este proyecto va a significar en la práctica para los pequeños agricultores orgánicos.



En virtud de lo anterior, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Agricultura (Senadores Iván Moreira, Rabindranath Quinteros y quien habla) aprobó en general y en particular el proyecto de ley, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, razón por la cual me permito sugerirle a esta Honorable Sala darle asimismo su asentimiento.


Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Les hago presente a Sus Señorías que esta iniciativa se está tratando como si fuera de Fácil Despacho.



Se han inscrito cuatro Senadores.



Les pido que observemos el Reglamento, pues solo puede haber dos intervenciones, de cinco minutos cada una.



Espero que los oradores se acerquen a ese tiempo. 



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el completo informe que acaba de entregar el titular de la Comisión de Agricultura me evita una mayor argumentación sobre este proyecto, que es tan sencillo, simple y necesario.



Voy a votar favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, solo voy a destacar que desde hace mucho tiempo nosotros queremos iniciar un rumbo, el que es muy difícil, porque tiene obstáculos: el que lleve a nuestro país a ser en algún minuto una verdadera potencia agroalimentaria.



Tenemos diferentes tipos de climas y más desarrollo tecnológico para conseguir una mayor productividad. Sin embargo, debemos empezar a encauzar esa tarea mediante diversos caminos, pese a los difíciles momentos que estamos sufriendo debido a las catástrofes naturales del norte (“¡Atacama: no nos dejen solos!”, tiene escrito ahí el Senador Prokurica) y, hace pocos días, de la registrada en el sur por la erupción del volcán Calbuco.



En tal sentido, este proyecto modifica la ley N° 20.089 con la finalidad de permitir -bien lo señaló el Presidente de la Comisión de Agricultura, Senador señor Harboe- a las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación comercializar sus productos orgánicos certificados sin limitaciones en cualquier punto de venta y no solo directamente a los consumidores. Y lo analizamos con la máxima celeridad en la Comisión de Agricultura, porque va a favorecer a un número importante de agricultores orgánicos, quienes, según expresé, podrán comercializar tales productos directamente a los consumidores y también venderlos por medio de intermediarios.


En la Comisión, como bien se dijo, escuchamos a personeros de distintas organizaciones. Entre ellos, al Presidente de la Red de Productores Orgánicos de la Décima Región, señor Patricio Arriagada, quien destacó que “este proyecto de ley es de suma importancia para su sector, puesto que los productores orgánicos solo pueden comercializar sus productos en forma directa a los consumidores, restringiendo la venta a intermediarios, que es un mercado bastante importante”.


Por otro lado, hizo presente la necesidad de continuar con el perfeccionamiento y capacitación especialmente a los funcionarios del INDAP en materia de agricultura orgánica.



El Ministro Furche -es relevante mencionarlo- dijo que este proyecto de ley va a beneficiar a más de trescientos pequeños productores orgánicos existentes en nuestro país y que, de aprobarse, probablemente esa cifra se duplique, pues se elimina una de las mayores trabas para la comercialización de los productos en comento.



Finalmente, quiero recordar que durante el Gobierno del Presidente Piñera el SAG lanzó un libro denominado Agricultura Orgánica Nacional, Bases Técnicas y Situación Actual. Allí se tratan los aspectos fundamentales de la producción orgánica, resaltándose sus ventajas para la salud de las personas y la conservación del medioambiente. Así, se expresa que entre los elementos en que se fundamenta la agricultura orgánica destacan:


1. Realizar prácticas silvoagropecuarias que no deterioren los recursos productivos y que restablezcan los equilibrios naturales.


2. Favorecer la fertilidad del suelo desde los puntos de vista químico, físico y biológico.


3. Conservar o aumentar la materia orgánica del suelo, reciclando los restos de cosecha, poda, estiércol y guano de animales, entre otras prácticas, a través de distintos sistemas de incorporación al suelo.


4. Potenciar la biodiversidad espacial y temporal de los predios con prácticas tales como cultivos asociados, rotación de cultivos y sistemas silvopastorales.



5. Eliminar el uso de insumos de origen químico sintético que dañen el medio ambiente o afecten la salud humana.



6. Propender a un balance armonioso entre la producción de cultivos y la producción animal.



7. Proveer las condiciones adecuadas que permitan a los animales mantener una buena conformación física y expresar los aspectos básicos de su comportamiento.



Señor Presidente, por las razones anotadas, con la norma propuesta se pretende ampliar el campo de comercialización de los productos en comento, lo cual es positivo, siempre y cuando se pueda seguir garantizando la calidad del sistema de producción y de los elementos empleados.



Este proyecto, simple para algunos, es muy significativo para agricultores que necesitan de la mano del Parlamento y del Gobierno para emprender y lograr éxito en su producción.



Vamos a votar que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, comparto absolutamente lo expresado por el titular de la Comisión de Agricultura. Empero, quisiera relacionar el objetivo de la iniciativa en debate -ella permitirá, con una muy simple modificación a la ley N° 20.089, abrir los mercados a los productores agrícolas orgánicos y, derivado de ello, incentivar el desarrollo y el aumento de este tipo de producción- con el de otros proyectos o con temas nacionales, como el de la situación hídrica de nuestro país, que se discuten en el Congreso Nacional.



El primero de ellos es el proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.



La agricultura orgánica, y en particular la de carácter familiar, es un gran aporte para la protección y, en muchos casos, para la recuperación de la biodiversidad en las áreas donde se encuentra amenazada o ya con franco deterioro.


La función de potenciadora de los sistemas ecológicos que tiene este tipo de producción es el resultado de su práctica de intervención de la naturaleza con sus propios elementos, sin incluir fertilizantes artificiales, plaguicidas u otras formas encaminadas a procurar intensificar la producción por la vía de alterar los ciclos naturales.



Si fomentamos este tipo de producción estaremos contribuyendo a restablecer, a lo menos parcialmente, los equilibrios ecológicos hoy alterados por la producción agrícola intensiva.



También se encuentra en discusión en este Congreso la iniciativa sobre fomento a la actividad apícola.



Chile produce aproximadamente 11 mil toneladas anuales de miel, de las cuales cerca de 70 por ciento se exporta. Sin embargo, en los últimos años algunos mercados han comenzado a imponer ciertas restricciones a los ingresos de nuestra miel al aparecer en ella trazas de polen de organismos genéticamente modificados.



Al no existir una certificación orgánica de fácil acceso, se mezclan los productos de zonas donde la agricultura presenta tales características con la producción de otros cuya particularidad principal es su virginidad natural. Con esto me refiero, por ejemplo, a los productores de miel de ulmo de mi Región, cuyos colmenares se localizan en el bosque nativo o en sus proximidades, ajenos a toda manipulación genética, y, por tanto, ofrecen un producto de características naturales y, consecuentemente, sano.



Según el informe Agricultura Orgánica Nacional. Bases Técnicas y Situación Actual, del Servicio Agrícola y Ganadero (año 2013), la apicultura orgánica ha ido adquiriendo una creciente importancia. Es así como en los años 2010-2011 se certificaron 4 mil 731 colmenas en nuestro país.



Allí el Estado debe poner especial dedicación, por cuanto esa producción la realizan principalmente pequeños apicultores, quienes complementan con esta sus otras actividades agrícolas.



Por otro lado, bien conocida es la situación hídrica de Chile.


El cambio climático es uno de los factores que inciden en la situación de disminución drástica de la disponibilidad de agua. Pero también lo es su uso ineficiente. Y la agricultura consume cerca de 73 por ciento del recurso hídrico nacional que se emplea. Este es, entonces, uno de los temas que deberemos tratar en breve para asegurar un desarrollo sustentable de nuestro país.



La agricultura orgánica, y en particular la familiar campesina, es un importante factor de cuidado y de eficiencia en su uso. Por tanto, su desarrollo permitirá proteger dicho recurso, que escasea cada vez más.



La iniciativa en debate, mediante una simple modificación, permitirá, en conjunto con la tramitación y despacho de otros proyectos, como los ya citados y el atinente a etiquetado de productos orgánicos, el crecimiento de la actividad en cuestión, que, como ya se dijo, genera una serie de externalidades de efectos muy positivos para  Chile, y en particular para nuestros pequeños agricultores, a quienes se les abrirán nuevos mercados, lo que incrementará sus ingresos y, por tanto, mejorará sus condiciones de vida.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, le señalaba al Senador Coloma que uno puede tener hartas diferencias con la Comisión de Agricultura, que muchas veces actúa como un ente con criterios productivistas y limita cierto tipo de proyectos (hemos visto su proceder en los relativos a etiquetado de alimentos y de alcoholes, a tabaco, en fin), pero que en el caso de la iniciativa que nos ocupa esta tarde debe felicitarla, y también al Ministerio de Agricultura, porque, si bien se trata de un texto pequeño, que se discute como si fuera de Fácil Despacho, se articula en uno de los proyectos más importantes que he visto pasar por el Senado. Y voy a decir por qué.



Yo estoy convencido de que tenemos un potencial inmenso que desaprovechamos: el vinculado con la vocación de uso de nuestros territorios.



Somos el país más rico del planeta. Chile posee la energía del futuro: la solar. En algún momento va a abastecer de ella a China y al resto del mundo, porque se trata de la única energía limpia y tenemos el desierto más irradiado del orbe. Y llegará el día en que, si nos lo proponemos, tendremos 200 mil megas y seremos un centro planetario de energía solar.



Chile tiene las ventanas desde donde seguramente se descubrirán -y espero que lo haga un connacional-, primero, la existencia de vida en el universo, y luego -y ojalá que también lo haga un chileno-, los planetas habitables a los que habremos de emigrar dentro de unos cincuenta años.



Nuestro país cuenta con un potencial inmenso en recursos naturales.



Otra de sus fortalezas es la existente en la Patagonia, con las principales reservas de agua pura dulce del planeta.



Entonces, es contradictorio que tengamos el territorio más seco y al mismo tiempo una de las pluviosidades más interesantes.



Nuestro clima es excepcional.



Lamentablemente, el territorio arable constituye un recurso escaso: cuatro por ciento. Los suelos Tipo 1 llegan a uno por ciento. Es decir, si hay para Chile un recurso valioso, un oro, son los suelos Tipo 1.



De ninguna manera podemos competir con naciones que tienen grandes extensiones de terrenos cultivables. Chile cometería un crimen, por ejemplo, si siguiera el camino de los transgénicos. Nunca va a poder competir con las políticas transgénicas de Australia, Estados Unidos, Argentina, México, naciones que tienen millones de hectáreas destinadas a cultivos de esa clase.



Nuestro país cuenta con un nicho: el de los productos boutique; justamente, la agricultura orgánica, que es la que tiene valor y sentido. 



Chile puede competir con aquellas naciones desde su clima. Pero su potencial es a partir de una demanda que habrá a futuro, por todos los problemas de contaminación, de deterioro de la vida, en fin, que van a generar alimentos que están siendo vectores del deterioro de la salud.



En tal sentido, nuestro país tiene oportunidades inmensas.



A mayor abundamiento, yo diría que no solo estamos permitiendo tomar como país una opción por ese tipo de productos y ser un nicho de mayor valor, de valor agregado -esto equivale a no exportar litio, sino baterías-, sino que existe otra potencialidad: la recuperación de la biodiversidad.



Una de las amenazas del calentamiento global, de la combinación de sequías con inundaciones, como ya hemos visto, es la destrucción de la biodiversidad.



Ayer se mencionaban en El Mercurio -para hablar de algo que ya está en el común de las personas- los gravísimos problemas que enfrenta la humanidad en el ámbito de la biodiversidad.



La agricultura orgánica es la única que se va a sustentar en la recuperación de especies de la biodiversidad amenazadas.



Chile tuvo la mayor biodiversidad de papas del planeta. Muchas de ellas están en peligro de extinción. Algunas se han recuperado gracias precisamente a la acción de productores que pueden hacer de esa riqueza nacional un negocio presente y futuro.



Otro aspecto relevante es la vuelta a prácticas ecológicas de controladores biológicos, en vez de las tecnologías genotóxicas.



Chile sigue usando plaguicidas y herbicidas que dañan el material genético, transmitiendo los efectos de una generación a otra, y que están diezmando a la población.



Estos temas, señor Presidente, son cada vez más significativos.



Podríamos profundizar en muchos argumentos sobre los beneficios de este tipo de iniciativas, que favorecen a pequeñas comunidades campesinas.



No obstante, solo quiero reiterar mis felicitaciones tanto a la Comisión de Agricultura, con la que muchas veces he tenido diferencias, cuanto al Ministerio del ramo, porque este es  un proyecto de futuro. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, me sumo a las expresiones de mis antecesores en el uso de la palabra y felicito a quienes presentaron la moción que dio origen a este proyecto, el cual se tramitó en la Comisión de Agricultura.



Sin embargo, yo quiero quedarme con lo que viene luego de esta iniciativa, la que sin duda aprobaremos.



Mediante ella se establece un sistema que mejora la posibilidad de comercialización de los productos orgánicos de pequeños agricultores, con todas las consecuencias positivas derivadas de él.



No obstante, la discusión de este proyecto denota que estamos atrasados, que no existen incentivos para fortalecer, destacar y valorizar a los pequeños agricultores que están desarrollando su actividad de manera orgánica.



Es necesario, muchas veces, que la certificación sea más expedita. Se requiere más personal, más capacidad, para poder cumplir el trámite respecto de los distintos productores a lo largo y ancho del país, pero particularmente en regiones como la de Los Ríos o la de Los Lagos.



El futuro de esta pequeña agricultura radica precisamente en centrarse en productos certificados, en productos orgánicos de nicho que puedan ser comercializados y constituir una fuente de sustento para quienes la llevan a cabo.



Sin embargo, la iniciativa que estamos aprobando simplemente permite la comercialización.



Cabe agradecer la presencia del señor Ministro de Agricultura y la posibilidad de avanzar en saber de qué manera se protegerá la situación hídrica de nuestros territorios. Precisamente, las regiones del sur, por excelencia lluviosas, registran un importante déficit. Falta el agua para el riego, para el consumo humano.



Eso claramente va a afectar la producción orgánica.



Eso claramente genera un cambio en los ecosistemas.



Eso claramente provoca o puede provocar la venta de predios por los pequeños productores.



Y si no media una ayuda decidida del Ministerio, del Estado, ello puede llevar a una catástrofe.



Para qué abundar en referencias a la apicultura, actividad que creo que debiera ser objeto de la próxima gran reforma que la Cartera podría abordar. La destrucción del medio ambiente, especialmente en nuestra zona, con esos verdaderos “desiertos verdes” que son las plantaciones de pino y de eucalipto, va afectando a la flora, a la biodiversidad, a la capacidad de las pequeñas familias para tener colmenas y producir mieles certificadas, incluidas la de ulmo o de otro origen.



Si bien es un paso importante, no nos quedemos simplemente en la modificación de la ley N° 20.089, que permite, en definitiva, una comercialización más efectiva de los productos orgánicos. Demos un sello y contemplemos fondos concursables. Establezcamos políticas a nivel de la Región, y que los gobiernos locales dispongan también de la capacidad de controlar la plantación de transgénicos o de los verdaderos “desiertos verdes” constituidos por el monocultivo de pino o de eucalipto, que manifiestamente van dañando la biodiversidad y afectando a estos pequeños productores. Aseguremos la posibilidad de comercialización. En especial, se requiere una política decidida del Estado, particularmente del Ministerio del ramo, para avanzar.



Reitero la necesidad de un cuerpo legal específico acerca de la apicultura. Se están dañando el gran capital de miles de personas y el efecto polinizador de las abejas en el agro.



Voy a votar a favor, pero espero que podamos discutir en un corto o mediano plazo la situación hídrica, la agricultura orgánica en su conjunto y, en particular, la protección y fomento de la apicultura.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo en abrir la votación?

El señor PIZARRO.- Sí.

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Hago presente que el tratamiento del proyecto es como si fuera de Fácil Despacho y que ya ha demandado un largo tiempo.



Creo que en un tiempo próximo se debiera estudiar la utilización de los cinco minutos para apoyar y de los cinco minutos para impugnar. El Reglamento dice que son para sostener una iniciativa o para rechazarla, pero en este momento están todos interviniendo a favor.


En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, concuerdo con usted en que esta es una discusión como si el asunto fuera de Fácil Despacho, pero los Comités deben llevarla a cabo. Si bien se encuentran pendientes otros proyectos, tan importantes como el que nos ocupa -en Educación, por ejemplo, el que crea las universidades regionales-, quienes representamos zonas agrícolas no podemos inhibirnos de participar en el debate.



Por supuesto que voy a votar a favor de la iniciativa en examen, la cual ayuda, como lo han expresado distintos señores Senadores, a la comercialización de productos orgánicos en distintos rubros.


Sin embargo, creo que también tenemos que poner la cuestión en su justa medida: aquí no estamos resolviendo ningún gran problema de la agricultura. La medida es bastante discreta y de un impacto bastante marginal. Son del orden de 79 mil las hectáreas orgánicas certificadas en nuestro país, de las cuales solo 683 -por mi parte, hablo por la Región de La Araucanía- corresponden a hortalizas, rubro en que cabría observar un mayor impacto en las zonas del sur. Y la verdad es que nada de eso ocurre. El grueso de las 79 mil hectáreas es para la recolección silvestre: cerca del 80 por ciento. No sé si habrá personas a las que va a cambiarles mucho la vida con el proyecto en torno a la comercialización.



Entonces, hubiera preferido a un INDAP, a un Ministerio de Agricultura, con herramientas para enfrentar la sequía, las distintas consecuencias de la erupción de volcanes, lo que ha generado mucho daño en la agricultura en distintos lugares del sur.



Reitero que vamos a apoyar la iniciativa, pero también creo que hay que poner las cosas en una perspectiva real.



Aquí me gustaría ver al INDAP, que comprometió un Programa de Desarrollo Territorial Indígena 2.0. Y no se ha observado hoy día un PDTI reforzado. Espero que el señor Ministro se refiera a estos temas.


Los que he mencionado son los aspectos que le preocupan a la pequeña agricultura familiar, campesina. ¡Para qué hacer referencia a la indígena, donde la posibilidad de comercializar sencillamente no existe!



Vamos a entregar una herramienta, sin lugar a dudas, pero deseo consignar que los efectos son muy, pero muy discretos.



Son muy pocos en Chile los agricultores que están desarrollando cultivos ecológicos, orgánicos, en el ámbito de las hortalizas. Incluso son apenas 3.571 hectáreas las destinadas a la uva vinífera, y muy escasas las correspondientes a cereales, pseudocereales y oleaginosas, así como también a semillas y plantines.



Creo que es preciso respaldar la iniciativa, pero esperaría algo más del Ministerio de Agricultura en relación con la sequía tan grave sufrida por las regiones del sur.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer simplemente una reflexión de carácter histórico.



Comparto lo de que el proyecto no es el más relevante en la materia, pero no estimo que sea completamente baladí. Su sentido es facilitar una norma discutida largamente en el Congreso en orden a cómo instalar la lógica orgánica distintiva de aquellos productores que desarrollan esta técnica, respecto de otras que pueden ser igualmente legítimas, dado que la primera, al no contar con diferenciación, pierde la capacidad de competir.



Ese fue el objetivo original: crear, por primera vez, un sistema con una marca -voy a expresar una palabra que no es exacta- que dijera “orgánico”; darle legitimidad a una forma de producir diferente de la que se podría llamar “tradicional” o “masiva”.



Y al no existir en ese momento -a mí me tocó presidir la Comisión de Agricultura- un articulado especial, lo cierto es que todo el mundo podía definirse orgánico, por lo que quien realmente hacía la pega respectiva no podía marcar la distinción que suponía esta forma de trabajar, que recordemos que presenta beneficios, obviamente, pero también costos. Producir de este modo es más caro. Y también resulta más difícil, porque no se puede usar determinado tipo de pesticidas, de abonos. Se requiere un control muy diverso. Entonces, si no existía una diferenciación, cualquiera se ponía “orgánico”. No tenía ningún sentido explorar esta otra forma.



A mi juicio, la ley marcó un momento importante.



Entiendo que lo que se está pidiendo, básicamente, es que, fruto de la práctica, todo el sistema propio y alternativo de certificación, que ha sido un gran activo, “se suspenda” con motivo de una comercialización directa, por la dificultad que importa o el costo que representa.



Se mantendrá, sí, para ferias, tiendas, mercados locales. Y ello es clave, porque es ahí donde se puede hacer la diferencia. O sea, una tienda, un mercado local, una feria, tienen que disponer del sistema de trazabilidad que garantice que el producto es orgánico. 



Es preciso comprender la excepción, en consecuencia, solo respecto de la comercialización directa, para facilitarle la vida a quienes desarrollan la actividad -no significa que la exigencia no rija en otros lugares-, porque esa es la ventaja del que se dedica a lo orgánico, quien pide un precio diferente por sus productos, superior al de aquellos que utilizan una técnica más tradicional o con otro tipo de elementos, que son legítimos, pero distintos.



Por mi parte, quería ser un poquito más optimista en orden a estar de acuerdo con que no se trata de la panacea, pero se ayudará a un grupo de pequeños agricultores y, sobre todo, se abrirán espacios para que otros puedan, en la medida en que les vaya bien a los primeros, seguir el mismo rumbo, la misma línea, el mismo camino. Este es el sentido exacto de la iniciativa. Por eso surgió.



La cuestión fue discutida durante años. Uno se olvida un poco de la historia. Se despachó algo razonable, pero, en la práctica, se ha visto que para una mayor fluidez se necesita más flexibilización, lo que entiendo que es absolutamente propio de la vida comercial.



Así que, por eso, vamos a aprobar el proyecto con más entusiasmo y alegría que otros, porque le soluciona la vida a un sector y abre espacios para que lo orgánico, con sus características y también sus dificultades, pueda lograr una mayor perspectiva en el campo chileno.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no han emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Por 30 votos a favor, se aprueba en general y en particular el proyecto, quedando concluida su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor FURCHE (Ministro de Agricultura).- Señor Presidente, quiero agradecer la comprensión de los señores Senadores y el respaldo otorgado a la iniciativa. Para nosotros, ella es muy importante, porque a un número significativo de productores les abre la posibilidad de ejercer de una manera más eficiente sus procesos de comercialización.



Hemos tomado nota atentamente del conjunto de sugerencias y observaciones formuladas por distintos señores Senadores, y las incorporaremos al conjunto de tareas de apoyo a la producción orgánica, labor que realiza el Ministerio de Agricultura a través de INDAP y algunas otras entidades, como el SAG y la Comisión Nacional de Riego.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Le hago presente a la Sala que presencia la sesión, desde las tribunas, la Intendenta de la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, señora Morín Contreras Concha, a quien saludamos.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en relación con el proyecto de ley tendiente a evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07), aprobado unánimemente por la Comisión de Constitución, ya presentamos la indicación con la que estamos de acuerdo los cinco miembros del órgano técnico. Por lo tanto, solicito que el plazo de indicaciones se acorte hasta el próximo viernes 8, a las 12.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo en la Sala?
El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Acordado.

FORTALECIMIENTO DE SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE REFORMA TRIBUTARIA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República y en segundo trámite constitucional, que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria, con certificado e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 12).



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.898-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 4ª, en 31 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Hacienda (certificado): sesión 12ª, en 22 de abril de 2015.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modernizar y fortalecer los estándares de eficacia, eficiencia y probidad del Servicios de Impuestos Internos, para alcanzar los niveles de recaudación y disminución de la evasión necesarios para cumplir los compromisos contraídos en el marco del proceso de implementación de la reforma tributaria. Para ello, se considera un aumento gradual de cargos en la planta de personal; un fortalecimiento de la carrera funcionaria; la actualización y modernización de las condiciones de ingreso al organismo; el mejoramiento de la organización funcional, y la reestructuración de las remuneraciones.


La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 1° de abril recién pasado. Por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Andrés Zaldívar, acogió la idea de legislar. En cuanto a la discusión particular, efectuó diversas enmiendas, todas ellas acordadas también por unanimidad.



Es preciso hacer presente que los artículos 1°; 2°, inciso segundo, y 3°, permanentes, y el artículo segundo transitorio, nuevo, son de rango orgánico constitucional, por lo que su aprobación requiere 21 votos.



El texto que se propone sancionar se consigna en el informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 



Cabe informar que el Honorable señor Prokurica ha presentado una indicación al artículo 6°, número 3).

El señor ZALDÍVAR (Presidente accidental).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Su Señoría, en su condición de Presidente de la Comisión, me pidió que hiciera la relación de la iniciativa, porque ya se tomó la testera de la Sala…



El proyecto se enmarca dentro de los desafíos que asumió el Servicio de Impuestos Internos para la implementación de la ley N° 20.780, de septiembre de 2014, la cual introdujo cambios en nuestro sistema tributario con el objeto de lograr el justo pago de los impuestos, la disminución de la evasión y el aumento de la recaudación. Ello, a fin de utilizar dichos recursos en las políticas públicas prioritarias del país, principalmente en la reforma educacional.



La meta de la reforma tributaria es recaudar anualmente, en régimen, un tres por ciento del producto interno bruto, del cual el 0,5 proviene de una menor evasión y elusión. Para lograrlo, es fundamental fortalecer el organismo.



La normativa en examen refleja el cumplimiento del protocolo de acuerdo suscrito el 27 de enero de 2015 entre el Gobierno y las dos asociaciones de funcionarios del Servicio, el cual se refiere al fortalecimiento y modernización de este para abordar los desafíos de la reforma tributaria.



La iniciativa busca modernizar y fortalecer los altos estándares de eficacia, eficiencia y probidad que han caracterizado a Impuestos Internos, para así alcanzar los niveles de recaudación y disminución de la evasión que se esperan.



Los principales objetivos que se persiguen son la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución; el mejoramiento de la organización funcional; el fortalecimiento de la carrera funcionaria en todas las plantas, y la reestructuración de las remuneraciones.



¿Cuáles son los principales contenidos?



Primero, se establece un mecanismo de ingreso a las plantas que garantice que el personal participante en un concurso haya registrado un buen desempeño previo en el Servicio. Para ello, se exige que haya estado a contrata y contado, a lo menos, con dos calificaciones en lista 1, de Distinción, o en lista 2, Buena. Solo las contratas seleccionadas mediante concurso público podrán entrar a la planta.



En consecuencia, el funcionario deberá aprobar dos concursos: primero, el de carácter público de ingreso a la contrata, y luego, el de carácter interno para entrar a la planta.



Para lo anterior, se establecen normas de difusión en cuanto al ingreso a la contrata.



Segundo, se reestructuran las remuneraciones variables a que tienen derecho los funcionarios y se reduce en un 12,2 por ciento su variabilidad. Actualmente, el 33,7 por ciento de las remuneraciones del personal son variables. Con el proyecto de ley pasan a un 21,5 por ciento. Los ingresos que representan este último porcentaje se centran en el cumplimiento de metas de recaudación y de reducción de la evasión y elusión tributarias, incluyéndose indicadores de fiscalización y facilitación del cumplimiento tributario.



Tercero, se perfecciona el instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria que en la actualidad realiza el Servicio. Esta evaluación será realizada por una empresa externa contratada por la Subsecretaría de Hacienda.



Y cuarto, se faculta al Presidente de la República para dictar un decreto con fuerza de ley que fije la nueva planta de la institución.



En la tramitación del proyecto en la Comisión de Hacienda del Senado se presentaron indicaciones con el objeto de precisar diversas materias, tales como los procedimientos de difusión y realización de los concursos y las normas de encasillamiento del personal en la nueva planta que se fije.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Muchas gracias, señor Senador.



Muy bien cumplido su mandato.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la reforma tributaria aprobada el año pasado introduce numerosos cambios al sistema de recaudación chileno, cuyo fin, entre otros objetivos, es evitar la evasión, la elusión, y conseguir, como un efecto secundario, el aumento de la recaudación, para utilizar y focalizar estos recursos en los compromisos que el Gobierno tiene en orden a implementar políticas públicas como la reforma educacional. 



En tal sentido, entiendo que el proyecto de ley viene a sellar un acuerdo entre el Gobierno y las asociaciones de funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, sobre el fortalecimiento y modernización de este organismo, producto de los desafíos de la implementación de la reforma tributaria, cuestión que no es menor.


Según los datos de la Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos, Chile tiene 4.137 habitantes por cada funcionario del Servicio, es decir, 2,5 veces la cantidad promedio de los países miembros de la OCDE -organismo con el que nos gusta compararnos-,…

El señor COLOMA.- ¡A algunos!

El señor PROKURICA.-… donde dicho parámetro llega a 1.631 habitantes por cada funcionario de las administraciones tributarias. Además, Chile es el tercer país con mayor carga relativa de habitantes sobre el número de funcionarios de las administraciones tributarias, lo que gráfica el arduo trabajo que realiza el SII, el cual tiene un prestigio ganado desde el punto de vista de la eficiencia y también del profesionalismo, elementos reconocidos en todas partes.



Esta iniciativa, tal cual manifestó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, propone la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución; el mejoramiento de la organización funcional de este; el fortalecimiento de la carrera funcionaria en todas sus plantas, y la reestructuración de las remuneraciones. Respecto de esto último, se plantea, a mi juicio, un sistema mucho más justo y menos perverso que aquel que significa premiar al funcionario por cursar mayores multas, lo cual resulta contrario a todas las normas existentes en la materia.



Creo que el proyecto va en la línea correcta. La reforma tributaria aprobada el año pasado le exige una compleja y pesada tarea al Servicio, como es la de recaudar, vía impuestos, 8 mil 300 millones de dólares y, fundamentalmente, disminuir la evasión en 0,5 por ciento del PIB, lo que implica un mayor esfuerzo y una sobrecarga laboral que afectará a los fiscalizadores con que cuenta.



En tal sentido, me parece que la iniciativa apunta a fortalecer al SII, algo indispensable para enfrentar el importante desafío de lograr una mayor recaudación y, a la vez, disminuir la evasión, como dije anteriormente. Además, se busca avanzar en el desarrollo y promoción de la carrera funcionaria, objetivo fundamental para dar seguridad a los funcionarios que allí laboran, adecuándolos a las exigencias que trae aparejada la reforma. Por ejemplo, en la sede regional de Copiapó 20 de los 25 funcionarios están a contrata, lo que debilita la función del Servicio, especialmente la de los fiscalizadores, quienes cumplen una labor muy relevante.



Señor Presidente, sería bueno introducir, en la medición de la percepción para dar el incentivo correspondiente, un índice de cumplimiento por parte de los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos a lo que yo denominé, en un proyecto presentado por mí y que hoy es ley, “Decálogo de derechos del contribuyente”, incorporado en el artículo 8° bis del Código Tributario.



La práctica ha demostrado que estos derechos no son conocidos por los contribuyentes ni tampoco generalmente aplicados por los funcionarios del Órgano Fiscalizador, quienes, por un problema cultural, siguen empleando el criterio anterior en su relación con los contribuyentes, esto es, suponer que ellos solamente tienen deberes y no derechos.


Señor Presidente, vivimos en un país curioso. En Chile hasta al peor de los delincuentes (el que mata a un hijo, por ejemplo) el Fisco le pone un abogado para que lo defienda. Sin embargo, si el contribuyente (que es quien paga los impuestos, el motor del Estado y de todo su funcionamiento) tiene un problema, debe arreglárselas por su cuenta. Me refiero al contribuyente pequeño, al contribuyente pyme, que hoy también debiera preocuparnos. 



Y aprovechando que nos acompaña aquí el Ministro de Hacienda, le quiero formular la misma solicitud que ya le he efectuado a otros funcionarios de su Cartera, a quienes les he hecho ver que en los países de la OCDE, con los que nos gusta compararnos -el Senador Coloma me aclara que no a todos, pero yo le digo que a algunos de nosotros sí, para tratar de mejorar y de crecer-, existe el derecho a defensa del contribuyente, no para pagar menos impuestos, sino para que pague aquellos que le corresponden por ley. 



Y eso, señor Presidente, de alguna manera también debiera reflejarse en legislaciones de este tipo: respetar el “Decálogo de derechos del contribuyente”, que el Servicio de Impuestos Internos debería tener a la vista, al igual que las comisarías lo hacen con el “Décálogo de derechos de los detenidos”. Yo he concurrido a varias de sus oficinas y no lo he visto en ninguna parte. Y me gustaría que esta obligación se cumpliera, señor Ministro, porque -le repito- es justo que haya que pagar impuestos y que los funcionarios tengan facultades para su recaudación, pero no lo es que se siga incumpliendo una ley que está vigente.



Aparte, me quiero detener en el tema de la “probidad” de este importante Servicio. 


Durante los últimos días hemos sido testigos de los cuestionamientos que se le han hecho a su Director, Michel Jorratt, recientemente ratificado en su cargo por el Gobierno tras finalizar un proceso de Alta Dirección Pública, por cuanto habría emitido una serie de boletas, entre enero de 2012 y marzo de 2013, por supuestos trabajos particulares a la empresa Asesorías y Negocios SPA.


Si lo que el Gobierno pretende es dar a la ciudadanía una señal potente de probidad y transparencia, me parece que esta ratificación no es un buen precedente, teniendo en cuenta la importante labor que el Servicio  de Impuestos Internos desempeña.


He dicho.

El señor HARBOE.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor MONTES.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Señores Senadores, les quiero plantear lo siguiente. 



El proyecto fue aprobado en general y en particular en la Comisión de Hacienda. Todas y cada una de sus disposiciones fueron despachadas por unanimidad, aun cuando cuatro o cinco de ellas -que el señor Secretario indicará- requieren quórum de ley orgánica constitucional.

El señor MONTES.- ¡Que se abra la votación!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Lo que la Mesa desea sugerir es hacer una sola votación. 



Se ha presentado una indicación, del Senador señor Prokurica, sobre la cual me voy a pronunciar de inmediato.



La voy a declarar inadmisible, porque va en contra de lo que dispone el número 2° del artículo 65 de la Constitución. Sin embargo, la encuentro buena, por lo que se la voy a entregar al señor Ministro, para que la revise.

El señor PROKURICA.- Es muy simple.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor COLOMA.- Pero manteniendo los diez minutos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Así es.



Por lo tanto, en votación el proyecto. 



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, simplemente quiero plantear tres puntos precisos respecto del proyecto en análisis que considero relevantes. No voy a repetir el informe que entregó el Senador Montes, cuyo contenido ya se conoce.



Voy a concentrarme en un acto de fe que de alguna manera la Oposición hará respecto del Ministro de Hacienda, en el entendido de que junto con el Servicio de Impuestos Internos han tomado una buena decisión.



¿Cuál es el objetivo de fondo? Tener una mejor fiscalización y, de esa manera, junto con el sano ejercicio del cumplimiento de las obligaciones tributarias, contar con recursos suficientes para encarar los desafíos de nuestro país en materia de políticas públicas.



Para ese efecto el Gobierno ha dispuesto una importante cantidad de recursos. Si miran al 2018, estamos hablando de 18.282 millones de pesos adicionales. No es menor.



¿Dónde está el acto de buena fe? En que técnicamente hoy, según el informe de la Comisión de Hacienda, Impuestos Internos tiene 4.304 funcionarios, y se va a llegar a 5.044. O sea, este proyecto, más otro que ya aprobamos, implica un incremento de 740 funcionarios.



Había dos opciones.



Algunos sostenían que, para una mejor fiscalización en los tiempos que corren, en los tiempos modernos, había que invertir mucho en material técnico, en todo lo que supone un control más directo de las contabilidades de empresas y de particulares. Era una alternativa gastar esos recursos en ello y en mejorar las remuneraciones de los actuales funcionarios de Impuestos Internos. Esto último me parece razonable, a la luz de los comparados que conocimos. Soy de aquellos que creen que los fiscalizadores deben estar bien remunerados. Lo considero una sana política pública, porque de otra manera es mucho más complejo fiscalizar con transparencia y probidad. Siempre habrá excepciones, pero pienso que esa es la lógica.



En cambio, el Gobierno propone -ustedes lo plantean, ustedes tienen la bonita pero áspera responsabilidad de tomar decisiones en materia de gasto público- aumentar la dotación. Se estima que es más eficiente contar con más funcionarios que darle a la institución un carácter técnico, en lo que también se avanzó el año pasado. No digo que no se haya avanzado. En el Presupuesto se incluyó una partida importante para modernización tecnológica del Servicio. Ahora, adicionalmente, se está aumentando de manera significativa el número de funcionarios. Entendemos, porque están a cargo del Gobierno, porque fueron elegidos en democracia, que esa es una decisión correcta. Alguno considerará que el otro camino hubiera sido mejor. Suponemos que el primero es el correcto. Las asociaciones de funcionarios -también hay que destacarlo- concurrieron a la Comisión para manifestar su conformidad con esta línea.



Eso es lo primero que propone la ley en proyecto: un aumento sustancial del número de trabajadores en Impuestos Internos, pasando de 4.304 a 5.044.



La segunda lógica -a mi juicio esto es bien importante, señor Presidente- es un cambio a la Ley de Bases Generales de la Administración de Estado en materia de contrataciones. Si ustedes la leen, constatarán que todos los concursos deben ser abiertos. Esa es la norma legal existente hoy: cualquier ciudadano puede concursar para ingresar a la planta de un servicio si reúne los requisitos, y una comisión evaluadora definirá quién accede al cargo. Esta sería la segunda vez -entiendo que en la ley que modernizó el Servicio Nacional de Aduanas se hizo algo similar- que se modifica la Ley de Bases en ese aspecto. Y por eso se exige el quórum especial de cuatro séptimos, pues los concursos no serán públicos como se entiende normalmente, sino que en ellos solo participarán quienes se encuentren a contrata en Impuestos Internos.



Yo pregunté -porque me chocaba la situación- por qué los concursos no estarían abiertos a cualquiera. La explicación es interesante. Se señala que en un organismo fiscalizador de esta naturaleza se requiere un mayor grado de experiencia, una cierta expertise. Y eso es lo que se pretende al darles una carrera funcionaria a quienes se encuentran a contrata. Pero esta es -seamos conscientes de ello- una excepción a la normativa general en materia de contrataciones en la Administración Pública. Es una gran excepción. Por eso requiere un quórum especial.



Adicionalmente, el Director del Servicio de Impuestos Internos manifestó que con esto se acabarían -me parece bien- los honorarios. Ojalá fuera una política general en la Administración Pública. O sea, se quiere terminar con ese concepto, que sabemos que es un híbrido que ha ido surgiendo con los años. Están la planta, la contrata y los honorarios. Los que se hallan en esta última condición han ido proliferando, con un grado de inseguridad laboral muy importante. Al menos en Impuestos Internos se desea que solo haya planta y contrata. Creo que se trata de una modernización relevante.



Espero que este sea el camino correcto, que se esté tomando la mejor decisión. Hacemos fe en las palabras del Director de Impuestos Internos, que es un organismo profesional, y confío en que será la mejor opción para realizar un trabajo eficiente.



Un tercer elemento es la reestructuración de remuneraciones. Me parece que muestra cierto grado de novedad y que está bien pensada.



Se aumenta la remuneración fija, pero se modifican los componentes de la asignación especial de estímulo por desempeño en el cumplimiento de metas. ¿Cómo? Por un lado, la parte variable se asocia al cumplimiento de metas vinculadas a la reducción de la evasión y la elusión tributarias, incluyendo indicadores de fiscalización y facilitación en el cumplimiento tributario. Por otra parte, el componente por cumplimiento de meta institucional de disminución de la evasión se transforma en uno asociado a la gestión tributaria, fijo y de pago mensual. ¿Qué significan estas dos cosas? Que, más que el premio individual de un fiscalizador respecto de un contribuyente particular, lo que se busca son metas asociadas, lo que me parece bien, más sano. Así lo plantearon los representantes de Impuestos Internos, que estudiaron el tema.



A la vez, se perfecciona la asignación de jefatura. Quienes perciban este beneficio tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial para calificar al personal. El total de recursos destinados al pago de esta asignación será proporcional a los incrementos de dotación de personal.



En cuarto lugar -también importante-, se establece que el Servicio de Impuestos Internos deberá definir anualmente un instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria, que será realizada por una empresa externa contratada por la Subsecretaría de Hacienda.



Me parece bien que los servicios públicos puedan medir la percepción de los usuarios, que son, al final, los ciudadanos, y por tanto, los grandes acreedores de las políticas públicas en nuestro país. Instalar este esquema, que además será descentralizado, lo considero bueno, sano. A todos nos ayuda: al país; a quienes llevan a cabo las funciones; a quienes toman decisiones legislativas; al Ministerio de Hacienda. Es bueno tener esta percepción, esta contravisión por parte de los usuarios.


Por último, se establece un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria, el cual está dirigido a los titulares de cargos de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares cuando tengan 10 años de servicio en el grado tope.



Señor Presidente, para terminar -parece que me va a faltar un minuto-, quiero decir que aquí uno hace fe, pues no es tributarista. Uno trata de elaborar leyes que manden, prohíban o permitan. En este caso se está haciendo algo distinto: se está aumentando de manera sustancial la dotación -probablemente era necesario-; se está cambiando la forma de elegir, premiando a quienes se encuentran a contrata; se está terminando con los honorarios, y se está modificando el modo de fijar la parte variable de la remuneración.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional, para que pueda terminar. 
El señor COLOMA.- Es decir, señor Presidente, no estamos frente a un cambio cosmético, menor, sino ante un cambio que tiene sentido.



Yo oí algunas inquietudes en cuanto a si no era mejor llevarlo a cabo con los mismos funcionarios, con una mejor remuneración y con una mayor dotación técnica. Bueno, la decisión de la autoridad, que se respeta -tiene sus obligaciones- es buscar por el lado del aumento del personal. Esperamos que esto sea bueno para todos. ¿Y cuándo podrá serlo? Cuando el país cumpla con sus obligaciones, cuando tenga tranquilidad, cuando se brinde una buena atención y, también, cuando el funcionario se sienta acompañado.



Así que, señor Presidente, tengo la esperanza -iremos midiendo su cumplimiento año a año en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos- de que esta ley en proyecto efectivamente cumpla con los objetivos para los cuales fue diseñada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador Señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, como se insistió muchísimas veces durante la tramitación de la reforma tributaria, para la realización del Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet, que se ha hecho cargo, entre otras, de demandas históricas en materia de educación y salud, se requiere un importante aumento de la recaudación fiscal, lo que se pretende obtener a través de cambios en la normativa tributaria y de una disminución de la evasión y la elusión.


Para ambos objetivos se precisa un fortalecimiento del Servicio de Impuestos Internos. Ello, a fin de adaptarse a los cambios impositivos y, también, de aumentar su capacidad fiscalizadora.


Es de toda lógica que una Administración que pretende elevar las condiciones de vida de nuestra población, para lo cual requiere mayores recursos, además esté preocupada por el fortalecimiento del Servicio encargado de la fiscalización tributaria.



Y eso no ha sido así siempre.



A partir de 1973, el Estado subsidiario, cada vez más más pequeño y ausente, dio lugar a una intervención pública crecientemente débil en la economía, lo que se tradujo en una disminución de las capacidades de los servicios fiscalizadores en general.



Si bien esta situación cambió a partir del año 90, cuando el Servicio de Impuestos Internos se posicionó como una institución de excelencia, persistieron falencias en la administración tributaria. Estas, junto con el retroceso vivido durante el Gobierno anterior, son la base de muchos problemas que hoy cobran actualidad y que provocan el justo rechazo de la población.



Es cierto que ahora toda la atención está puesta en la arista política, con las serias repercusiones en la confianza ciudadana por todos conocidas. Pero, a propósito de esta iniciativa de ley, me parece relevante destacar el grave perjuicio al erario provocado a partir de mecanismos de evasión que se generalizaron en especial en las grandes empresas.



Probablemente, la pérdida histórica para el Fisco equivale a varias reformas tributarias si consideramos que desde hace décadas venían produciéndose las prácticas evasivas que se han revelado, desde las más complejas, como la compra de empresas en quiebra, hasta el uso de boletas y facturas falsas para justificar el pago de bonos de ejecutivos y las compras personales que se hacen pasar como gastos de las empresas.


Durante todo este tiempo, más allá de la voluntad de fiscalizar que tuvieron las diferentes autoridades que han pasado por el Servicio, es evidente que este no tenía las capacidades suficientes para enfrentar estos fenómenos pues, entre otras razones, no crecía a la par de la economía, que se modernizaba aceleradamente y se hacía más compleja



No obstante, miro el futuro con una óptica positiva. Todo lo ocurrido deberá incidir en un cambio en la actitud de fiscalizados y, también, de fiscalizadores.



Este no es solo un imperativo para fines de recaudación, sino además una exigencia de equidad.



El ciudadano común que trabaja como dependiente no tiene ninguna capacidad para evitar el pago del IVA por todas las compras que realiza o el impuesto al trabajo que se le descuenta de su remuneración, mientras que el poderoso compra a través de su empresa a fin de evitar el pago del IVA o recurre a la ingeniería tributaria para hacerlo con respecto al del impuesto a la renta. 


Por lo tanto, la importancia de este proyecto de ley no se restringe solo a lo relativo a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, quienes por cierto merecen mejores condiciones laborales. Lo más relevante es que los cambios ayuden a viabilizar las reformas sociales que requiere el país y a corregir la escandalosa inequidad tributaria que ha quedado en evidencia en el último tiempo.



Una última observación.



Celebro que el Ministerio de Hacienda patrocine esta iniciativa, que se basa en un acuerdo con las Asociaciones de Funcionarios del Servicio y que reconoce derechos a los servidores a contrata en los concursos a que se llamará.



Espero que esa misma disposición se advierta cuando legislemos sobre otros sectores de funcionarios públicos. De una vez por todas debemos hacer justicia con los miles de empleados que carecen de estabilidad y de carrera funcionaria, pero que tienen las mismas obligaciones de quienes ejercen cargos de planta y que demuestran, a pesar de esta desigualdad, una misma vocación de servicio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al igual que el Senador Coloma y la propia Comisión de Hacienda, yo valoro el paso que se da en este proyecto de ley. 



Si hay algo que, a mi juicio, caracteriza a quienes trabajan en el sector público es la precariedad en sus empleos, especialmente en materia de contratación.



Hay servicios fundamentales para el país, como aquí se ha señalado. Y, sin duda, uno de ellos es el Servicio de Impuestos Internos, sobre todo por la función fiscalizadora que cumple en materia de recaudación tributaria para todos los planes y programas que se deben financiar en las distintas Administraciones. 



No cabe la menor duda, señor Presidente, de que en servicios tan importantes como este debería tenderse a la profesionalización. Y, por lo tanto, a privilegiar especialmente a quienes han tenido permanencia dentro del propio servicio para efectos de incorporarlos a la planta.



Y como se ha señalado en esta oportunidad, el artículo 1° da un paso muy importante al establecer que “El ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concursos en los cuales sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva”.



Tal como se ha informado en el curso del debate, solo en el Servicio Nacional de Aduanas se había dado anteriormente este paso.



Ojalá que esto se siga multiplicando en los distintos servicios. Pero a mí me habría gustado dar un paso adicional, consistente en lo siguiente.



Se ha informado por parte de distintos señores parlamentarios que en el Servicio de Impuestos Internos se habrían acabado los contratos a honorarios.



Sin embargo, eso solo depende de la buena voluntad de quien está a cargo de un Gobierno o de un servicio, y ello no queda expresado en el texto en parte alguna.



En tal sentido, el Ministro de Hacienda actual puede expresar el compromiso de que no se van a aceptar personas a honorarios, pero el día de mañana es posible que llegue otro Gobierno, otro Ministro de Hacienda, y se cambie radicalmente la política. 



Cuando uno quiere implementar políticas públicas, no basta la mera y buena voluntad de quienes son actores en un momento determinado. La ley está llamada a permanecer en el tiempo, independiente de qué Gobierno se trate. Y, si se quiere cambiar esa política pública, habrá que modificar la ley, con la tramitación correspondiente. 



Ese paso, que me habría gustado que se diera en esta iniciativa, implica lo siguiente.



El gran problema de la Administración Pública es que muchas personas contratadas a honorarios cumplen funciones permanentes. ¡Eso no debería ser!



Distinto es cuando se requiere la opinión de expertos con respecto a materias específicas y estos no se encuentran en el propio Servicio, por lo que hay que recurrir al contrato a honorarios.



Pero lo que debe ir desterrando definitivamente la Administración Pública es el hecho de que las funciones de carácter permanente sean asumidas por personas contratadas a honorarios. 



Eso no queda claro en el texto del proyecto.



A mí me gustaría que el asunto se estableciera en la Versión Oficial. Porque en el informe correspondiente se incorporó el compromiso del Ministro de Hacienda en el sentido de que no habrá funcionarios a honorarios. Pero, tal como lo decía anteriormente, esa es una expresión de mera voluntad. El día de mañana puede haber un Ministro de esa Cartera con una visión distinta, y perfectamente se podría contratar bajo dicha modalidad.



Yo habría dado el paso, si existiera tal voluntad política, de dejar expresamente consignado en el texto de la iniciativa que las funciones permanentes del Servicio de Impuestos Internos no podrán ser asumidas por personas contratadas a honorarios. Y -repito- eso no queda especificado ahora.



Se avanza respecto de que a las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio solo podrán postular los funcionarios a contrata, pero no se consagra que las labores permanentes no podrán ser asumidas por personas a honorarios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.



No se encuentra en la Sala.



No hay más inscritos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (30 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, voy a ser muy breve.



Hace un año avanzamos en el Senado en un acuerdo transversal durante la tramitación del proyecto de reforma tributaria, en el cual el Ejecutivo comprometió proyectos que tenían que ver con tribunales tributarios aduaneros, inversión extranjera, institucionalidad y fortalecimiento de nuestra administración tributaria a través del Servicio de Impuestos Internos, que esta Corporación acaba de aprobar en forma también transversal.



Solo quiero agradecer el apoyo unánime para que una institución tan importante en el Ministerio de Hacienda y en el país realice una eficiente y transparente administración tributaria, a efectos de que alcancemos los objetivos que aquí nos hemos planteado: reducir la evasión y la elusión y que en Chile -como efectivamente todos queremos- los impuestos se paguen como corresponde.



En tal sentido, agradezco el apoyo transversal que ha obtenido el presente proyecto de ley y la eficiencia con que se ha tramitado.



Muchas gracias. 

CREACIÓN DE UNIVERSIDADES ESTATALES EN REGIONES SEXTA Y UNDÉCIMA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.405-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 12ª, en 22 de abril de 2015. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito principal de la iniciativa es crear las Universidades de O’Higgins y de Aisén como personas jurídicas de derecho público autónomas, con carácter y arraigo regional. Además, busca definir sus principales objetivos y principios orientadores, asegurando que la norma fundamental de ellas se construya y acuerde en un proceso de participación con organizaciones y actores de reconocida trayectoria en la región y en el país.


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.


El texto que se propone acoger en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe del mencionado órgano técnico.



Debo hacer presente que, una vez aprobada en general, la iniciativa debe pasar al trámite de informe de la Comisión de Hacienda.

El señor MONTES.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, dos de los parlamentarios que se encuentran en La Haya guardan relación directa con el presente proyecto: Juan Pablo Letelier, para el caso de la Sexta Región, y Patricio Walker, para el de la Undécima. Ellos han llamado pidiendo que no se vea ahora. Entiendo que tiene urgencia de “discusión inmediata”, pero de todas maneras tendrá que analizarse e ir de nuevo a Comisión. 



Quiero dejar constancia de que los parlamentarios que se hallan fuera del país nos pidieron que la iniciativa no se tramitara en esta ocasión, por estar participando en otra tarea del Congreso Nacional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Si me permite, señor Senador, para ser exactos, la “discusión inmediata” vence el próximo lunes. El problema es que, si se pide segunda discusión, tendríamos que citar para antes de ese día.

El señor MOREIRA.- ¡El sábado...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Por lo tanto, como vamos a aprobar el proyecto en general, deberá volver al órgano especializado (aunque de todas formas debe ir a la Comisión de Hacienda) y regresará a la Sala para su discusión en particular, donde los Senadores interesados, y los que están ausentes, podrán hacer uso de la palabra.

El señor MONTES.- Les daremos más tiempo. Sobre todo al colega Letelier.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- O sea, no quedarán sin ser escuchados.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Está inscrito primero el Senador señor Horvath, salvo que Su Señoría desee intervenir para una cuestión de Reglamento.

El señor ALLAMAND.- Sí. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir, entonces.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, no sé si será exactamente un asunto reglamentario lo que voy a señalar. Pero, de verdad, tengo la impresión de que debiéramos acoger el planteamiento formulado por el Senador Montes.



La creación de una universidad estatal, dadas sus implicancias, amerita que los señores Senadores a lo menos puedan tener la oportunidad de expresarse en la discusión en general en un tema de esta importancia.



Yo recuerdo, por ejemplo, cuando me correspondió participar en la discusión del proyecto para la creación de la Región de Los Ríos. Y, de haber estado en una actividad oficial distinta, habría esperado contar con la posibilidad de expresarme en general en relación con la iniciativa.



Entonces, tengo la impresión de que hay una cuestión de caballerosidad con nuestros colegas. Considero perfectamente atendible su situación: no están de vacaciones, sino representando a nuestro país. Por lo tanto, no veo ningún inconveniente para que esto se analice el próximo martes en un ambiente de armonía y de respeto por la labor parlamentaria y legislativa.



Sé que puedo pedir segunda discusión, pero quisiera que el tema lo manejara usted, señor Presidente, y que concordáramos el punto con el señor Ministro de Educación.



A mi juicio, corresponde darles la oportunidad a los parlamentarios para que se expresen respecto a la idea de legislar del proyecto. Y si usted quiere, podemos acordar con el Ministro de Educación una acelerada tramitación particular para efectos de que, desde el punto de vista de su despacho, esto no se dilate, e incluso, señor Ministro -a través de usted, señor Presidente-, tenga un trámite aún más ágil.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Señor Senador, para no entrar en polémica y no gastar su tiempo en este asunto, le hago presente que entiendo lo que plantea, y estoy de acuerdo con realizar ese gesto. Pero, para ello, es preciso que el Ejecutivo retire la “discusión inmediata”. De lo contrario, no puedo acceder a lo solicitado, salvo que cite a sesión para el día viernes, aunque no serviría de mucho, pues tengo información de que los Senadores mencionados no llegarían para ese día.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, considerando que se hizo venir al señor Ministro de Educación y que la ausencia de los dos colegas aludidos no es una situación sorpresiva, creo que es posible efectuar el debate hoy y votar el próximo martes.



Es importante no solo despachar rápido el proyecto, sino que sacarlo bien. Si uno lee el texto propuesto, se percata de que contiene demasiados puntos no especificados, los cuales se van a aclarar en la discusión particular mediante indicaciones.



Por lo tanto, si existe buen ánimo en la Sala, podremos empezar el debate ahora. 



Se trata de una materia muy relevante para dos regiones. Aquí hay dos Senadores en representación de ellas. Y no hablamos en nombre propio, sino de la región completa de cada cual.  



En consecuencia, perfectamente podemos realizar la discusión en general hoy y votar el día martes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Entiendo la propuesta, pero, para esos efectos -reitero-, necesito que el Ejecutivo retire la urgencia y la reponga de inmediato.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, comparto la proposición formulada por el Honorable señor Allamand. 



Aquí debemos contar con la visión de cada una de las regiones involucradas a través de los Senadores que las representan.



El Senador Letelier, quien está a favor de este proyecto, al igual que yo, efectivamente está cumpliendo una misión de Estado en La Haya, acompañando al Ministro Heraldo Muñoz. 



Si el Ministro de Educación está de acuerdo, será factible acceder a lo solicitado. La propuesta del Senador Horvath es bastante razonable en cuanto a iniciar la discusión hoy y votar el próximo martes; más aún, considerando que contamos con la presencia en las tribunas de la Intendenta de O’Higgins, señora Morín Contreras, y que este es un asunto muy muy relevante para las dos regiones beneficiadas.



En la Comisión de Educación durante el debate particular, podremos darle a la iniciativa la máxima prioridad y mejorar su texto, porque requiere muchas indicaciones. 



Por de pronto, solicito formalmente al Ministro, por deferencia a nuestros colegas que están en La Haya, que retire la urgencia de “discusión inmediata” para efectuar la discusión general hoy y votar el próximo martes, ya con la presencia del Presidente del Senado, quien representa a la Undécima Región, y del Senador Letelier, quien representa a la Sexta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Insisto: para resolver esto requiero la opinión del señor Ministro de Educación.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- La tiene, Su Señoría.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señor Presidente, ante los argumentos dados, obviamente no vamos a estar forzando una votación que impida la participación de dos Senadores que se hallan representando a la República. 



Eso sí, me habría gustado saber de esta situación con antelación; así no habría tenido que postergar otros compromisos.



Pero, en fin, así es la vida. 



En la buena voluntad expresada, vamos a retirar la urgencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¡Es el problema de estar aquí, en Valparaíso!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Yo no estaba acá. Vine para esto, nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente Accidental).- A eso me refiero: tuvo que viajar porque el Congreso está aquí.



Después de lo dicho por el Ministro, es posible acoger la propuesta que plantearon los Senadores señores Horvath, García-Huidobro, Montes y Allamand, en el sentido de iniciar la discusión de la idea de legislar hoy y comprometernos a votar el próximo martes en el primer lugar de la tabla.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor DE URRESTI.- Pero que quede abierto el debate para que puedan intervenir los colegas que no están presentes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Podrán hablar el martes sin problemas.



En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, esta iniciativa contó con el apoyo transversal de la Comisión de Educación. Todos sus miembros votamos a favor de la idea de legislar, después de haber escuchado a las señoras Intendentas y a algunos representantes de la sociedad civil de las regiones donde se van a crear estas universidades: la de Aisén y la del Libertador General Bernardo O’Higgins.



En verdad, creemos que es un buen proyecto. 



La finalidad es generar centros de desarrollo científico en regiones que hoy no cuentan con universidades estatales.



Al respecto, deseo relevar dos aspectos en especial.



El primero -este fue uno de los requerimientos en que los representantes de las regiones pusieron más énfasis- radica en la importancia de que las nuevas universidades sean centros de investigación que apoyen el desarrollo local. En efecto, plantearon con mucha fuerza la necesidad que dichos planteles sean verdaderos puntos de apoyo para el progreso de ambas regiones. De hecho, incluso se sugirió la idea de empezar con centros de investigación. 



Por lo tanto, se consideraría un fracaso este proyecto si las universidades que se creen no realizan investigación. Tal actividad debe ser el corazón de dichas instituciones, para que se cumplan las expectativas que se han generado esas dos regiones.



Ahí nace, señor Presidente, una primera duda para la discusión particular: el financiamiento propuesto para la creación de estas casas de estudios superiores ¿será suficiente para que ellas hagan investigación científica aplicada de calidad, útil para la región, para el nivel central, para todo el país y, también, para el resto del mundo?



Pregunto porque, en verdad, efectuar investigación es -¡lejos!- lo más caro en una universidad. Es mucho más barato dedicarse solo a la docencia que realizar investigación de calidad.



Se señala que se puede postular a fondos a nivel nacional. Sí, está bien, pero estos se ganan si se demuestra cierta trayectoria en la investigación del área. Y, cuando una universidad se está creando, no es factible acreditar una tradición en ese ámbito.



Entonces, es  legítima la preocupación por el financiamiento. Se requiere saber si serán suficientes los recursos que entregará el Estado para crear esas universidades, considerando que se busca hacer investigación de primera línea para cumplir con el propósito de que dichos planteles sean un polo de desarrollo para la región, que es lo que la ciudadanía está esperando.



El segundo aspecto, señor Presidente, fue planteado por representantes de la sociedad civil y por las Intendentas pertinentes, y se refiere a la necesidad de que las nuevas universidades aminoren un efecto que hoy se produce con mucha fuerza en ambas regiones: que los jóvenes de estas se van a estudiar a otras partes -ya sea a Santiago o a otras ciudades que poseen universidades con trayectoria- y no vuelven. Muchas veces se trata, incluso, de los mejores puntajes de la PSU. 



Tal situación genera una pérdida de capital humano y, con ello, una pérdida de posibilidades de desarrollo.



Se precisa, por tanto, que estas nuevas instituciones sean potentes desde el punto de vista académico y como centros de investigación.



Para que los estudiantes, incluidos los mejores puntajes de las regiones, elijan postular a esas universidades, se necesita que estas entreguen una formación de calidad. O sea, no solo se requieren universidades que desarrollen investigación, sino que también debemos asegurarnos de que ellas impartan docencia de calidad.



Sobre el particular, surge otra preocupación, un nuevo signo de interrogación.



Según establece el proyecto de ley en debate, las casas de estudios superiores que se pretenden crear estarán liberadas del proceso de licenciamiento, mecanismo que todas las universidades hoy deben cumplir y que les significa quedar debajo del paraguas del Consejo Nacional de Educación. En este marco, ellas -cualesquiera que sean- no reciben la autonomía en forma automática; para tal fin, tienen que pasar por dicho proceso, el cual generalmente demora entre seis y once años.



La pregunta que uno se hace es por qué a estas nuevas universidades se las libera del proceso de licenciamiento, en circunstancias de que la ley no contempla que los planteles estatales no deben cumplirlo. Si uno mira la normativa, observará que se parte de la base -así entiendo el texto legal- de que todas las casas de estudios superiores se rigen por las mismas reglas del juego. Nada se dice de que los planteles estatales se hallan sujetos al cumplimiento de disposiciones más laxas. 



Pienso que es bueno que todas las universidades cumplan con aquel proceso. ¿Por qué? Primero, porque tienen que existir reglas iguales para todas y, segundo, porque consideramos muy importante que las instituciones que se están creando sean de calidad. Para lograr esto y que los estudiantes que obtienen mejores puntajes en la PSU no sigan yéndose a estudiar a otras regiones, sino que se queden en las propias, se necesita asegurar que las nuevas universidades impartan educación de calidad.



Me parece que todos queremos eso.



Los planteles universitarios que se crean han de ser potentes en el ámbito de la investigación y en lo académico. Pero, para conseguirlo, es importante no saltarse el proceso de licenciamiento ni contar con uno distinto del que deben cumplir las otras universidades.



Sin embargo, la iniciativa en debate, en vez de establecer que las nuevas instituciones pasen por el mismo cedazo que se aplica a cualquier universidad (el proceso de licenciamiento), dispone -en una forma bastante curiosa, quizás un poco arbitraria- que se sometan a un mecanismo de “acompañamiento” en el que participa otra universidad estatal. Lo más preocupante es que ellas no estarán obligadas a cumplir lo que indique el plantel tutor.



Ese asunto hay que mirarlo con mayor detención.



Siempre son buenas las reglas iguales para todos.



Cabe preguntarse: si queremos que las nuevas universidades sean potentes y de alta calidad, ¿por qué no aplicarles el mismo proceso que rige hoy para la totalidad de las universidades a través del Consejo Nacional de Educación?



Hay un tercer aspecto, señor Presidente, que deseo abordar.



En lo atinente al financiamiento de las universidades que se crean, no se consigna que los alumnos van a estudiar gratis. Por tanto, se parte de la base de que ellos deberán ocupar los mismos mecanismos (becas, créditos) de que disponen los otros planteles del país. Sin embargo, solo se entrega financiamiento por esas vías si existe acreditación de las universidades y de las carreras que se imparten, y las nuevas instituciones no quedarán acreditadas por ley. 



Ante ello, consulto: ¿qué pasará con el financiamiento de los estudiantes que queremos que asistan a esas universidades mientras estas no se encuentren acreditadas?



Tendremos que contestar esa interrogante en la discusión particular de la iniciativa.



Señor Presidente, nosotros estamos a favor de la idea de legislar. 



En definitiva, deseamos que esas dos casas de estudios superiores sean potentes desde el punto de vista de la investigación, a fin de que realmente se conviertan en una plataforma de desarrollo para las regiones. En este sentido nos preocupa lo relativo al financiamiento y a la calidad de la educación.



Finalmente, quisiera referirme a…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Le concedo un minuto adicional para que concluya.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Quiero manifestar una preocupación como Senadora por la Región de Los Ríos. 



Nosotros no tenemos, ni tendremos probablemente, un plantel universitario estatal, porque somos una Región que ha vivido un proceso de desarrollo distinto. La nuestra es la Universidad Austral, que es una entidad privada tradicional. Seguramente seremos la única Región diferente en este ámbito.



La inquietud que me surge sobre el particular dice relación con el financiamiento, ya que este siempre será más fuerte para las universidades del Estado, razón por la cual permanentemente existirá una discriminación arbitraria en desmedro de la Región de Los Ríos. Por consiguiente, me pregunto: ¿qué acontecerá a la larga con el financiamiento de la Universidad Austral, que, como dije, es distinto del que reciben planteles de otras regiones? 



Se trata de una universidad que tiene mucha tradición; que es muy potente en el plano académico y, también, en el de investigación, y que ha resultado ser un polo de desarrollo poderoso para la Región.



Por ello, esperamos que el Estado, que busca favorecer a las universidades estatales, no termine desfavoreciendo a la Universidad Austral, que es una entidad tradicional, con gran arraigo regional, y que tiene, aun siendo privada, una fuerte vocación pública.



Esa es mi preocupación final, señor Presidente, que me parece muy relevante a la hora de analizar este proceso de desarrollo y de generación de universidades estatales a lo largo del país.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, primero, quiero saludar al señor Ministro de Educación y, también, a la Intendenta de mi Región, señora Morín Contreras, quien nos acompaña en las tribunas demostrando una especial preocupación por este proyecto de ley.



En seguida, cabe señalar que la Región de O’Higgins presenta una situación bastante distinta de la de otras regiones, porque es -y lo digo con mucho orgullo- una de las más potentes del país: cuenta con posibilidades de desarrollo, con agricultura, con minería, con turismo, con mar, con cordillera. 



Pero algo nos ha afectado permanentemente de manera tanto positiva como negativa: la cercanía con la Región Metropolitana. En efecto, ello se ha traducido en ventajas y desventajas. 



En todo caso, señor Presidente, le garantizo que hemos tenido mejor calidad de vida junto a su Región que al lado de la Capital.



El problema es que la totalidad de las universidades que se han pretendido instalar en la Sexta Región han fracasado.



La Universidad Leonardo Da Vinci, a la que la minera El Teniente le prestó un edificio para que se convirtiera en el primer proyecto universitario, ¡fracasó!



Luego vino la Universidad Educares, que se ubicó en la comuna de Machalí. ¡También fracasó!



Si ustedes viajan al sur, podrán ver un elefante blanco en Rengo: era una sede de la Universidad de Valparaíso que iba a instalarse en la zona. Nuestro gobierno regional puso todos los recursos, en circunstancias de que debía entregar solo la mitad. ¡Ahí quedó abandonada!



La UTEM se comprometió a levantar una sede en San Fernando. ¡Fracasó!



Esa es la realidad que tenemos que abordar hoy día.



Tal como dijo la Senadora Von Baer, hay regiones, como la nuestra, que exportan cerebros, que exportan jóvenes a otras zonas del territorio. Y cuesta mucho que regresen. En el fondo, la Región de O’Higgins, al igual que la de Aisén, terminan favoreciendo el desarrollo del resto del país no solo en el plano económico, sino también en el ámbito social e intelectual.



Tal situación nos afecta permanentemente.



¿Y qué ocurre con esos jóvenes? No quieren que experimenten con ellos, como tampoco lo desean sus padres. 



Por eso se creó en nuestra Región una comisión especial -fue dirigida por el ex rector de la Universidad de Chile, señor Riveros- con el fin de recoger todas las inquietudes de la sociedad -hubo participación ciudadana- para elaborar un proyecto que sea realmente exitoso en todo lo que necesitamos a nivel regional.



Sin embargo, nos hallamos frente a una disyuntiva histórica. 



Para lograr el objetivo planteado, se requiere contar con recursos suficientes y asegurar calidad en la educación que se imparta. Ello permitirá atraer a jóvenes de todas partes, no solo de nuestra Región. Así como en otros lugares recibieron a nuestros estudiantes, nosotros también queremos acoger a muchachos valiosos de otras zonas del país, por cuanto somos una Región abierta. Sin embargo, no queremos que nuestros hijos, nietos y jóvenes sufran una desilusión, como la que ya tuvieron muchos de ellos.



A este respecto, señor Presidente, no puedo dejar de valorar el esfuerzo que hizo la Universidad Católica del Maule, en la comuna de San Fernando, al recibir a los alumnos de la Universidad del Mar y permitirles completar sus estudios.



Curiosamente, una de las sedes de la Universidad del Mar que funcionaban bastante bien era la de San Fernando.



Ustedes ya conocen la historia de esa casa de estudios.



Pues bien, gracias a la Universidad Católica del Maule esos alumnos están hoy día terminando sus carreras.



Señor Presidente, entramos en una disyuntiva muy importante. Porque aquí se habla del “acompañamiento” de una universidad estatal -lógicamente, debiera ser la Universidad de Chile-, pero la pregunta que nos hacemos todos es si eso nos garantiza el éxito.



Esa es nuestra duda.



Porque, a la larga estas dos universidades nuevas -y especialmente la de mi Región- van a competir con la Universidad de Chile y también con las de otras regiones, ya que los jóvenes y sus familias optarán por la de mejor calidad.



Entonces, quisiera plantear una idea que he manifestado permanentemente en mi Región y en la Comisión de Educación: debiéramos dejar abierta la posibilidad de que la Universidad de Chile se instale en la Región, porque ahí vamos a tener garantía absoluta de éxito. Si no, seguirá existiendo esa duda histórica en los padres y familiares preocupados de la educación de sus hijos sobre la calidad de estas instituciones de educación superior.



Les quiero decir que el viaje por la Carretera Panamericana entre Rancagua y Santiago hoy día es de una hora y cuarto, una hora y media. Con el nuevo tren va a demorar 45 minutos. Por ello, es importante señalar los cambios que han existido en nuestra Región y en nuestra sociedad.



Históricamente, todos los alumnos que obtienen más de 500 puntos emigran de la Región, y los que obtienen menos se quedan.



Al final, en la Región se han desarrollado fuertemente los institutos profesionales. Su tremendo éxito se explica porque constituían una alternativa para nuestros estudiantes al no contar con una universidad en la zona; porque sus padres carecían de recursos para enviarlos a estudiar a otra ciudad; porque los jóvenes no han tenido acceso a becas o porque no han podido conseguir un crédito para acceder a la universidad.



Por eso, debemos abrir la posibilidad, ya que vamos a tener el hospital público más moderno de Sudamérica, con las mejores instalaciones -esperamos inaugurarlo, señora Intendenta, a más tardar en el mes de septiembre-, de que se impartan las carreras de Enfermería y Medicina. 



¿Y por qué no tener la Escuela de Agronomía de la Universidad de Chile -quizás la mejor- en Rancagua, en Rengo o en San Fernando, en lugar de que esté en Santiago, como hoy? 



¿Por qué no permitir que la universidad que va a dar garantías se instale en nuestra Región?



¿Por qué no dejar abierta -y eso lo vamos a proponer- a una universidad tradicional que no tiene fines de lucro, como la Universidad Católica, la posibilidad de acceder a estos recursos e instalarse en la Región para dar garantías, de manera que nuestros jóvenes no sigan emigrando?



La Senadora Von Baer planteó también el tema de los recursos. Creemos que los que aquí se contemplan son absolutamente insuficientes. Hay que avanzar fuertemente para que este proyecto tenga viabilidad. Si no están los recursos, nos quedaremos solamente en las intenciones y, a la larga, lo que va a ocurrir -ni Dios lo quiera- es un nuevo fracaso.



Por otro lado, deseo reiterar, porque es importante que quede absolutamente claro -y se lo consulto al señor Ministro, con quien conversamos brevemente-, que como estas universidades van a tener la obligación de acreditarse, con el régimen legal actual, automáticamente los alumnos no podrían postular ni a becas ni a créditos universitarios, y eso significa, obviamente, que quedarían en una situación compleja.



El Ministro me ha informado que, como viene el proyecto sobre la gratuidad, este problema no existiría.



Señor Presidente, quisiera valorar esta iniciativa y manifestar que ella no solamente estuvo en el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet, sino también en el de Evelyn Matthei.



Por lo tanto, este es un tema absolutamente transversal.



Queremos que la Universidad de O’Higgins tenga un gran éxito, porque nuestra Región se lo merece y porque estamos tratando de recuperar lo que nuestros jóvenes han aportado al país a través del tiempo.



Por eso, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, que esperamos aprobar en general en una próxima oportunidad, cuando se encuentre presente el Senador Letelier.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Honorable Senado, la verdad es que este es un proyecto muy relevante para la Región de Aisén, que posee características muy distintas a las de la Sexta Región del Libertador Bernardo O’Higgins, que está al lado de Santiago, lo cual es un tremendo desafío para construir región y generar un círculo virtuoso a través de una universidad con apoyo del Estado.



La Región de Aisén, en cambio, es la más aislada del país, con una reciente historia que ha entrado con mucha fuerza en el corazón de la Patagonia. Por tanto, este territorio es un laboratorio abierto como para sustentar una universidad propia y con una identidad muy distinta, para que viva por muchos años.



Aisén es una Región que tiene una condición de privilegio ecológico; posee una de las mayores biodiversidades marinas y terrestres del mundo, y dispone de capacidad para generar energías renovables no convencionales. Todo eso sustenta temas como el que acabamos de discutir algunos minutos atrás en esta Sala: el sello de origen. Además, cuenta con atractivos turísticos y un mar interior que supera la franja que tienen los pescadores artesanales desde Arica hasta Puerto Montt. Es decir, la acuicultura de algas, peces bentónicos -por decirlo en términos breves y sin exagerar- representa un nuevo cobre para Chile, pero sustentable.



Es en este contexto natural, con una especial cultura, donde debe entroncarse un proyecto como el de una universidad.



Hubo intentos por años para generar universidad en la Región de Aisén. De hecho, existió una sede de la Universidad Técnica del Estado que cerró en los años setenta.



A todas estas iniciativas, obviamente, les faltaba un empujón formal.



En alguna medida, este se logró con el Movimiento Social por la Región de Aisén del año 2012. Entre las 11 peticiones que formuló estuvo la de una universidad pública regional. Y a través de las conversaciones respectivas, una vez resuelta la falta de entendimiento entre la Región y la autoridad central, finalmente se pudo convencer al entonces Subsecretario Fernando Rojas de no contar solamente con un bachillerato en la Región, sino, al menos, con una carrera completa el 2013 y otra el 2014.



Este desafío lo tomó la Universidad Austral de Chile, que concurrió con fondos propios y con sus profesores, que ya contaban con un centro de investigación en la Región de Aisén. También hubo fondos regionales, del Ministerio de Educación, y, además, de fundaciones privadas, como la de don David Nahmías, que puso una parte sustancial en la Región para no solamente financiar becas, como las DAEL, sino también generar carreras con jóvenes de la Región y de sus alrededores.



Ya explicaremos esto.



Desde luego, quisiera hacer un reconocimiento a la Presidenta de la República, porque se comprometió personalmente, y no solo en su Programa, para que esta universidad tuviera un sello propio; para que estuviera adherida al proyecto de un centro de investigación e innovación de rango internacional, y para que contara con un parque tecnológico, el que ahora, con cinco líneas de fibra óptica, va a poder generar en tiempo real una plataforma, por ejemplo, para un procesador de datos (se requiere más de uno en cada país). Y eso será posible hacerlo siempre y cuando también trabajemos con las universidades y los centros que están instalados en la Región.



Me parece que ese es uno de los primeros desafíos: no solamente generar una oportunidad para los jóvenes de la Región de Aisén, sino también crear un polo de atracción para otros jóvenes y personas que realmente quieran investigar, estudiar y prepararse.



Porque, si uno analiza las cifras de la Región, desde luego advierte que 110 mil habitantes, más o menos, para 110 mil kilómetros cuadrados no representan -por así decirlo- un número suficientemente atractivo. Se licencian del orden de mil 500 jóvenes por año, más los rezagados, y las deficiencias en la preparación de los alumnos a consecuencia del aislamiento son palmarias. De hecho, normalmente los mejores puntajes emigran de la Región, tal como se ha planteado.


Esos problemas se resuelven generando un círculo virtuoso a través de una iniciativa como la que he señalado. Porque, mirado en perspectiva, el tener un laboratorio abierto en una zona prístina -en el mundo van quedando pocas- hace atractivo investigar, estudiar, prepararse y, finalmente, emprender y habitar la Región armónicamente con el resto del país. 



Al respecto, basta mirar las áreas patagónicas de Argentina –en ellas hay 500 mil chilenos que mantienen lazos sociales, culturales, económicos con la gente de nuestra Región- para darse cuenta de que ahí existe un universo al cual se puede llegar. 



Y si alguien quiere estudiar ecoturismo o biodiversidad y obtener de ello alimentos, medicamentos, tinturas, cosméticos u otras cosas, nuestra Región es el mejor lugar para hacerlo. 



Las universidades hoy día se desarrollan en forma compleja y en redes. Los muchachos gustan de la movilidad, van a estudiar a otros países. Entonces, ¿por qué no podrían hacerlo en nuestra Región? 



En tal sentido, la iniciativa en debate cobra especial fuerza. 



De otro lado, comparto la idea de que sea una universidad de prestigio la que desarrolle -como se plantea acá- labores de tutoría, siempre que ella no amarre, sino que cree alas y permita la convivencia con los otros planteles existentes en la Región. 



En consecuencia, el proyecto tiene que contar con una serie de elementos que faciliten esa convivencia, al igual que con la iniciativa sobre creación de Centros de Formación Técnica estatales que se votará en la Sala de la Cámara de Diputados. Pero la idea es que en el caso de la Región de Aisén no se trate solo de convivir con los establecimientos existentes, sino además de generar una red positiva. Y con los CFT generar algo parecido a lo que fue la raíz de la actual Universidad de Santiago (ex Universidad Técnica): la Escuela de Artes y Oficios. 



Nuestra Región merece contar con una entidad similar, porque no toda la educación puede pretender ser de tipo universitario. Sería como un triángulo al revés. Eso no funciona. Y la experiencia de otros países nos enseña que las carreras técnicas, culturales, sociales y de otra naturaleza son tan importantes y reconocidas por la sociedad como las universitarias. 



Ejemplo de lo anterior es un programa sobre adquisición de experiencias laborales, evaluado técnicamente, que imparte la Universidad Austral a gente de la pesca artesanal e industrial, a la que se entregan, después de su preparación, los títulos correspondientes. 



Otro universo representan los propios funcionarios de los sectores público y municipal. 



Como se ha señalado acá, en la Región de Aisén hay otras universidades: la Austral de Chile, que ha cumplido recién 60 años, con 20 años en la zona, y que imparte –lo digo a modo ejemplar- la carrera de Pedagogía General Básica, con cuatro menciones, además de una de carácter técnico vinculada al turismo; y la de Magallanes, que ofrece la carrera de Enfermería y otras en el área de la informática. 



También está el Instituto Nacional de Capacitación Profesional, que imparte carreras con rango universitario, como la de Administración de Empresas, y otras. 



Con esas instituciones hay que aprender a convivir. No podemos crear una universidad que compita con ellas ofreciendo las mismas carreras profesionales o líneas de investigación. Hay que ser suficientemente específicos en la ley en proyecto para garantizar que exista una sinergia entre estos planteles. 



Además, el Gobierno ha firmado un convenio, a través de los Ministerios de Educación y de Economía, con la Universidad Técnica de Berlín, que está dispuesta a ayudar en el proceso de tutorías, al objeto de que la nueva universidad nazca con rango mundial y con la capacidad de realizar intercambios a nivel internacional. 



El “laboratorio abierto” del que he hablado cuenta también con las investigaciones del INIA, del Instituto Forestal, del Instituto de Fomento Pesquero, y con la labor de la Dirección General de Aguas y el Servicio Nacional de Geología y Minería y otros. Es decir, existe una capacidad del Estado muy subaprovechada. 



Quisiera destacar asimismo, que la Intendencia ha hecho un trabajo de diálogo ciudadano con los rectores de la Universidad de Chile, de la Universidad Austral, de la Universidad de Magallanes y otras para que, en conjunto con los dirigentes y los centros de investigación, el proceso de nacimiento de la nueva universidad se lleve a cabo de manera óptima. 



Nosotros necesitamos, sí, que este conjunto de elementos no solo se considerade a través de un compromiso, sino que además quede de manifiesto en la ley en proyecto mediante la presentación de indicaciones. 



Antes de finalizar mi intervención, deseo señalar que en la década del 40 las universidades estatales, como la de Chile y la Técnica del Estado, fueron parte del circuito que sirvió para generar las principales empresas del Estado. Luego de los 70 estas se privatizaron, por historias que todos conocemos, y aparecieron otras universidades, conforme al sistema de libre mercado, el cual se caracteriza por ser centralizador y muy concentrador en lo económico. Ello ha transformado a ciertos sectores en zonas de sacrificio, como algunas de las que representa la Senadora Lily Pérez: Quintero, Puchuncaví y Ventanas.


Nosotros no queremos ese tipo de desarrollo para nuestra Región. 



Tal como señalaba, en la década del 40 teníamos las universidades del Estado, además de la Universidad Católica, y después de los 70 vinieron las instituciones privadas. Hoy es el turno de las universidades regionales, que se encuentran agrupadas. Son 22, y a ellas se agregarán la de O´Higgins, y la de Aisén. Con ello podremos generar un círculo virtuoso desde las regiones. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, quiero saludar, por su intermedio, al Ministro de Educación, y también felicitar al Gobierno de la Presidenta Bachelet por haber cumplido un compromiso de campaña consistente en dotar a todas las regiones de universidades estatales, y particularmente a la del Libertador Bernardo O´Higgins y a la de Aisén. 



Sin embargo, tengo algunos reparos de forma y de fondo. 



De forma: cuando avanzamos en la creación de nuevas universidades estatales, con toda la identidad que ello significa -y me aproximo al tema como Senador de regiones-, la capacidad, oferta y excelencia de ellas deben estar acordes con lo que los jóvenes de esos territorios demandan. 



A mi juicio, se cometió un gran error en nuestro país -materializado, obviamente, en plena dictadura, sin ninguna consulta- al desmantelar la Universidad de Chile, de carácter estatal -como su nombre lo indica-, laica por excelencia y que a lo largo de todo el territorio entregaba oportunidades a la gente más talentosa y, también, a la más necesitada. 



Me habría gustado que la Universidad de Chile recobrara esa función, ese rol directivo, aglutinador, de movilidad social en el país, con la tradición y toda la capacidad que posee; y que su presencia en algunas regiones, principalmente en las más aisladas, se viera asentada y desarrollada, a través de sus cuerpos docentes, de su trayectoria, y del atractivo que representa para cada uno de los jóvenes postulantes. 



No obstante, se ha optado por otra solución. 



El Estado de Chile ha propuesto la creación, mediante el proyecto que se nos somete a discusión, de dos nuevas universidades. No participé en la Comisión de Educación, pero he revisado la iniciativa. Y ella cuenta con financiamiento; es decir, con la justificación y el respaldo financiero. Pero yo me pregunto cuál va a ser la oferta académica; cuál va a ser la capacidad de investigación; cuál va a ser la posibilidad de convocatoria y de ingreso de los estudiantes a esas nuevas universidades. 



Conversaba hace un par de minutos con el Rector Oscar Galindo, de la Universidad Austral de Chile, con sede en Valdivia. Esa casa de estudios superiores fue creada hace más de sesenta años por visionarios de la Región, quienes abrieron ciertas carreras apuntando a la complementariedad, a no competir con otras universidades, sino a servir como foco de atracción de talentos y de formación de la juventud en el territorio. 



Dicha universidad tiene un campus en la Región de Aisén con más de 400 estudiantes y 60 académicos, y en este momento se lleva adelante un proyecto de inversión que supera los 2 mil 200 millones de pesos, con dineros del Gobierno regional y también del Gobierno central. Hay capacidad de investigación, se crece en nuevas carreras.



Entonces, naturalmente, uno pregunta cómo se complementan, cómo dialogan esas dos realidades: por un lado, con fondos del Estado, el desarrollo del Campus Patagonia de la Universidad Austral, y por otro, la dictación de una ley.



Señor Presidente, a mí me gustaría que el señor Ministro, siguiendo una norma mínima de respeto, pusiera atención a lo que estamos expresando.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Continúe, señor Senador.

El señor DE URRESTI.- ¡Y discúlpeme por interrumpir al señor Ministro…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Prosiga, Su Señoría.

El señor DE URRESTI.- Usted, señor Ministro, que es el encargado de la Cartera que lleva adelante estos proyectos, debiera escuchar lo que estamos manifestando.



Señor Presidente, las universidades en comento tienen que ser una respuesta efectiva a la falta de oportunidades de los jóvenes en los territorios pertinentes. Sin embargo, deben cumplir los estándares máximos.



Por intermedio de la Mesa, yo pregunto cómo se complementarán las Universidades Austral y de Aisén. ¿Han conversado? ¿Han sostenido reuniones? ¿De qué manera van a tener una gobernanza? ¿Cómo van a lograr que en pequeños territorios tales establecimientos no compitan en carreras, en una oferta para capturar a los mismos alumnos, y que haya una visión sistémica en el sentido de que la Universidad de Aisén complemente lo que no hace la Austral?



Considero fundamental la búsqueda de carreras que tengan convergencia: que lo no realizado por la Universidad Austral en el territorio respectivo pueda llevarlo a cabo la de Aisén.



Es un poco lo que se hizo en la década de los 50 al establecerse en Valdivia la Universidad Austral de Chile, que no creó carreras del ámbito de la ingeniería porque en esa ciudad ya existía una sede de la Universidad Técnica del Estado (lo que hoy es el Campus Miraflores de la Universidad Austral). Así, pudieron convivir dos modelos que complementaban su educación, que complementaban su oferta. Y eso, sin lugar a dudas, le permitía a la comunidad tener una mejor oferta y, claramente, efectuar una mayor inversión.



Esta reflexión es importante. Y la hago particularmente con referencia a la Universidad Austral de Chile, con sede en Valdivia, nacida en esta ciudad, pues tiene una larga trayectoria de inversión y de presencia en Aisén, a través del Campus Patagonia.



Me parece bien -reitero- que la Presidenta de la República cumpla el Programa ofrecido. Empero, creo que hay que llevarlo adelante de manera virtuosa: que sea complementario, un impulso a la Región de Aisén y no simplemente un elemento competitivo.



La Universidad Austral tiene más de 60 años de investigación, de desarrollo. Hoy existen distintos programas de investigación, de creación de nuevas carreras, de programas de CONICYT.



Eso, en lo formal.



Y voy al tema de fondo, señor Ministro.



La Presidenta de la República señaló que íbamos a tener una universidad estatal en cada región. Y aquí nos pisamos la cola, porque en la Región de Los Ríos no hay universidad estatal.



Precisamente el año pasado, en una ceguera de las autoridades de educación, quisieron castigar a la Universidad Austral de Valdivia, a la Universidad Técnica Federico Santa María (de aquí, de Valparaíso) y a la Universidad de Concepción: no obstante ser universidades públicas, no estatales, con inmensa vocación de servicio público y con una influencia y una irradiación de conocimiento y formación en su territorio enormes, el Ministerio de Educación, en materia de aportes, quiso sancionarlas para hacer un distingo con respecto a las universidades estatales y a las privadas.



Efectuamos la discusión. Y se lo decía al señor Ministro con mucha fuerza.



¡Quién en el Gran Concepción puede desconocer que la Universidad de Concepción -valga la repetición- tiene sobre 90 años formando a la gente más necesitada y cumpliendo una función pública en ese territorio!



¡Quién puede desconocer que la Universidad Federico Santa María, a partir de un legado, ha formado a miles de ingenieros en la Región de Valparaíso!



Y con la misma fuerza le decía: ¡Por qué castigar a la Universidad Austral, por qué sancionarla presupuestariamente porque su estatuto jurídico es de corporación de derecho privado! Tiene decenas de socios, no hay ningún dueño en particular: ¡es de la comunidad!



¡Ahí hay un error!



Entonces, me gustaría que el señor Ministro señalara de qué manera se compatibiliza la situación expuesta.



Se indicaba en el Programa Presidencial: universidad estatal en cada una de las regiones de nuestro país.



Le reitero, señor Ministro, por intermedio de la Mesa, que en la Región de Los Ríos no hay una universidad estatal, sino una universidad pública con vocación de servicio a la comunidad: la Universidad Austral, enraizada allí, con más de 13 mil estudiantes.



Entonces, no podemos aceptar -no voy a consentirlo; y hace algún tiempo se lo dije con alguna vehemencia a su Subsecretaria- que el Ministerio de Educación pretenda castigar de aquella manera a una universidad que ha hecho un esfuerzo para formar capital humano y cumplir una función pública donde el Estado nunca estuvo: ¡ahí estuvieron los fundadores de ese establecimiento!



¿De qué modo, pues, se va a compatibilizar el compromiso programático de tener universidades estatales en todo el territorio? Y si no es así, que tengamos el mismo trato dado a las universidades estatales; que nos fijen financiamiento no diferenciado, y que se potencie el trabajo que se lleva adelante ahí.



Voy a votar a favor de este proyecto. Soy un regionalista convencido, y pienso que él favorece a nuestro territorio. Pero pido un análisis sobre el particular -termino en 30 segundos-;...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Bien, señor Senador.

El señor DE URRESTI.-… que tengamos coherencia en el sistema estatal de educación superior; que no se sancione por su origen a las universidades, especialmente a las tres mencionadas, que son tan importantes en su territorio: la Federico Santa María, la de Concepción y la Austral; que de ninguna manera se pretenda generar diferencias a través del Presupuesto de la Nación.



Fui alumno de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. ¡Qué más estatal! ¡Laica por excelencia!



Nada habilita para que en mi Región, o en Valparaíso, o en Concepción se sancione lo que hacen aquellos establecimientos de educación superior.



¡Que no exista discriminación!



¡Que las dos universidades que se están creando tengan éxito! 



Por último, insisto en la necesidad de que haya un sistema de oferta complementaria y diferenciada entre la Universidad de Aisén y la nuestra.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, creo que este ha sido un buen debate, que ha habido una buena reflexión en torno a la creación de dos universidades estatales: una en la Región de O’Higgins y otra en la Región de Aisén.



Sin embargo, de pronto, tras planteamientos formulados aquí, y también luego de expresiones vertidas en la Comisión de Educación, queda la sensación de que algunos colegas piensan que en esta iniciativa debemos definir todo: quieren poco menos que entregar el estandarte de la universidad, aprobar los programas y -por qué no- ¡participar en el mechoneo…! Pero la verdad es que eso está bastante lejos de lo que le corresponde al Senado. Y así ha sido en la discusión de todos los proyectos sobre creación de universidades.



Si uno revisa bien los antecedentes, acá estamos creando universidades que van a tener un arraigo muy importante. Y ese sí que es un aspecto relevante de la ley en proyecto.



Por eso el Gobierno, con participación del Ministro Eyzaguirre, ha constituido en las dos regiones involucradas equipos presididos por las intendentas respectivas.



Así, en la Comisión tuvimos la presencia de las Intendentas de Aisén, señora Ximena Órdenes, y de O’Higgins, señora Morín Contreras, quien, entiendo, nos acompaña en las tribunas. Y su planteamiento fue bastante enriquecedor, pues el diálogo habido en ambas Regiones también lo ha sido.



Ahora, no nos corresponde a nosotros la localización de esos planteles de educación superior. Igual escuchamos a alcaldes que, en el caso de O’Higgins, se disputaban si la universidad se radicaba en la parte sur o en la parte norte de la Región. Pero, en verdad, ese no es el objetivo de esta discusión.



Por ello, tampoco entiendo algunas aprensiones que sobre el particular he observado en señores Senadores de las bancas de enfrente.



Este proyecto solo genera oportunidades para los jóvenes de las regiones mencionadas.



Los datos traídos a colación son tremendamente importantes.



Se señala, por ejemplo, que en 2017 la Región de O’Higgins va a tener 14 mil jóvenes egresados de enseñanza media, y la de Aisén, 1.500.



Pero en 2012 esas mismas Regiones, según el informe de la Comisión, recibieron solo 0,1 por ciento del financiamiento para investigación que entrega el FONDECYT. Ello, porque el no contar con planteles de educación superior aleja la posibilidad de avanzar en cuanto sea investigación, desarrollo, competitividad.



Por eso, además, las Regiones de Aisén y de O’Higgins tienen baja competitividad (la que yo represento, también; pero eso responde más bien a razones estructurales: rezago económico, etcétera).



Otro de los datos entregados es el que indica que ninguna de aquellas regiones registra programas de doctorado: no hay doctorado en Aisén ni en O’Higgins.



¿Quién pierde? No solo los jóvenes, quienes muchas veces son talentosos y no acceden a esa oportunidad: pierde asimismo la región.



En materia de magísteres, la Región de O’Higgins captó ¡el 0,2 por ciento de los programas nacionales!



En el caso de la Región de Aisén, ¡cero!: ¡ningún joven accedió a magíster alguno!



Vamos al ámbito de las postulaciones.



¿Qué pasa cuando los jóvenes salen de la enseñanza media? En la Región de O’Higgins, 80 por ciento emigra a instituciones de educación superior de otras regiones; en la de Aisén, 87 por ciento.



En el caso de los mejores puntajes hay un dato bien interesante: 90 por ciento de los estudiantes de la Región de O’Higgins con mejores puntajes en la Prueba de Selección Universitaria privilegia a universidades del CRUCh en la Región Metropolitana. Y en el de la Región de Aisén (este es un dato no menor) la cifra llega a 67, 5 por ciento.



O sea, el esfuerzo que hacen las familias para que tales educandos sigan estudios superiores es tremendo.



En la Región de Aisén, la inmensa mayoría de los puntajes más altos de la PSU va a las mejores universidades de nuestro país -digámoslo claramente; y esto es parte de otra discusión- o a establecimientos de regiones vecinas.



El Senador De Urresti planteaba lo que ocurre con la Universidad Austral, que ha cumplido -yo diría- una buena labor, que ha logrado ocupar un espacio importante.



Sin embargo, lo que se espera de la Universidad de Aisén (y ese fue también el planteamiento de la Intendenta Ximena Órdenes, precisamente por la lejanía de la Undécima Región, por lo que representa: ahí están las mayores reservas de agua dulce del mundo; hay allí un asunto de glaciares, una cuestión científica) es que tenga un sello propio. Probablemente, que sus programas no sean los tradicionales que uno encuentra en cualquier universidad del resto de nuestro país. Ahí, claramente, se requiere una definición. Y eso puede hacerla complementaria -como bien decía el Senador De Urresti- de lo que está brindando la Universidad Austral de Chile en esa Región.



Entonces, creo que la discusión acá tiene que ver con el sello, con lo que significará para esas dos regiones contar con las universidades que se están creando.



De esta manera estamos terminando con la lógica de la competencia, que es lo que hoy domina a la oferta formativa en nuestro país. Y la estamos remplazando por la colaboración, por la red.



En consecuencia, aquí la cuestión no reside tanto en si los establecimientos que se crean son estatales o no, sino en si vamos a tener universidades con fuerte arraigo regional, como la Universidad de La Frontera, en Temuco; la Universidad Católica, en esa misma ciudad; las Universidades Católicas: la del Norte, la del Maule, en fin, y otras universidades tradicionales en regiones.



Vamos a tener en todo el país universidades tradicionales con firme anclaje en la región, en la preocupación de los temas regionales, que van a competir por los recursos del FONDECYT y del CONICYT en igualdad de condiciones que otras; que podrán capacitar y posgraduar a sus jóvenes, y que, por supuesto, tratarán de que vuelvan a su territorio y aporten a su desarrollo.



Creo que esta es una gran iniciativa.



Hubo quienes, majaderamente, durante el año pasado sostenían que la reforma educacional no iba para ningún lado. Algunos todavía, con poca vergüenza, insisten en lo mismo.



¡Acá está la calidad! ¡Esto es calidad pura en la reforma educacional! 



Y vienen, por cierto, otros proyectos importantes, como los relativos al financiamiento de la educación superior, a la gratuidad. 



En ese contexto hay que mirar el proyecto que hoy estamos aprobando, o el concerniente al administrador provisional, que busca por sobre todas las cosas garantizar -ya está aprobado- el derecho de los estudiantes a continuar sus programas educativos.



Eso busca la reforma educacional.



Yo creo que cada vez más -este es el noveno proyecto que discutimos- entramos a mirar con mayor nitidez la dimensión de una reforma educacional de la entidad de la que estamos debatiendo en nuestro país.



Entonces, creo que hay que respaldar esta iniciativa. De verdad, no le encuentro mucho asunto a postergar la votación para la próxima semana. Pienso que hay voluntad en todos los Senadores y Senadoras para apoyarla.



Se decía recién que mediante este proyecto se le están dando atribuciones a la Presidenta de la República para que mediante decretos con fuerza de ley apruebe los estatutos de las universidades en comento y un conjunto de materias propias de lo que significa la creación de ese tipo de establecimientos.



Me parece que es una gran noticia la creación de las dos universidades estatales a que nos venimos refiriendo. Y ello se complementa con una iniciativa que está, entiendo -el señor Ministro podrá corregirme-, saliendo de la Cámara de Diputados: la que crea 15 centros de formación técnica en todo el país.



Eso afianza la idea de la red con que se pretende dar una opción a los jóvenes que en muchas regiones terminan el cuarto medio y, literalmente, se van a la calle, como decían Los Prisioneros, a patear piedras.



Los jóvenes rurales vuelven al campo. Hay cordones de marginalidad en muchos sectores de nuestro país.



Yo siento que les estamos dando una tremenda oportunidad con los CFT, que seguramente actuarán muy combinados, porque van a estar al alero de las universidades regionales. Es decir, estarán encadenados: un joven que estudie dos años en un centro de formación técnica, si ve que se la puede, tendrá la opción de complementar eso con un programa de formación profesional.



Creo que estamos haciendo un cambio de paradigma interesante, impresionante, en cuanto a la forma como se concibe la educación superior en Chile.



Por eso, voy a respaldar entusiastamente este proyecto, señor Presidente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Quinteros.



Sin embargo, pidió intervenir el señor Ministro, quien tiene preferencia.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Que hable primero Su Señoría.

El señor QUINTEROS.- Gracias, señor Ministro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la iniciativa que discutimos en este momento tiene el mérito de enfocarse en dos ejes fundamentales para el desarrollo de nuestro país: por un lado, la descentralización, que es la base de la equidad territorial, y por otro, la reforma educacional, que apunta a la equidad social.



Lo he dicho en muchas oportunidades: Chile jamás será un país desarrollado si no desarrollamos sus regiones; y estas, a su vez, no se constituirán en polos de desarrollo mientras no cuenten con una capacidad crítica propia, que genere y renueve identidad, conciencia, liderazgo y conocimiento.



Esos son los fines que ordenan las actividades de docencia, investigación y extensión, propias de las universidades, particularmente en las regiones.



Identidad, para formar comunidad; conciencia, para el ejercicio de los derechos y el respeto al medio ambiente; liderazgo, para que los profesionales que se formen cumplan su rol en los ámbitos público y privado, y conocimiento, para transformarlo en ciencia y tecnología producidas desde las regiones.



O sea, no es suficiente contar con nuevas instituciones académicas para aumentar la cobertura, sino que también es preciso que ellas sean protagonistas en sus propios territorios.



Para eso se requieren la asociación con el sector privado y la capacidad productiva de las regiones, no solo de las grandes actividades: también con los pequeños productores, como acabamos de advertirlo en el proyecto relativo a la certificación de productos orgánicos.



Esta pertinencia con el territorio nos obliga a preguntarnos sobre el carácter de una universidad regional y sobre la utilidad de abrir sedes de manera indiscriminada en regiones distintas de la de la sede central.


El proyecto no enfrenta derechamente ese tema, que, a mi modo de ver, puede distorsionar la misión de dichas casas de estudios.



Es el caso de la Universidad de los Lagos, con cuatro sedes universitarias (Osorno, Santiago, Puerto Montt y Chiloé) y más de catorce centros de formación técnica, desde Calama hasta Coihaique; o el de la Universidad Arturo Prat, con seis sedes, desde Iquique hasta Victoria.



Por otra parte, es necesario que estas nuevas universidades regionales mantengan un compromiso real con la calidad en su acción en todos los planos. Ello se garantizará, en una primera etapa, con el acompañamiento de instituciones tradicionales, pero debe ser un objetivo permanente.



Por cierto, la preocupación es válida también respecto del resto de los planteles de enseñanza superior regionales. Algunos de ellos no han logrado acreditarse por plazos más largos, que den cuenta de un grado de madurez institucional.



Asimismo, si queremos contar con universidades regionales de calidad, debemos preocuparnos de fortalecer la investigación y generar redes con los establecimientos de la Capital. Para ello, los fondos asignados por el Estado deberían considerar alguna prioridad en cuanto a aquellos proyectos de investigación patrocinados por consorcios que contaran con al menos dos o tres universidades regionales.



Señor Presidente, después de la creación de estos planteles, solo la Región de Los Ríos -lo dijo mi Honorable colega De Urresti- no dispondrá de uno de carácter estatal. Pero en ella se encuentra la Universidad Austral, que si bien está constituida como una corporación de derecho privado, se guía en su misión, sin duda, como una institución pública. Junto a ser una de las casas de estudio de mayor prestigio nacional, es un ejemplo de identificación con su ciudad y su Región.



Además de las dos universidades de que se trata, el programa de gobierno de la Presidenta Bachelet considera la creación de centros de formación técnica estatales en cada Región. Estoy seguro de que ambas iniciativas causarán importantes efectos en la calidad de las políticas públicas locales, en el compromiso de los profesionales con la Región en que se forman, en la innovación e incorporación de nuevas tecnologías en los procesos productivos de cada territorio, y, en definitiva, en la tarea de hacer región desde la Región.



He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señor Presidente, simplemente deseo hacer una petición. Nosotros accedimos a quitarle a la urgencia la calificación de “discusión inmediata” en función de la ausencia, por razones de Estado, de los Senadores señores Patricio Walker y Letelier. No obstante, el tiempo apremia y necesitamos un cierto compromiso tácito en el sentido de que el período de indicaciones sea extremadamente breve, a efectos de que ojalá sobre la base del funcionamiento de las Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas, fuera posible despachar la iniciativa en la semana siguiente, porque todavía falta el tercer trámite.



La razón no es solo la de hacer un visto bueno en la lista de compromisos para el 21 de Mayo. También existe, como ha quedado de manifiesto en las intervenciones de diferentes Senadores y Senadoras, una serie de aspectos que no resultan completamente aclarados en el proyecto, por cuanto es necesario dejar despejado el marco regulatorio y de financiamiento que va a operar para el conjunto de universidades.



Y es así, por ejemplo -lo hago presente para el Senador señor De Urresti-, como se va a precisar cuál es el papel que jugará la Universidad Austral; cómo vamos a garantizar que en la Undécima Región no compitan, sino que se complementen, dicho plantel y la Universidad de Aisén; cómo vamos a solucionar los problemas de financiamiento de la Universidad de la Sexta Región. Por lo tanto, queda una cantidad de cabos sueltos.



Tenemos la mejor intención de no discutir todo al mismo tiempo, porque ello sería imposible, mas unos proyectos se llaman con otros. En consecuencia, si demoramos mucho esta parte de la iniciativa, definitivamente no vamos a poder disponer a tiempo, para cuando estas universidades comiencen a funcionar, del marco regulatorio y de financiamiento que requieren.



Por lo mismo, solicito que, tal como el Ejecutivo se allanó a quitar la calificación de “discusión inmediata” a la urgencia, se fije un período extremadamente corto para presentar indicaciones, sobre la base del próximo martes, porque no existe ningún problema, en la eventualidad de que ellas se formulen, para que las señoras y los señores Senadores pudieran conversarlas con nosotros durante la semana.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Me parece que tenemos que determinar el plazo una vez que se vote en general, con el compromiso indiscutible de que sea muy breve.



Se planteó la idea de pronunciarse el próximo martes.



Acaba de llegarme un recado del señor Presidente de la Corporación, en el sentido de que no tiene inconveniente para un despacho en el día de hoy.



El Honorable señor Letelier tampoco se encuentra presente.



Media un acuerdo, además, en el que han participado varios señores Senadores, para postergar el asunto hasta el martes.



Creo que podemos terminar la discusión ahora -falta todavía la intervención de dos inscritos y con eso se completa el tiempo de la sesión- y entrar a conocer el proyecto mañana, si se estima conveniente, en vez de hacerlo ese otro día.

El señor ORPIS.- Si Su Señoría cuenta con la anuencia de los que faltan,…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, si usted se puede comunicar con ambos ausentes y ellos manifiestan su conformidad, estoy disponible. Si no, no daré la mía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Le pido al Comité Socialista contactarse con el Senador señor Letelier para obtener una respuesta. Podemos poner el proyecto en el primer lugar de la tabla de mañana y votarlo, siempre que se cuente con su anuencia.



En el caso nuestro, el Honorable señor Patricio Walker ha dado la suya.

El señor QUINTANA.- ¿Y lo del funcionamiento en Comisiones unidas?

El señor GUILLIER.- El Comité Independiente también dará su aprobación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Quedamos en que el asunto se votará mañana en el primer lugar -repito- en caso de contarse con la anuencia del Comité Socialista. Si no, nos someteremos al acuerdo adoptado.

El señor PROKURICA.- El del próximo martes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Y, por supuesto, vamos a acceder a la solicitud del señor Ministro de fijar un plazo breve para las indicaciones, porque me parece que casi todas son de iniciativa del Ejecutivo. Podría determinarse el próximo lunes 11.



El proyecto se trataría en Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas.



¿Existe acuerdo para ello?

El señor PROKURICA.- ¿Hay quórum suficiente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.

El señor PROKURICA.- ¿El señor Secretario puede confirmarlo?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se encuentran presentes doce señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Es el número exacto.



Si le parece a la Sala los acuerdos serán los siguientes: el proyecto se votará mañana en el primer lugar del Orden del Día, siempre y cuando se cuente con la respuesta del Comité Socialista; se fijará como plazo para presentar indicaciones el próximo lunes 11, a las 12, y se trabajará en Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas.



Acordado.

El señor MONTES.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Sí, Su Señoría.

El señor MONTES.- Acabo de hablar por teléfono con mi Honorable colega Letelier, quien se encuentra en La Haya y manifiesta no tener ningún inconveniente en que se vote mañana. Creía que el pronunciamiento iba a ser en general y en particular a la vez.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se votará en general.



Puede intervenir la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solo deseo respaldar la iniciativa que permite la creación de universidades estatales en dos Regiones y quiero destacar algo ya expresado por otros colegas, en particular el Honorable señor Horvath, a raíz del trabajo ya hecho por otras universidades en Aisén, específicamente. Cabe pensar en la labor tanto de docencia como de investigación en la Patagonia, donde la Región de Magallanes y la Región de Aisén sin duda tienen muchas similitudes en áreas de quehacer.



La Universidad de Magallanes hizo, en su momento, una apuesta concreta, también como un plantel de enseñanza superior regional y estatal, y desde el año 2014 se cursan en ella siete carreras profesionales y técnicas. En el caso de las primeras, se trata de educación parvularia y de enfermería, y en el de las segundas, de técnico en educación parvularia, mantenimiento industrial, computación, contador general y administración.



Este es un esfuerzo producto de algo que todos compartimos y que es parte del sentido del proyecto en debate, en cuanto a cómo -también en la lógica de considerar el territorio y dotarlo de capacidades- se va descentralizando el conocimiento. Ello dice relación con la preparación de capital humano y la generación de conocimiento de alto nivel, en lo que por supuesto se registraba un vacío.



Tratándose de la Región de Aisén -me referiré a ella por ser la situación que más conozco-, estimo fundamental que la apuesta de la Universidad de Magallanes pueda ser considerada en el mandato que contendrá el proyecto. Me refiero a cómo se irá construyendo el plantel desde los estatutos y a que su propuesta, en términos de los estudios que va a impartir, más bien responda a una complementariedad y aproveche lo que ese otro establecimiento ya ha realizado igualmente como una universidad regional. Se puede pensar en una parrilla de carreras complementarias, en efecto, o en discusiones en que cabe esperar que todos estén sentados a la mesa, tal como se ha planteado en otras intervenciones.



También es posible recurrir al trabajo que se ha hecho vinculado a la comuna, tanto en la definición de la oferta existente como en la labor propia de una universidad.



Deseo destacar los acuerdos ya suscritos en términos de investigación científica y la creación de un centro especial, tarea a la que igualmente estamos abocados en la Región de Magallanes y que es parte de lo que hemos definido dentro del Plan Especial de Zonas Extremas. Se trata de una apuesta al desarrollo y, sobre todo, de utilizar nuestro patrimonio natural, la cercanía con la Antártica y una riqueza cuyo valor no somos capaces de determinar, muchas veces, por desconocer su magnitud.



A mi juicio, ahí hay un trabajo conjunto que esperamos que quede consignado en la discusión particular, para que sea posible dar garantías de que aprovecharemos las disposiciones, las voluntades políticas, los aprendizajes ya existentes, y, con eso, también favoreceremos el mejor proceso de instalación de estas universidades.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estimados colegas, tal como se ha manifestado en el curso del debate, la descentralización del conocimiento debería ser parte de la descentralización del país. Y, desde ese punto de vista, las universidades regionales tendrían que ir jugando un papel cada vez más protagónico.



Dentro del ámbito de esos planteles de enseñanza superior, hay buenas y malas experiencias. Quisiera destacar una de carácter positivo, como la de la Universidad de Tarapacá en Arica. Es un establecimiento que se ha transformado en un centro de pensamiento que influye en la Región; que se vincula con los problemas de carácter local, y que se ha consolidado desde un punto de vista económico y financiero.



En mi concepto, la parte más importante, sin duda, de la descentralización del conocimiento es que a las regiones llega una masa crítica importante a partir del instrumento que son sus universidades.



Sin duda, falta mucho camino por andar; pero, más que los problemas, veo la creación de estas dos casas de estudio como una gran oportunidad.



Es difícil pensar en un proceso de descentralización sin la existencia de universidades regionales. Ellas deberían estar cada vez más vinculadas con el quehacer regional y presentar en este mucho mayor protagonismo.



De estos establecimientos han salido grandes líderes locales. De hecho, el Intendente de la Región de Arica y Parinacota…

El señor DE URRESTI.- Fue rector de la Universidad de Tarapacá.

El señor ORPIS.- Exactamente. Y ha sido, como decía, un gran líder en este proceso. Lo consigno aun cuando ambos mantengamos ideas o un pensamiento político tremendamente distinto.



Juzgo que esta es una oportunidad para incorporar una masa crítica, para vincularse con los problemas regionales, para que nazcan liderazgos asentados en la propia Región. Y es un proceso que estaba pendiente en las regiones de que se trata.



El Senador señor García-Huidobro me expuso que todos los intentos de creación de una universidad en la Región de O’Higgins habían fracasado hasta ahora. Pero lo importante no es solo el mal resultado, sino también sacar lecciones para no repetirlo.



Considero necesario insistir en el asunto para ir consolidando las universidades regionales. En lo personal, creo más en ellas que en las nacionales instaladas en una Región, porque exhiben una lógica y un vínculo distintos. Muchas veces, las nacionales establecidas en regiones pasan a ser muy marginales en el contexto del plantel regional.



Pienso que este es un paso tremendamente importante, el cual estaba pendiente en las dos Regiones. Si han fracasado algunos intentos, habrá que sacar lecciones para no repetirlos. Al revés, es posible salir tremendamente fortalecidos, para poder lograr una consolidación de manera mucho más rápida.



Así que mañana votaré a favor del proyecto.



Comparto la idea de que las indicaciones se presenten a la brevedad posible, para que las universidades, cuando nazcan, lo hagan sin imperfecciones y el Ministerio de Educación cuente con todo el tiempo que necesite para implementarlas como corresponde en el curso del año.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, durante dos siglos, Chile se ha esmerado en crear liceos y universidades emblemáticos que de alguna manera han pensado el destino del país. Pero siempre ha sido un pensamiento desde el centro hacia las regiones, sin que estas hayan tenido la oportunidad de desarrollar su propia capacidad de pensarse a sí mismas, e incluso más, sin la posibilidad de aprender a pensar a Chile desde ellas y las múltiples oportunidades y diversidad que el país ofrece en los más amplios ámbitos, no solo en lo económico, lo social, lo político, lo cultural. Enfrentamos el desafío de una universidad que es estatal, pero regional.



Cuando uno habla de Estado, tiende a pensar en el Estado nación y en una visión desde el centro, porque la institucionalidad chilena presenta esa característica.



Y aquí entramos en materias complejas, porque tenemos que aprender a pensar las universidades cruzando varias reformas que el país aborda. Una de ellas es la descentralización: cada Región es diversa en sus oportunidades y posibilidades, y ahora, con dicho proceso, va a tener que aprender a pensarse a sí misma y a desarrollar un potencial de liderazgo, de formación de cuadros de profesionales y técnicos, mas también de conocimiento. Por consiguiente, se trata de planteles que piensan Chile desde las regiones, pero que han de ser complejos: tienen que cubrir todos los ámbitos del saber y no solo la docencia o la formación técnica.



En seguida, es preciso cuidarse de creer que las universidades regionales son menores en tamaño y trascendencia. La descentralización pone hoy el énfasis en las regiones. Por consiguiente, deben ser establecimientos de enseñanza superior de la misma calidad y competencia que cualquier otro que se defina “nacional”.



También tienen que ser capaces de avanzar en el campo de la investigación científica y tecnológica. Y este ha sido un factor más lento en las regiones. Porque incluso al discutirse los presupuestos se piensa que universidades nacionales como la de Chile, la Católica y dos o tres más son las únicas con capacidad, sobre la base de la experiencia histórica. Esas son las que cuentan hoy con una ventaja. Entonces, se tiende a privilegiar en el Presupuesto a las que ya lograron una competencia y no a favorecer el desarrollo de competencias y capacidades en las regiones.



Con motivo del último proyecto de Ley de Presupuestos, por ejemplo, sostuvimos un debate acerca del aporte del Estado en el desenvolvimiento de líneas de investigación.



Por otro lado, tenemos que trabajar un concepto extremadamente maltratado en la historia nacional, que es el de la cultura y la identidad. Chile se pensó a sí mismo, durante el siglo XIX y gran parte del XX, como un país uniforme en su geografía, en sus identidades culturales, en sus pertenencias étnicas, en sus identidades nativas.



Hoy hemos descubierto que Chile es un país extremadamente diverso y que en esa diversidad residen también sus riquezas y sus oportunidades de tener un mejor futuro.



Por consiguiente, invito a aprobar el proyecto en debate, pero cuidándose de los dos dilemas falsos que hemos enfrentado hasta ahora: primero, creer que por el hecho de ser universidades regionales estas merecen un trato inferior o requieren menos recursos por alumno; y segundo, que ellas no están capacitadas para ser casas de estudio complejas y desarrollar, no solo formación de personal profesional y técnico, sino también ciencia y tecnología, así como identidad y cultura nacional.



Por lo tanto, tengo gran confianza en que el principio de descentralización, que vamos a promover y que estamos comenzando a debatir en algunas iniciativas de ley, tomará a las universidades regionales como su mayor expresión, bajo un concepto de Estado descentralizado, donde la toma de decisiones se alimente con ellas, constituyéndose en el foco prioritario de pensamiento de la propia región y, desde ella, del país.



Pienso, en consecuencia, que se nos abren grandes posibilidades, pero debemos aprender a cambiar el switch y dejar de creer que Chile es el centro y que lo que ahí se hace es lo mejor para todo el territorio.



Me parece que estas universidades nos abrirán enormes oportunidades para enriquecer todos los procesos de regionalización que estamos impulsando, como la nueva estructura tributaria, con impuestos regionales que le permitan a cada región planificar su desarrollo en materia cultural, con autonomía y en función de sus propios objetivos, y una serie de otras reformas que vamos a debatir, todas las cuales tienen como características principales el componente descentralizador y el potenciamiento regional.



Por lo anterior, con entusiasmo, anuncio mi voto favorable al proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Hago presente a Sus Señorías que mañana votaremos la idea de legislar.



Por lo tanto, al comienzo de la sesión y una vez terminada la Cuenta, abriré la votación para proceder a cumplir el acuerdo.

El señor MONTES.- Sin debate.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Así es. Simplemente se abrirá la votación. 



No hay más Senadores inscritos para intervenir en este proyecto.



Por lo tanto, terminada la discusión general.



--Queda pendiente la votación de la idea de legislar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor COLOMA:



Al señor General Director de Carabineros de Chile, solicitándole dar a conocer CIFRAS DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO DEBIDOS A DISTRACCIÓN DE CONDUCTORES POR PUBLICIDAD EN RUTAS, Y NÚMERO DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO OCASIONADOS POR CONSUMO DE ALCOHOL, ANTES Y DESPUÉS DE “LEY EMILIA”.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, en cuanto a FIJACIÓN DE URGENCIA PARA PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE ESTATUTO ESPECIAL DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN PARA TERRITORIO DE ISLA DE PASCUA, y consultándole respecto de ENVÍO A PARLAMENTO DE PROYECTO DE LEY SOBRE CONTROL MIGRATORIO.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, preguntándole si el Gobierno estudia EXPULSIÓN DEL PAÍS DE CIUDADANO IRLANDÉS JOHN O’REILLY. 



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, pidiéndole remitir antecedentes relativos a ESTADO ACTUAL DE NEGOCIACIÓN DE ACUERDO TRANSPACÍFICO DE COOPERACIÓN ECONÓMICA.



A la señora Ministra de Salud, solicitándole informar acerca de RESPUESTA DE CHILE A ENCUESTA ENVIADA POR OMS EL 2014 CON RELACIÓN A EXISTENCIA DE PLAN NACIONAL INTEGRAL PARA COMBATIR RESISTENCIA A ANTIBIÓTICOS Y OTROS FÁRMACOS.



Al señor Ministro de Agricultura, pidiéndole indicar NÚMERO, SEXO, ESTABLECIMIENTO, CARRERA Y REGIÓN DE ORIGEN DE BENEFICIARIOS DE BECA SEMILLERO RURAL EN ÚLTIMOS TRES AÑOS.



Al señor Director Nacional de la CONAF, solicitándole enviar antecedentes respecto de PROYECTO DE APROVECHAMIENTO DE RESIDUOS DE BIOMASA FORESTAL CON FINES ENERGÉTICOS EN CENTRO EXPERIMENTAL FORESTAL DE TANUMÉ (Sexta Región).


Al señor Director Nacional del INDAP, pidiéndole informar sobre CONVENIO AMPLIO DE COOPERACIÓN SUSCRITO ENTRE EL INDAP, EL MINISTERIO DEL TRABAJO Y LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE MUJERES RURALES E INDÍGENAS CON MIRAS A FUTURO INSTITUTO DE AGROECOLOGÍA DE LAS MUJERES DEL CAMPO; respecto de MONTOS DE INVERSIÓN CONTEMPLADOS POR EL INDAP PARA SELLO “MANOS CAMPESINAS”, SEÑALANDO OBJETIVOS Y FORMAS DE IMPLEMENTACIÓN DE LA INICIATIVA, y en cuanto a ESTADÍSTICAS DESAGREGADAS POR REGIÓN ACERCA DE CONTRATACIÓN DE SEGURO AGRÍCOLA ENTRE 2010 Y 2014, COMPAÑÍAS DE SEGUROS QUE FORMAN PARTE DEL SISTEMA, MONTO DE INVERSIÓN AGRÍCOLA ASEGURADO Y TIPO DE COBERTURA CONTRATADO.



Y al señor Director Nacional del Servicio Civil, pidiéndole hacer llegar información sobre NÚMERO DE DIRECTORES DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES ELEGIDOS A TRAVÉS DE SISTEMA DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA, CON DATOS DESAGREGADOS POR REGIÓN.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA PROTEGER LA VIDA E INTEGRIDAD FÍSICA DE VOLUNTARIOS DE BOMBEROS DE COMUNA DE ERCILLA CUANDO DEBAN CONCURRIR A EMERGENCIAS NOCTURNAS EN RUTA 5 SUR O SECTORES RURALES DONDE SE DESARROLLEN HECHOS DE VIOLENCIA.



Al señor Ministro de Educación, reiterándole oficio relativo a FLEXIBILIZACIÓN DE ASIGNACIONES DE REVITALIZACIÓN CON EL OBJETO DE QUE RECURSOS SEAN UTILIZADOS EN PAGO DE DEUDAS QUE MUNICIPIO DE PURÉN MANTIENE CON PROFESORES POR CONCEPTO DE ASIGNACIONES DE PERFECCIONAMIENTO Y BIENIOS.



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, reiterándole oficios atinentes a CANTIDAD DE PERSONAS QUE HAN OBTENIDO EMPLEOS RELACIONADOS CON CURSOS IMPARTIDOS POR EL SENCE DURANTE EL ÚLTIMO AÑO EN CADA UNA DE LAS COMUNAS DE LA ARAUCANÍA, y a IMPLEMENTACIÓN DE PLANES Y PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN E INTEGRACIÓN LABORAL Y AUMENTO DE CUPOS, ESPECIALMENTE EN NOVENA REGIÓN, DESTINADOS A PERSONAS CON CAPACIDADES ESPECIALES.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, reiterándole oficio referido a MEDIDAS PARA REPARACIÓN DE CALLE JULIO SEPÚLVEDA, SECTOR LAS TOTORAS (COMUNA DE ANGOL), PROCURANDO ACCESO PERMANENTE Y SEGURO A LOS VECINOS.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, reiterándole oficio concerniente a MEDIDAS NECESARIAS PARA ASEGURAR LA MOVILIZACIÓN DE HABITANTES DE VILLAS ESTADIO Y MIRADOR DE VOLCANES EN COMUNA DE LAUTARO.



Y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, reiterándole oficio vinculado a MEDIDAS NECESARIAS PARA ASEGURAR CONTINUO Y DEFINITIVO ABASTECIMIENTO DE AGUA PARA COMUNIDAD MAPUCHE JUAN DE DIOS CATRILEO EN COMUNA DE LAUTARO.



Del señor GARCÍA:



Al señor Alcalde de Temuco, requiriendo información sobre ESTADO DE PROYECTOS DESTINADOS A MEJORAMIENTO DE ALUMBRADO PÚBLICO EN LOTEOS.



De la señora GOIC: 



Al señor Canciller, solicitando antecedentes con relación a PROYECTO “CENTRAL TERMOELÉCTRICA A CARBÓN RÍO TURBIO” Y A ACCIONES DE MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES PARA PROTECCIÓN AMBIENTAL DE TERRITORIO CHILENO. 


Al señor Ministro de Defensa Nacional, planteando PRONTA APERTURA DE “RUTA MEMORIAS DAWSON” A PARTIR DE SU INCLUSIÓN EN PROYECTO “PATRIMONIO DEFENSA”. 


Al señor Ministro de Educación, requiriendo información sobre ESTADO DE MESA DE CONVERSACIONES PARA NORMATIVA REGULATORIA DE ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN.



Y a la señora Ministra de Salud, demandando INVESTIGACIÓN INTERNA EN HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS EN TORNO A PACIENTE SEÑORA SARA ABARZÚA MUÑOZ. 



Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro de Justicia, recabando información relativa a ESTADO INTEGRAL DE TRIBUNALES DE FAMILIA DE REGIÓN DE ANTOFAGASTA.



Del señor HARBOE:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, pidiendo estudiar la CONCESIÓN DE PENSIÓN POR GRACIA A FAMILIAS DE SOLDADOS FALLECIDOS Y A SOBREVIVIENTES DE TRAGEDIA DE ANTUCO y requiriendo INCLUSIÓN OBLIGATORIA EN PROYECTOS SOBRE PLAZAS CON JUEGOS FINANCIADOS CON FONDOS PMU Y FNDR DE ELEMENTOS PARA NIÑOS CON DISCAPACIDAD FÍSICA Y DE ACCESOS PARA PERSONAS CON CAPACIDADES DIFERENTES.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, demandando ESTABLECIMIENTO EN PRESUPUESTO 2016 DE OBLIGACIÓN DE QUE CONSTRUCCIÓN O REPARACIÓN DE VEREDAS CONSIDERE SITUACIÓN DE PERSONAS DISCAPACITADAS FÍSICAMENTE.



Al señor Ministro de Agricultura, con el objeto de pedir INCLUSIÓN EN PRESUPUESTO DE RECURSOS PARA ESTUDIO SOBRE RIESGO DE INCENDIOS FORESTALES EN REGIÓN DEL BIOBÍO Y PARA LÍNEA DE FOMENTO A PEQUEÑA INDUSTRIA VITIVINÍCOLA.



Y al  señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de solicitar SEMÁFOROS CON SONIDO DE ALERTA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL O AUDITIVA.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Educación y al señor Seremi de Educación del Biobío, para consultar por POSIBILIDAD DE APOYO A RESIDENCIAL UNIVERSITARIA SANTA TERESA DE LOS ANDES (COMUNA DE CONCEPCIÓN).



Al señor Ministro de Educación, para que informe acerca de CONVERSIÓN DE COLEGIOS PARTICULARES SUBVENCIONADOS EN PARTICULARES PAGADOS E IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMA DE ACOMPAÑAMIENTO Y ACCESO EFECTIVO EN REGIÓN DEL BIOBÍO.



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Seremi de Obras Públicas del Biobío, para que proporcionen antecedentes sobre MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN REUBICACIÓN DE FAMILIAS DE POBLACIÓN NUEVA AURORA DE CHILE (COMUNA DE CONCEPCIÓN).



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Seremi de Obras Públicas del Biobío, a fin de que se informe respecto de LICITACIÓN E IMPACTO EN FRUTICULTURA DE PUENTE INDUSTRIAL EN COMUNA DE SAN PEDRO DE LA PAZ Y LICITACIÓN Y PLAZO DE ENTREGA DE COSTANERA CHIGUAYANTE-HUALQUI.



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que proporcione antecedentes en cuanto a CONSTRUCCIÓN DE PUENTE AMDEL, ENTRE HUALQUI Y SANTA JUANA.


A la señora Ministra de Salud, pidiéndole información sobre PARO DE FUNCIONARIOS DE SALUD, LICENCIAS MÉDICAS RECHAZADAS POR COMPIN DURANTE 2014 Y 2015, y POSIBLE PRESENCIA DE MERCURIO EN VACUNAS CONTRA INFLUENZA.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole antecedentes referidos a FISCALIZACIÓN DE TRANSPORTE PÚBLICO EN MATERIA DE SEGURIDAD Y COBRO DE TARIFA ESCOLAR.



Al señor Ministro de Energía, requiriéndole información acerca de POLÍTICA DE EQUIDAD TARIFARIA DE ENERGÍA ELÉCTRICA PARA COMUNAS DE ALTO BIOBÍO, SANTA BÁRBARA, NACIMIENTO Y CORONEL.



Al señor Intendente del Biobío, solicitándole antecedentes relativos a TARIFAS DE OBRAS DE REMODELACIÓN EN PARQUE CERRO CARACOL Y OBJETIVOS DE RED DE COLABORACIÓN BIOBÍO-CHINA.



Al señor Alcalde de Concepción, pidiéndole información concerniente a 
ESCASA DOTACIÓN DE GUARDIAS PARA PARTIDOS DE COPA AMÉRICA EN ESTADIO ESTER ROA REBOLLEDO; acerca de INVERSIONES PARA ADQUISICIÓN DE TERRENOS DESTINADOS A EDIFICACIONES MUNICIPALES; respecto de INEXISTENCIA DE ACERA EN AVENIDA O’HIGGINS, y en cuanto a FALTA DE ILUMINACIÓN EN DETERMINADOS SECTORES DE LA CIUDAD. 



Al señor Alcalde de San Pedro de la Paz, solicitándole antecedentes sobre ASEO Y LIMPIEZA DE PLAYAS EN SU COMUNA.


A las señoras Alcaldesas y señores Alcaldes de las comunas de la Octava Región y al señor Seremi de Salud del Biobío, para que informen acerca de EVENTUAL PLAN PARA ERRADICACIÓN DE MICROBASURALES ILEGALES.


Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, consultándole por DENUNCIA DE CONFEDERACIÓN DE SINDICATOS BANCARIOS Y AFINES RESPECTO DE IRREGULARIDADES EN BANCO PARIS.


Al señor Superintendente de Seguridad Social, solicitándole información atinente a CANTIDAD DE LICENCIAS MÉDICAS, PENSIONES DE INVALIDEZ, ACCIDENTES LABORALES Y ENFERMEDADES PROFESIONALES RECHAZADAS DURANTE 2014 Y 2015, A NIVEL NACIONAL Y REGIONAL.


A la señora Directora del Instituto Nacional de Estadísticas, requiriéndole INFORME DETALLADO SOBRE OPCIONES METODOLÓGICAS EMPLEADAS EN ELABORACIÓN DE CENSO 2017.



Y al señor Director Ejecutivo del Fondo Solidario de Inversiones Sociales, para que indique CRITERIOS UTILIZADOS EN ENTREGA DE CARROS DE COMERCIALIZACIÓN DE PRODUCTOS DEL MAR A FERIANTES DE COMUNA DE SAN PEDRO DE LA PAZ.



De los señores OSSANDÓN, GUILLIER, PROKURICA y QUINTEROS:


A la señora Presidenta de la República, solicitándole URGENCIA “SUMA” A PROYECTO QUE ESTABLECE SISTEMA NACIONAL DE EMERGENCIA Y PROTECCIÓN CIVIL Y CREA AGENCIA NACIONAL DE PROTECCIÓN CIVIL.



De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Hacienda (con copia a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y al señor Ministro de Defensa Nacional), consultándole VOLUNTAD DEL GOBIERNO PARA ENVÍO DE PROYECTO SOBRE REPARACIÓN ECONÓMICA A CIUDADANOS QUE REALIZARON SU SERVICIO MILITAR ENTRE 1973 Y 1990.



Al señor Intendente de Los Ríos (con copia al Alcalde de Panguipulli), para que remita antecedentes con relación a ESTADO DE AVANCE DE PLAN PIREHUEICO, ESPECIALMENTE EN MEDIDAS QUE INDICA.



Y al  señor Intendente de Los Ríos (con copia a la Directora Regional del Consejo de la Cultura y las Artes, a los consejeros regionales y al Alcalde de Valdivia), pidiéndole informar acerca de PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE TEATRO CERVANTES EN VALDIVIA.
)-------------(



--Se levantó la sesión a las 19:22.







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES EN HAITÍ

(S 1.809-05)

GAB. PRES. N° 866/

ANT: 1) Constitución Política de la República, artículos 32 N°17 y 53 N°5.

2) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo, artículos 7 a 14, referentes a la salida de tropas para participar en operaciones de paz.

3) Decreto Supremo N° 68, de 14 de octubre de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que modifica decreto N° 94, de 1996, que aprobó la política nacional para la participación del Estado chileno en operaciones de mantenimiento de la paz y fija nuevo texto refundido.

4) Decreto supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz. 

5) Resolución S/RES/2180 (2014), aprobada por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas el 14 de octubre de 2014.

6) Oficio de la Presidencia del Senado N° 458/SEC/14; de 14 de mayo de 2014.

MAT.: Solicita acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República. 

SANTIAGO, 30 ABR. 2015

DE: MICHELLE BACHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: PATRICIO WALKER PRIETO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Como es de conocimiento de esa Honorable Corporación, Chile participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz y dentro del marco jurídico dispuesto por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, que establece normas permanentes sobre la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; por el decreto N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz; y por las demás normas aplicables.

2. Mediante la Resolución citada en el número 5) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Cada, prorrogó el mandato de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1608 (2005), y 1542 (2004); reafirmando el compromiso de la Organización con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.

3. Como obra en su conocimiento, el H. Senado de la República autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas chilenas en Haití, por el periodo de un año, a contar del 1 de junio del 2014, lo que se comunicó mediante el Oficio citado en el número 6) de los antecedentes.

4. Cabe destacar que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable para las tareas de estabilización y reconstrucción de Haití, se materializa en el marco de un esfuerzo multinacional en el que la participación de nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto por parte de las autoridades haitianas como de las Naciones Unidas. Esta labor ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional.

5. Debe considerarse, asimismo, que la MINUSTAH se encuentra en un período de reconfiguración de su componente militar, que estará marcado por una reducción sustantiva de los medios militares de la Misión y la implementación de una estrategia de salida, lo que ha planteado nuevos escenarios para el período 2015-2016. Dicha estrategia de salida está definida por la ejecución completa del calendario electoral y la asunción de un nuevo gobierno democrático, tras lo que se produciría la salida del contingente militar internacional en una fecha a definir durante el año 2016.

6. Sin perjuicio de ello, deben tenerse a la vista los acuerdos alcanzados en el seno de las Naciones Unidas, en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para proteger los avances obtenidos, en el entendido de que una transformación de la Misión, sin la protección adecuada, puede comprometer los logros alcanzados y que, en el contexto de la realización de elecciones, con un volumen reducido de fuerza es necesario garantizar la protección de las fuerzas de las Naciones Unidas. 

7. Asimismo, debe recordarse que desde el año 2013 se ha iniciado un proceso de reducción del contingente nacional en la MINUSTAH, bajo el concepto de un retiro gradual, cooperativo y responsable. En este contexto, y en el marco de la reconfiguración general de la Misión, se ha dispuesto el repliegue de la Compañía de Ingenieros Chile-Ecuador a partir de abril de 2015, actividad que ya se ha concretado. Asimismo, en junio de 2015, se producirá el retiro de dos de las cuatro aeronaves de la Unidad de Helicópteros que la Fuerza Aérea mantiene en la MINUSTAH.

8. En forma coadyuvante a lo anterior, Chile ha desarrollado una estrategia de participación combinada con países amigos de Centroamérica, lo que ha significado un impulso a la cooperación en materias de seguridad y defensa con países de esa región.

9. De manera similar, resulta importante destacar que Chile ha sido elegido por las Naciones Unidas para acompañar esta última etapa de la MINUSTAH. La decisión del Ejecutivo de aceptar este mandato se fundamenta en una visión nacional y regional sobre la necesidad de apoyar al Gobierno de Haití para que puedan completarse los procesos electorales previstos para el año 2015, contribuyendo así a la normalización democrática de ese país.  Consecuentemente, la presente prórroga de la permanencia de tropas y medíos nacionales en la MINUSTAH tiene como fin cubrir el período que concluye con la asunción en el año 2016 del nuevo gobierno democráticamente electo, tras lo que comenzarán los procedimientos para el retiro del personal militar de Chile integrado a la Misión.

10. Corresponde tener a la vista que, con fecha lunes 13 de abril de 2015, ha debido lamentarse el fallecimiento del Sargento 2° de la Armada, Rodrigo Sanhueza, de dotación del Batallón Chile, tras un ataque registrado en las proximidades de la ciudad de Ouanaminthe. Frente a este hecho, Chile ha exigido a las Naciones Unidas y al Gobierno de Haití que se realice una investigación efectiva y se sancione a los responsables. A la vez, ha demandado a la MINUSTAH que se adopten los resguardos apropiados para la protección de la fuerza.

11. Por las razones anteriormente señaladas, estimándose fundamental continuar con la participación de Chile en la fase final de la MINUSTAH, y de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, vengo en solicitar el acuerdo del Honorable Senado de la Republica para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, inciso segundo, de la ley N° 19.067.

12. Hago presente a V.R., para los efectos de lo establecido en el artículo 53 N° 5 de la Constitución Política de la República, la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo en virtud del presente oficio.
Saluda a V.E.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Jorge Burgos Varela, Ministro de Defensa Nacional y Ministro de Relaciones Exteriores (S). 
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UN SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO Y RINDE HOMENAJE PÓSTUMO A DON LUIS RICARTE SOTO GALLEGOS

(9.851-11)

Oficio Nº 11.850
VALPARAÍSO, 23 de abril de 2015.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea un sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos, correspondiente al boletín N° 9851-11, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Objeto de la ley. Créase un sistema de protección financiera para el otorgamiento de aquellos tratamientos de alto costo que declare el decreto correspondiente, el que formará parte del Régimen General de Garantías en Salud al que se refiere el artículo 134, del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud. De este modo, los beneficiarios de las instituciones de salud previsional, para acceder a las garantías contempladas en la presente ley, deberán impetrar primero la cobertura adicional de enfermedades catastróficas contemplada en los contratos de salud previsional cuando ésta fuere procedente. De lo contrario, esta ley les será aplicable sin exclusiones.

El Fondo Nacional de Salud, deberá asegurar dicha protección financiera a todos los beneficiarios de los sistemas previsionales de salud de Chile. Se excluyen de la presente ley, las prestaciones que efectivamente sean cubiertas en virtud de las leyes N°16.744, N°18.490 y de los Contratos de Salud Previsional que incorporen la Cobertura Adicional para Enfermedades Catastróficas (CAEC). 

El otorgamiento de las prestaciones y la protección financiera del Sistema que trata esta ley, serán constitutivos de derechos para los beneficiarios y su cumplimiento podrá ser exigido por éstos ante el Fondo Nacional de Salud y la Superintendencia de Salud a través de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de Salud, conforme al ámbito de competencias que a cada Institución le corresponda. 

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos previstos en esta ley, se entenderá por:

a) Tratamiento de Alto Costo: Aquél constituido por medicamentos, alimentos o elementos de uso médicos asociados a enfermedades o condiciones de salud, que por su costo impide el acceso a éste o accediendo, impacta catastróficamente en el gasto de los beneficiarios.

b) Beneficiarios de esta ley: Aquellos de los sistemas previsionales de salud, con exclusión de las prestaciones cuyo otorgamiento se encuentra contemplado en las leyes N°16.744, N°18.490 y en los Contratos de Salud Previsional que incorporen la Cobertura Adicional para Enfermedades Catastróficas (CAEC), en los términos señalados en el artículo 1° de esta ley. 

c) Sistema de Protección Financiera: Aquel conjunto ordenado de prestaciones y derechos, en virtud del cual, el Fondo Nacional de Salud se encuentra obligado a asegurar el otorgamiento de tratamientos de alto costo a los beneficiarios, conforme a la presente ley.

d) Protección Financiera: Aquella constituida por la cobertura del valor total de las prestaciones de los tratamientos de alto costo respecto de todos los beneficiarios de esta ley.

e) Red de prestadores para Tratamientos de Alto Costo: Aquellos prestadores de salud que han sido aprobados por el Ministerio de Salud, para el otorgamiento de las prestaciones contempladas en esta ley, conforme al artículo 17.

f) Productos sanitarios: Aquellos regulados por los Títulos I, II y IV del Libro IV del Código Sanitario.

TÍTULO II

DEL EJERCICIO DE LA PROTECCIÓN FINANCIERA

Artículo 3°.- Del Ejercicio de la cobertura financiera. No contarán con el sistema de protección financiera establecido en la letra d), del artículo 2 de esta ley, las prestaciones no cubiertas por el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo o que, estando cubiertas, hayan sido otorgadas fuera de la Red de Prestadores que corresponden conforme a esta ley.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, tratándose de una condición de salud que implique urgencia vital o secuela funcional grave y que, en consecuencia, requiera hospitalización inmediata e impostergable en un establecimiento diferente de los contemplados en la Red de Prestadores aprobados por el Ministerio de Salud, el beneficiario tendrá igualmente derecho a los tratamientos con sistema de protección financiera de los que trata esta ley, hasta que el paciente se encuentre en condiciones de ser trasladado a uno de los prestadores aprobados por el Ministerio de Salud.

En esta circunstancia, los costos de los tratamientos cubiertos por esta ley y que fueran proporcionados por el prestador de urgencia, serán rembolsados a éste por el Fondo Nacional de Salud, con cargo al Fondo de Tratamientos de Alto Costo.

Sin perjuicio de lo anterior, el médico tratante en el establecimiento será quien determine el momento a partir del cual, para los efectos de este artículo, el paciente se encuentra en condiciones de ser trasladado, caso en el cual se aplicarán las reglas siguientes:

a) Si la persona facultada para ello conforme a la ley 20.584, no obstante la determinación del médico, opta por la mantención en el establecimiento, los copagos que se devenguen a partir de ese momento no se encontrarán cubiertos por este Sistema.

b) Si la persona facultada para ello conforme a la ley N°20.584, en el mismo caso, opta por el traslado a un establecimiento que no forma parte de la red de prestadores aprobados por el Ministerio de Salud, se aplicará lo dispuesto en la letra precedente.

c) Si la persona facultada para ello conforme a la ley N°20.584, opta por el traslado a un establecimiento de la red de prestadores aprobados por el Ministerio de Salud, se reiniciará a partir de ese momento la protección financiera de la que trata esta ley.

Si con posterioridad a las situaciones descritas en las letras a) y b) del inciso precedente, el paciente decide ingresar a la red de prestadores aprobados por el Ministerio de Salud, se iniciará o reiniciará el cómputo para la protección financiera de esta ley.

Los establecimientos que reciban personas que se hallen en la situación descrita en el inciso segundo deberán informarlo a la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales dentro de las veinticuatro horas siguientes, señalando la identidad de las mismas. Dicha información deberá registrarse a través de la página electrónica habilitada por la referida Intendencia para estos efectos y estará inmediatamente disponible para su consulta por las Instituciones Previsionales de Salud, el Fondo Nacional de Salud y el Ministerio de Salud.

Con todo, para los efectos de este artículo, los beneficiarios del sistema que hayan requerido atención cerrada en conformidad con las disposiciones contenidas en la ley N°19.966, para acceder a las garantías explícitas que en dicho cuerpo legal se consagran, se entenderá que dicha atención ha sido otorgada por la Red de Prestadores aprobados por el Ministerio de Salud, mientras dure su hospitalización.

En caso de discrepancia acerca de la calificación de una situación como de urgencia vital o con secuela funcional grave el Fondo Nacional de Salud por sí o a través de la red de prestadores aprobados por el Ministerio de Salud para el otorgamiento de los tratamientos de alto costo con sistema de protección financiera y el paciente o su representante, podrán requerir que resuelva la Superintendencia de Salud, a través de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales. 

Los mecanismos de reembolso a los prestadores a los que haya lugar en virtud del presente artículo, serán definidos a través de reglamento. 

La Superintendencia de Salud, a través de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales, será la entidad encargada de resolver las controversias que surjan con ocasión de la aplicación del presente artículo.

Artículo 4°.- Remisión. Las normas para la adecuada aplicación de lo dispuesto en este Título, que establecen, entre otras cosas, los supuestos de hecho que configuran un evento, el momento de inicio y término del mismo, las circunstancias en que una atención o un conjunto de atenciones será considerada de urgencia vital o generadora de una secuela funcional grave, la información que deberá registrarse como mínimo y los procedimientos que deberán cumplir los beneficiarios, los prestadores, las Instituciones Previsionales de Salud y el Fondo Nacional de Salud, serán las contenidas en el reglamento al que hace referencia el artículo 10, de la ley N°19.966.

TÍTULO III

DE LA DETERMINACIÓN DE TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO CON SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA

Artículo 5°.- Del decreto que determina los Tratamientos de Alto Costo con sistema de protección financiera. Los tratamientos de alto costo para condiciones específicas de salud con sistema de protección financiera, serán determinados a través de un decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito también por el Ministro de Hacienda, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y en el Reglamento.

Sólo podrán incorporarse al decreto señalado en el inciso precedente, los tratamientos de Alto Costo que cumplan con las siguientes condiciones copulativas:

a) El costo de los tratamientos sea igual o superior al determinado en el umbral del que trata el artículo 6.

b) Los tratamientos hayan sido objeto de una favorable evaluación científica de la evidencia, conforme al artículo 7.

c) Los tratamientos hayan sido recomendados de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.

d) Se haya decidido la incorporación de los tratamientos, conforme a lo señalado en el artículo 9°.

Artículo 6°.- De la determinación del umbral. Los Ministerios de Salud y Hacienda, cada tres años y mediante decreto supremo, fijarán el umbral nacional de costo anual para determinar si un tratamiento es de alto costo, tomando en cuenta factores tales como los ingresos anuales de los beneficiarios y su capacidad de pago después de considerados los gastos básicos de subsistencia, conforme al reglamento. 

Los antecedentes tenidos a la vista y los fundamentos para determinar el umbral, serán públicos y formarán parte del decreto del que trata el inciso primero.

Artículo 7°. Del proceso de evaluación científica de la evidencia. El proceso destinado a determinar los tratamientos de alto costo con sistema de protección financiera y su respectiva revisión, se iniciará de oficio por el Ministerio de Salud, el cual, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, realizará una evaluación basada en la evidencia científica disponible, para el tratamiento de una condición específica de salud.

Sólo podrán ser objeto de evaluación aquellos tratamientos que cumplan con la condición establecida en la letra a) del artículo 5° de esta ley.

La Subsecretaría de Salud Pública, podrá encargar en todo o parte, los estudios necesarios para la evaluación señalada en el inciso precedente, a otras instituciones públicas o privadas, considerando la especialidad del estudio a abordar.

La evaluación del respectivo tratamiento deberá comprender a lo menos, la eficacia y efectividad relativas, la seguridad, la evaluación económica, la implementación, la evaluación de las condiciones de pago a través de mecanismo de riesgo compartido, el impacto presupuestario, los efectos en las redes asistenciales, las alternativas disponibles si existieren, precio máximo industrial, las repercusiones éticas, jurídicas y sociales y el alcance y plazo de revisión de la evaluación, todo conforme a la norma técnica que al efecto dicte la Subsecretaría de Salud Pública.

En el caso de existir información con carácter de no divulgada necesaria para la realización de la evaluación, se entenderá que concurre lo dispuesto en la letra b), del artículo 91, del decreto con fuerza de ley N°3, de 2006, del Ministerio de Economía.

Para los efectos de considerar las repercusiones en las redes asistenciales del tratamiento en estudio, la evaluación deberá considerar un informe elaborado para esos efectos por la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

La evaluación considerará que las garantías de las que trata esta ley serán las mismas para todos sus beneficiarios, pero sobre la base de esta evaluación, podrán ser diferentes para una misma prestación, conforme a criterios generales de carácter de efectividad terapéutica, tales como enfermedad, sexo, grupo de edad u otras variables objetivas que sean pertinentes.

La evaluación concluirá con un Informe que será público, pero no recurrible. La publicación deberá efectuarse en la página web del Ministerio de Salud, a lo menos 15 días antes del inicio del proceso de recomendación.

Las instituciones relacionadas con el área de la salud, deberán proporcionar la información que les sea requerida por la Subsecretaría de Salud Pública, para los efectos de realizar la evaluación científica de la evidencia.

Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud, regulará el proceso de evaluación científica de la evidencia, el que deberá contemplar, entre otros, que éste se desarrolle en observancia a normas éticas y de transparencia.

Artículo 8°. Del proceso de elaboración de recomendación. La evaluación técnica de la evidencia, será analizada sobre la base del valor científico, económico y social que el tratamiento importa. Dicho proceso estará a cargo de la Subsecretaría de Salud Pública, la cual deberá convocar a las comisiones que se creen por resolución del Ministerio de Salud, en consideración al tratamiento específico a recomendar. En la conformación de estas comisiones, se deberá velar por los principios de participación social, probidad, independencia, ética y transparencia.

Cada comisión deliberará sobre la base de los elementos de valor científico, económico y social respecto de la pertinencia de la inclusión de los tratamientos en el decreto señalado en el artículo 5° de esta ley. La recomendación que efectúe, deberá además contener la propuesta de contenido y plazo de revisión de la decisión.

Entre los antecedentes que la comisión deliberativa podrá considerar para la formulación de su recomendación, se podrán incluir ofertas formales de precio de los potenciales proveedores de los productos sanitarios en estudio, información que podrá ser mantenida en carácter de confidencial, a solicitud del proveedor. Esta presentación no será vinculante para el Estado, ni para la decisión de compra, la que se realizará conforme a lo establecido en la ley N°19.886 y las disposiciones contenidas en el Título VIII de esta ley. Con todo, el precio informado a la comisión deliberativa, deberá ser respetado por el proveedor en caso de presentarse al proceso de compra respectivo, no pudiendo ser superior a éste. En este caso, pasará a ser pública la presentación efectuada en la instancia de la que trata este artículo.

De lo obrado, cada comisión levantará un acta, que será pública y podrá ser impugnada por cualquier interesado dentro de cinco días hábiles administrativos ante la propia comisión.

El funcionamiento y el proceso deliberativo de las comisiones, se regulará a través del reglamento que se dicte a través del Ministerio de Salud.

Los integrantes de la comisión deberán, al momento de asumir su encargo, hacer una declaración de intereses en que consten las actividades profesionales o económicas en que participe y que digan relación con las materias de que trata esta ley.

No podrán ser miembros de una comisión las personas que incurran en una o más de las siguientes inhabilidades:

a) Tener un interés personal en el asunto específico a debatir por la comisión o que dicho interés lo tenga su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive, o una persona jurídica en la cual el interesado tenga, directa o indirectamente, el diez por ciento o más de la participación, acciones o derechos, cualquiera sea su tipo, o tenga en ella la administración o control de la misma.

b) Haber recibido de los titulares de registros, permisos o autorizaciones sanitarias; o de los establecimientos del área de la salud; o de cualquier persona natural o jurídica que participe en la producción, distribución, intermediación, comercialización, expendio o administración de productos farmacéuticos, alimentos especiales o elementos de uso médico, financiamiento, total o parcial, transferencias monetarias o entrega de aportes de cualquier naturaleza destinados a viajes, consultorías, asesorías, investigación o cualquiera otra actividad, sea para uso personal o de su cónyuge, hijos o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive. Se incluye en esta inhabilidad la circunstancia de haber recibido los beneficios señalados precedentemente, aquella persona jurídica en la cual el interesado tenga, directa o indirectamente, el diez por ciento o más de la participación, acciones o derechos, cualquiera sea su tipo, o tenga en ella la administración o control de la misma.

c) Participar, directa o indirectamente, en la propiedad de registros, permisos, autorizaciones sanitarias, patentes industriales o cualquiera clase de propiedad industrial o intelectual de productos farmacéuticos, alimentos especiales o elementos de uso médico; en la propiedad de establecimientos del área de la salud; o en la propiedad de cualquier persona natural o jurídica que participe en la producción, distribución, intermediación, comercialización, expendio o administración de productos farmacéuticos, alimentos especiales o elementos de uso médico. Se incluye en esta inhabilidad cualquier otro tipo de participación no propietaria que genere beneficios económicos al interesado o a las personas naturales o jurídicas indicadas en la letra precedente.

Las inhabilidades señaladas en las letras b) y c) precedentes se aplicarán a las situaciones señaladas, ocurridas dentro de los veinticuatro meses anteriores al nombramiento del interesado como miembro de la comisión. Del mismo modo, los miembros de una comisión no podrán incurrir en las conductas indicadas en las letras b) y c) precedentes dentro de los veinticuatro meses siguientes al término del trabajo de la comisión respectiva.

La infracción a las normas sobre conflictos de intereses o inhabilidades establecidas en los incisos precedentes será sancionada conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan.

No obstante lo anterior, se podrá invitar, sólo con derecho voz, a agrupaciones de pacientes que tengan interés en el asunto sobre el que la Comisión delibere, previa declaración y especificación del interés comprometido, requisito sin el cual no podrá ser oída.

Las recusaciones en contra de los comisionados a que haya lugar, deberán ser presentadas en el mismo plazo del recurso de impugnación establecido en el inciso cuarto precedente.

Si con posterioridad a este plazo se conoce alguna inhabilidad de algún miembro de la Comisión, se procederá conforme lo dispuesto en los artículos 53 y siguientes de la ley 19.880.

Artículo 9°.- Del proceso de decisión. Sobre la base de la evaluación y recomendación reguladas en los artículos precedentes, los Ministerios de Salud y Hacienda, conforme a lo dispuesto en el artículo 5°, determinarán a través de decreto supremo, los tratamientos que cubrirá el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, estableciendo además el plazo y contenido de la revisión de la decisión, la que se realizará conforme a lo establecido en el presente Título.

Para estos efectos, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda podrá elaborar estudios respecto de la sustentabilidad financiera del Fondo de Tratamientos de Alto Costo, los que serán públicos y servirán de base para la dictación del decreto señalado en el inciso anterior.

El conjunto de Tratamientos de Alto Costo que cubrirá el Sistema de Protección Financiera, de acuerdo al inciso primero, deberá tener un costo anual esperado para el período de vigencia del correspondiente decreto, igual o inferior al 80 por ciento del valor esperado, al primero de enero del año siguiente a la dictación de éste, de los recursos totales con que contará el Fondo en dicho año. 

Con todo, si a la fecha de dictación del segundo decreto y los sucesivos, se prevé superar el porcentaje señalado en el inciso anterior, considerando el conjunto de tratamientos de Alto Costo con Protección Financiera del decreto vigente, el nuevo decreto sólo podrá incluir los antedichos tratamientos.

El Fondo Nacional de Salud deberá proporcionar a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda la información necesaria para la elaboración de los señalados estudios, aun cuando ella contenga datos sensibles conforme a lo dispuesto en la ley N°19.628 debiendo, en todo caso, guardar respecto de ella la debida reserva o secreto.

Este decreto deberá contener al menos una nómina de los medicamentos, alimentos y elementos de uso médico, indicando las enfermedades o condiciones de salud asociadas a cada uno de ellas, conforme a los protocolos que al efecto dicte el Ministerio de Salud, la fecha de inicio de la entrada en vigencia de la protección financiera y el arancel al que alude el artículo 5°de esta ley.

Artículo 10. De la vigencia y modificación de los Tratamientos de Alto Costo con protección financiera. El decreto que apruebe los tratamientos de alto costo con protección financiera y sus posteriores modificaciones, entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Con todo, las modificaciones podrán entrar en vigencia antes del plazo señalado, cuando existan circunstancias calificadas y fundamentadas en el decreto respectivo. 

Los tratamientos de alto costo con protección financiera tendrán una vigencia de tres años. Si no se hubieran modificado al vencimiento del plazo señalado precedentemente, se entenderán prorrogados por otros tres años y así sucesivamente.

Con todo, en circunstancias especiales, el Presidente de la República podrá disponer, por decreto supremo fundado, la modificación antes de cumplirse el plazo indicado en el inciso anterior.

Asimismo, si un tratamiento de alto costo con protección financiera, es incorporado al Régimen de Garantías Explícitas en Salud, regulado por la ley N°19.966, pasará a regirse por dicha normativa. En este caso, la garantía de protección financiera de la que trata esta ley para dicho tratamiento de alto costo, continuará vigente y exigible para todos los beneficiarios de los Sistemas de Salud que no se encuentran incorporados al Régimen de Garantías Explícitas en Salud, mientras subsista su utilidad terapéutica, de lo que deberá dejarse constancia en el respectivo decreto modificatorio.

Artículo 11. Modificación de un tratamiento. En el caso que, conforme al procedimiento regulado en este título, un tratamiento de alto costo deba ser modificado por otro de mayor utilidad terapéutica, el respectivo decreto deberá establecer, de ser necesario, la forma en que se realizará la transición para el uso del nuevo tratamiento, considerando la factibilidad técnica del cambio, las condiciones de salud de los pacientes y la continuidad de los tratamientos.

Artículo 12. De la infracción a las normas de Título. Todo aquel que por medios o maniobras ilegítimas ejecute acciones de cualquier clase que tengan por objeto inducir o incentivar a los pacientes o a cualquier persona, autoridad o funcionario para solicitar, exigir, prescribir, recomendar o determinar un tratamiento de alto costo o alguno de sus componentes sujeto al sistema de protección financiera que establece esta ley, por motivos o bajo un procedimiento distintos de los regulados en la presente ley será sancionado con multa de cien unidades tributarias mensuales hasta diez mil de dichas unidades. En el evento que el infractor obtenga un beneficio económico de la comisión de la infracción, la multa será equivalente al monto de tal beneficio, si éste fuera superior a las diez mil unidades tributarias mensuales. Las reincidencias podrán ser sancionadas hasta con el doble de la multa original.

En caso que las infracciones antes señaladas fueren cometidas por personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades relacionadas con el área de la salud, éstas podrán ser sancionadas, además, con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos, según corresponda.

Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen las multas tendrán mérito ejecutivo y se harán efectivas de acuerdo con los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

El plazo de prescripción de la infracción, así como de la sanción, será de dos años.

El procedimiento administrativo sancionatorio se regirá por las reglas establecidas en el Libro X del Código Sanitario y será substanciado y resuelto por la autoridad sanitaria respectiva, según la naturaleza del producto.

Asimismo, y de los antecedentes que obren en el sumario sanitario respectivo, la Subsecretaría de Salud Pública, podrá revocar la aprobación de la que trata el artículo 13 de esta ley.

TÍTULO IV

DE LA OBLIGATORIEDAD DEL OTORGAMIENTO DE LOS TRATAMIENTOS INCORPORADOS AL SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO

Artículo 13.- Obligatoriedad del otorgamiento de los tratamientos. El Fondo Nacional de Salud deberá dar cumplimiento obligatorio al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo que regula esta ley para con los beneficiarios señalados en su artículo 2°. Las prestaciones contempladas en el Sistema, se otorgarán con las garantías explícitas señaladas en las letras b) y c), del artículo 4º de la ley Nº19.966, además de la garantía financiera contemplada en esta ley.

El decreto supremo dictado conforme a lo dispuesto en el artículo 9° indicará, para cada tratamiento, el momento a partir del cual los beneficiarios tendrán derecho a la protección financiera. Los prestadores de salud, el Fondo Nacional de Salud y las instituciones de salud previsional deberán informar, a los beneficiarios de esta ley, que tienen derecho a la Protección Financiera otorgada por el Régimen, en la forma, oportunidad y condiciones que establezca para estos efectos el reglamento. 

En caso de incumplimiento a cualquiera de las obligaciones que establece este Título, el afectado o quien lo represente podrá reclamar ante la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de la Superintendencia de Salud, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 117 y siguientes del D.F.L. 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la que deberá resolver la controversia. En razón del procedimiento señalado, la Superintendencia de Salud podrá aplicar al infractor algunas de las siguientes sanciones:

1. Amonestación;

2. Multa de diez a mil unidades tributarias mensuales. 

En el caso de los establecimientos asistenciales públicos, podrá solicitar, además de las sanciones anteriores, la instrucción del respectivo sumario administrativo.

Asimismo, remitirá los antecedentes al Fondo Nacional de Salud a efectos que adopte las medidas que correspondan en relación a los convenios suscritos.

La Superintendencia de Salud siempre podrá iniciar de oficio este tipo de procedimientos.

El plazo de prescripción de las infracciones al presente título, así como de la sanción, será de dos años.

Sin perjuicio de lo anterior, excepcionalmente y en circunstancias calificadas, a través de decreto supremo fundado del Ministerio de Salud, la Subsecretaría de Salud Pública podrá autorizar el otorgamiento de los tratamientos a los prestadores que no hayan obtenido dicha acreditación. Se entenderá por circunstancia calificada, la ausencia de algún otro prestador aprobado por el Ministerio de Salud que haya obtenido la acreditación, poniendo en riesgo la continuidad de los tratamientos a los beneficiarios.

Para otorgar los tratamientos, los prestadores, sean públicos o privados, deberán estar  acreditados en la Superintendencia de Salud, en la forma, condiciones y oportunidad establecidos en la letra b) del artículo 4º, de la ley N°19.966 y encontrarse aprobados por el Ministerio de Salud, conforme al reglamento que se dicte al efecto. 

Para todos los efectos legales, los prestadores que hayan suscrito el convenio con el Fondo Nacional de Salud para el otorgamiento de los tratamientos incluidos en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, se entenderán adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud en todo lo relacionado con el otorgamiento de prestaciones contempladas en esta ley.

El otorgamiento de las prestaciones no contempladas en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, se regirá conforme a las normas que correspondan de acuerdo al sistema previsional de salud del beneficiario.

Artículo 14.- Atención en la red de prestadores. Para tener derecho al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, los beneficiarios deberán atenderse en la red de prestadores que les corresponda, la cual se encontrará definida a través de decreto supremo del Ministerio de Salud, conforme lo señalado en el inciso quinto del artículo 13.

Las atenciones efectuadas en la red de prestadores definida en el inciso anterior y asociadas, pero no contempladas en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, se entenderán efectuadas en la red asistencial definida por el respectivo sistema de salud previsional del paciente, para todos los efectos legales y de coberturas.

TÍTULO V

DE LA CONTINUIDAD DE LOS TRATAMIENTOS INCORPORADOS AL SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO
Artículo 15.- Suspensión o extinción del registro sanitario o de la autorización para distribuir o comercializar. Si conforme al Código Sanitario es suspendida o prohibida la distribución o comercialización de un producto sanitario contemplado en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, o bien, su registro es suspendido, cancelado o ha perdido su vigencia, el Fondo Nacional de Salud no será obligado a su entrega, sino hasta haberse completado el procedimiento previsto en el artículo 31 y siguientes. 

En tales circunstancias, siempre que no exista en el mercado chileno otra alternativa terapéutica al precio máximo industrial establecido conforme a lo dispuesto en el artículo 7 y sólo con la finalidad de asegurar el abastecimiento de los productos sanitarios y garantizar a la población la continuidad de los tratamientos que se encuentran incorporados al sistema del que trata esta ley, previa autorización del Ministerio de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud podrá, excepcionalmente, importarlos y distribuirlos, independientemente si cuentan o no con autorización o registro sanitarios, mientras se procede al procedimiento regulado en el artículo 31 o bien, se restablece su abastecimiento. 

En el caso de productos sujetos a derechos de propiedad industrial, se entenderá que las circunstancias antes descritas constituyen razones de salud pública para los efectos de lo dispuesto en el número 2, del artículo 51, del decreto con fuerza de ley N°3, de 2006, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley de propiedad industrial. La solicitud de la que trata el artículo 51 bis B de ese cuerpo legal, será presentada por el director de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.

Con todo, los titulares de los registros o autorizaciones sanitarias, los productores o los importadores, serán responsables civilmente por la falta de continuidad de los tratamientos. 
Artículo 16.- Suspensión voluntaria. Los titulares de los registros sanitarios o autorizaciones sanitarias, productores o importadores de los productos sanitarios incorporados al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo o al Régimen de Garantías Explícitas en Salud, no podrán suspender voluntariamente la distribución de los productos y deberán garantizar su adecuado abastecimiento. Con todo, podrán suspender voluntariamente la distribución cuando esta decisión se base en el conocimiento que el producto puede causar daños a la salud de la población, lo que deberá ser informado inmediatamente al Instituto de Salud Pública.

Asimismo, cualquier circunstancia que ponga en riesgo el abastecimiento de los productos sanitarios, deberá ser comunicada por el titular del registro o autorización sanitaria, productor, importador o distribuidor, dentro de las 24 horas siguientes a las de conocido el hecho, al Ministerio de Salud, al Fondo Nacional de Salud, a la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y a la Superintendencia de Salud. Esta comunicación no libera de las obligaciones y responsabilidades que le corresponde por desabastecimiento al titular del registro o autorización sanitaria, productor, importador o distribuidor y su infracción será sancionada conforme al artículo 18, considerándose como falta reiterada, cada día de desabastecimiento en el sistema. 

Los establecimientos de salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, el Instituto de Salud Pública y los establecimientos regulados por el Título III del Libro Sexto del Código Sanitario, que tomen conocimiento por cualquier causa de quiebres en los stocks o desabastecimiento de los productos sanitarios contemplados en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, deberán comunicarlo a las entidades señaladas en el inciso anterior, en igual plazo.

Tratándose de la cancelación de registros o autorizaciones sanitarias, regirán las limitaciones contempladas en el presente artículo.

Artículo 17.- Continuidad de tratamientos de acuerdo con los sistemas previsionales de salud y los ensayos clínicos. Los tratamientos prescritos y financiados a un beneficiario conforme a su sistema previsional de salud, no podrán dejar de otorgarse a pretexto que ellos se incorporan al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo y el paciente no cumple los criterios de inclusión.

Asimismo, los pacientes sujetos de ensayos clínicos tendrán derecho por parte del titular de la autorización especial para uso provisional para fines de investigación o del titular del registro, en su caso, a la continuidad gratuita de los tratamientos recibidos conforme al protocolo de estudio, aun cuando éste haya finalizado y mientras subsista su utilidad terapéutica.

Artículo 18.- Infracciones y sanciones. Las infracciones al presente Título, se regirán por las reglas establecidas en el Libro X del Código Sanitario y serán conocidas y resueltas por la autoridad sanitaria respectiva, según la naturaleza del producto.

Los titulares de los registros o autorizaciones responderán de los perjuicios que causen por esta infracción a los pacientes, prestadores y al Fondo Nacional de Salud. Estos perjuicios podrán ser reclamados además por los pacientes o sus representantes ante la Superintendencia de Salud, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.

TÍTULO VI

DEL FINANCIAMIENTO Y ADMINISTRACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO

Artículo 19.- Fondo para Tratamientos de Alto Costo. Créase un Fondo para Tratamientos de Alto Costo destinado al financiamiento total o parcial de Tratamientos de Alto Costo con Sistema de Protección Financiera incluidos en el decreto del artículo 5° para los beneficiarios señalados en la letra b) del artículo 2° de la presente ley.

Artículo 20.- Aportes. El Fondo para Tratamientos de Alto Costo se financiará  con los siguientes recursos:

a) Aportes fiscales anuales por un monto de hasta cien mil millones de pesos ($100.000.000 miles). Dicho monto se reajustará el 1° de enero de cada año en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor  determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes de noviembre del año anteprecedente y noviembre del año anterior a la fecha en que opere el reajuste respectivo.

b) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte el Ministerio de Hacienda, lo que deberá hacer con beneficio de inventario.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

d) La rentabilidad que genere la inversión de los recursos del mismo. 

Los recursos para el financiamiento del Fondo para Tratamientos de Alto Costo estarán contemplados en la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Los recursos del Fondo para Tratamientos de Alto Costo podrán invertirse en los instrumentos, operaciones y contratos que establezca el Ministerio de Hacienda, mediante instrucciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N°20.128.

Artículo 21.- Remisión. Mediante un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se establecerán los mecanismos, procedimientos y demás normas necesarias para la aplicación de los recursos y la rendición de cuentas del Fondo para Tratamientos de Alto Costo. Estos recursos podrán ser utilizados a partir de la entrada en vigencia del primer decreto señalado en el artículo 9°.

El Fondo para Tratamientos de Alto Costo traspasará recursos al Fondo Nacional de Salud, de acuerdo a lo establecido en dicho reglamento. 

El monto de los recursos traspasados será equivalente al costo de los tratamientos.

TÍTULO VII

DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE VIGILANCIA Y CONTROL DEL SISTEMA Y EL SISTEMA DE INFORMACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE LAS PRESTACIONES INCORPORADAS AL SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO
Artículo 22.- Comisión Ciudadana de Vigilancia y Control del Sistema. Existirá una comisión ciudadana de vigilancia y control del sistema de protección financiera para  tratamientos de alto costo integrada por dos representantes de asociaciones de pacientes de enfermedades con tratamiento de alto costo, de aquellas registradas conforme al artículo 30; dos representantes de asociaciones científicas relacionadas con enfermedades con tratamientos de alto coso; dos académicos de la facultad de medicina de una institución de educación superior acreditada institucionalmente, de conformidad a la ley N°20.129; cuatro expertos del área de la salud designados por el Ministro de Salud.

La comisión tendrá como función asesorar al Ministro de Salud y de Hacienda a través del monitoreo del funcionamiento de este sistema y la respectiva elaboración de recomendaciones.

Artículo 23.- Información a la Comisión. La comisión a que se refiere el artículo anterior estará especialmente facultada para conocer y ser informada por las instituciones relacionadas con este sistema, de las siguientes materias:

a) Procedimientos para asegurar el otorgamiento oportuno e íntegro de las prestaciones contempladas en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo.

b) Criterios utilizados por el Fondo Nacional de Salud para cumplir con las políticas e instrucciones emanadas del Ministerio de Salud y, dentro del ámbito de sus atribuciones, por la Superintendencia de Salud.

c) Recibir cuenta trimestral por parte del Fondo Nacional de Salud, de la ejecución presupuestaria de los recursos transferidos por el Fondo y las coberturas otorgadas, incluyendo el tratamiento de datos sensibles relacionados con la información de pacientes.

d) Ejecución de los convenios referidos en el artículo 14 de esta ley.

e) Del cumplimiento y ejecución de las materias tratadas en los Títulos IV, V y VIII de esta ley.

f) En general, las medidas, instrumentos y procedimientos destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones y ejercicio de las funciones establecidas en la presente ley para el otorgamiento de las prestaciones incorporadas al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo.

La comisión no estará facultada para intervenir en la administración del sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo.

Artículo 24.- Miembros de la comisión. Todos los miembros de la comisión serán designados a través de decreto supremo, por el Ministro de Salud, los que durarán cuatro años en sus funciones. 

Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Salud, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de la comisión ciudadana de vigilancia y control, la designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. 

La Subsecretaría de Salud Pública otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de esta comisión.

Asimismo, la comisión podrá pedir asistencia técnica a los órganos públicos pertinentes.

Artículo 25.- Informe de la comisión. La comisión deberá emitir un informe anual que contenga los resultados y conclusiones de sus observaciones y la formulación de recomendaciones, el que deberá ser remitido a los ministros de Salud y de Hacienda y difundido conforme al procedimiento y modalidades que establezca el reglamento.

Artículo 26.- Informes del Fondo Nacional de Salud. El Fondo Nacional de Salud y la Central Nacional de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud deberán informar al menos, trimestralmente a la Superintendencia de Salud los precios unitarios, frecuencias y prestaciones otorgadas que formen parte del sistema de protección financiera de alto costo y que hayan sido requeridas en este carácter; todo ello de conformidad con las instrucciones que, mediante circulares de general aplicación, imparta la Superintendencia de Salud.

Artículo 27.- Sistema de información. El Fondo Nacional de Salud deberá implementar un sistema de información que permita el seguimiento, monitoreo y control del otorgamiento de las prestaciones contempladas en el Sistema, así como del gasto ejecutado para cada una de ellas, todo conforme al reglamento.

Asimismo, el sistema deberá contener un registro de los productos sanitarios que han sido incluidos en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, los respectivos proveedores, precios de compra y duración de los contratos celebrados con la Central Nacional de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, conforme lo dispuesto en el artículo 31. Esta información deberá encontrarse disponible en la página web del Fondo Nacional de Salud y actualizarse al menos, mensualmente.

Artículo 28.- Convenios de entrega y actualización de información. Los prestadores que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 14 de esta ley, deberán celebrar un convenio con el Fondo Nacional de Salud para el otorgamiento de las prestaciones, el que deberá contener, entre otros, la obligatoriedad para aquellos de suscribir, registrar y actualizar el sistema de información de acuerdo al reglamento.

Artículo 29.- Acceso al sistema. El Ministerio de Salud, la Superintendencia de Salud, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y la comisión de la que trata el Título VII de esta ley, podrán acceder al sistema de información y a la información correspondiente a la salud de los pacientes. Los funcionarios y miembros de la comisión deberán guardar, respecto de esta última, la debida reserva o secreto, sujetándose en todo a lo dispuesto en la ley N°19.628.

Artículo 30.- Registro de asociaciones o agrupaciones de pacientes. El Ministerio de Salud, llevará un registro público de las asociaciones o agrupaciones de pacientes de enfermedades o problemas de salud contemplados en el sistema de protección financiera, conforme al reglamento.

Título VIII

DE LA ADQUISICIÓN DE LOS PRODUCTOS SANITARIOS CONTEMPLADOS EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN FINANCIERA PARA TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO
Artículo 31.- Adquisición. La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud será la entidad encargada de adquirir los productos sanitarios necesarios para el otorgamiento de las prestaciones cubiertas por el sistema del que trata esta ley. 

Las adquisiciones se realizarán conforme a las normas contenidas en la ley N°19.886 y su reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, por resolución fundada y en circunstancias calificadas, tales como la insuficiente capacidad de oferta de los productos sanitarios por parte de un solo proveedor o la continuidad de los tratamientos de los pacientes, la Central de Abastecimiento podrá contratar con más de un proveedor un mismo producto sanitario.

Asimismo, cuando la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud sea titular de un registro, podrá contratar a través de la modalidad de trato directo la compra y/o importación del producto sanitario.

En circunstancias de desabastecimiento, inaccesibilidad o escasa oferta de los productos sanitarios requeridos para el otorgamiento de las prestaciones, lo que será determinado por resolución del Ministerio de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, podrá solicitar ante la autoridad sanitaria que corresponda según la naturaleza del producto, el registro sanitario provisional o autorización sanitaria pertinente, el que no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros. 

Artículo 32.- Financiamiento. La adquisición de los productos sanitarios será financiada directamente por el Fondo Nacional de Salud, el que podrá entregar además anticipos a la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud con la finalidad que ésta pueda financiar adecuadamente los trámites, entre otros, de registro, importación y aduana.

Artículo 33.- Condición resolutoria. Si los precios de los productos sanitarios que adquiera la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud experimentan variaciones anuales más allá a las del Índice de Precios del Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, durante toda la vigencia del decreto del que trata el artículo 5°, o exceden, en su caso, del precio máximo industrial establecido durante el proceso de evaluación científica de la evidencia; entonces, se tendrán por resueltos de pleno derecho los contratos de suministro vigentes.

No habiendo en el mercado chileno otro proveedor con el precio reajustado según la regla señalada anteriormente, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, podrá adquirir los productos de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 31.

TÍTULO IX

MODIFICACIONES A OTROS CUERPOS LEGALES
Artículo 34.- Modifícase el Código Sanitario, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase los incisos cuarto y quinto del artículo 100, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente, conforme al siguiente tenor:

“Prohíbase la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios, como asimismo los incentivos de cualquier índole que induzcan a privilegiar el uso, prescripción, dispensación, venta o administración de uno o más productos a cualquier persona. Con todo, el Ministerio de Salud a través de un decreto supremo fundado, podrá incluir dentro de esta prohibición a algunos elementos de uso médicos.

Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos, por quienes los representen o, en general, por quienes tengan algún interés en que se privilegie el uso de uno o más productos o dispositivos.”.

2) Agrégase el siguiente inciso sexto nuevo:

“Los titulares de registros, permisos o autorizaciones sanitarias, los establecimientos del área de la salud y cualquier persona natural o jurídica que participe en la producción, distribución, intermediación, comercialización, expendio o administración de productos farmacéuticos, alimentos especiales o elementos de uso médico, podrán financiar, total o parcialmente, transferir o entregar, a título gratuito o a precios preferentes, esta clase de productos a los pacientes que requieran de ellos, sujeto en todo a las regulaciones establecidas legalmente, en cuyo caso el beneficiario tendrá derecho a seguir gozando del beneficio otorgado, en iguales o mejores condiciones, mientras subsista la utilidad terapéutica del producto de que se trate.”.

3) Agréganse los siguientes Títulos V y VI, nuevos, al Libro Cuarto:

“TÍTULO V

DE LOS ENSAYOS CLÍNICOS DE PRODUCTOS FARMACÉUTICOS Y ELEMENTOS DE USO MÉDICO

Artículo 111 A.- Los productos farmacéuticos y los elementos de uso médico para ser utilizados en investigaciones científicas en seres humanos, deberán contar con una autorización especial para su uso provisional, la cual será conferida por el Instituto de Salud Pública conforme al presente Libro.

La autorización especial para uso provisional para fines de investigación, se requerirá para todo producto farmacéutico o dispositivo médico, ya sea porque no cuenten con el respectivo registro sanitario o bien, contando con éste, se pretenda su utilización de manera distinta a la autorizada. Con todo, el Ministerio de Salud podrá establecer mediante decreto supremo, la exención de esta exigencia a los elementos de uso médico cuyo uso no conlleve un riesgo relevante para las personas. 

Para efectuar la solicitud de autorización especial para uso provisional para fines de investigación, el solicitante deberá presentar, previa aprobación conforme a lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N°20.120, el protocolo de investigación, el formato de consentimiento informado, la póliza de seguros y todo otro antecedente que establezca el reglamento.

Con todo, la autorización especial para uso provisional para fines de investigación no podrá tener una duración mayor a un año, contado desde la fecha de la resolución que lo concede, y podrá ser renovado por períodos iguales y sucesivos, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en este Código, la ley N°20.120 y los respectivos reglamentos.

Los productos farmacéuticos y elementos de uso médico que cuenten con autorización especial para uso provisional para fines de investigación, sólo podrán ser destinados al uso que la misma autorización determine, quedando prohibida en consecuencia, su tenencia, distribución y transferencia a cualquier título o su uso de manera distinta a la registrada, en su caso.

El Instituto de Salud Pública deberá llevar un registro público de todas las investigaciones científicas en seres humanos con productos farmacéuticos o elementos de uso médicos autorizadas para realizarse en el país, con las menciones que señale el reglamento. Dicho registro estará sujeto a las disposiciones del artículo 7° del artículo primero de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

Artículo 111 B.- El titular de la autorización, la entidad patrocinante, el investigador principal y el respectivo centro donde se realizase la investigación, serán responsables de notificar las reacciones adversas y los eventos adversos producidos con ocasión del estudio al Instituto de Salud Pública y al Comité Ético Científico que corresponda, así como del cumplimiento de las normas sobre farmacovigilancia y tecnovigilancia conforme al reglamento.

Artículo 111 C.- El paciente sujeto de ensayo clínico y una vez terminado éste, tendrá derecho a que el titular de la autorización especial para uso provisional para fines de investigación y, con posterioridad en su caso, el titular del registro sanitario del producto sanitario de que se trate, le otorgue a su costa, la continuidad del tratamiento por todo el tiempo que persista su utilidad terapéutica y conforme al protocolo de investigación respectivo.

La obligación de la que trata este artículo, afectará al titular del registro sanitario aun cuando no haya sido el titular de la autorización provisional o haya adquirido con posterioridad el registro sanitario.

Artículo 111 D.- Todo centro donde se realice investigación de productos farmacéuticos y elementos de uso médico en seres humanos, deberá encontrarse acreditado por el Instituto de Salud Pública, conforme a los estándares, exigencias y procedimientos que establezca el reglamento.

La misma autoridad será competente para la fiscalización del cumplimiento de los protocolos de investigación, de los consentimientos informados, las buenas prácticas clínicas, las notificaciones de reacciones adversas y de eventos adversos y, en general, del cumplimiento de la normativa relacionada con esta materia.

El Instituto de Salud Pública tendrá libre acceso a la información relacionada con la investigación. Toda obligación de reserva contemplada en protocolos o convenciones y documentos en general, será inoponible a esa autoridad, y toda disposición en contravención a la presente ley, es nula, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones contenidas en el artículo 89 y en la letra b), del artículo 91, ambos del decreto con fuerza de ley N°3, de 2006, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley de propiedad industrial.

Artículo 111 E.- Los titulares de las autorizaciones para uso provisional para fines de investigación serán responsables, de los daños que causen con ocasión de la investigación, aunque ellos se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica, existentes en el momento de producirse aquéllos.

Asimismo, acreditado el daño, se presumirá que éste se ha producido con ocasión de la investigación.

La acción para perseguir esta responsabilidad prescribirá en el plazo de 10 años, contado desde la manifestación del daño.

Artículo 111 F.- Será obligación de los titulares de las autorizaciones especiales para uso provisional para fines de investigación de productos farmacéuticos y/o elementos de uso médico, contar con una póliza de seguro por responsabilidad civil, conforme al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. 

A través de un decreto supremo del Ministerio de Salud, se establecerá el listado de elementos de uso médico para cuya investigación será obligatoria la presentación de pólizas de seguro.

Artículo 111 G.- Las infracciones a lo dispuesto en el presente Título, serán sancionadas conforme a las disposiciones del Libro X de este Código y las contenidas en la ley N°20.120.

TÍTULO VI

DE LA RESPONSABILIDAD POR PRODUCTOS SANITARIOS DEFECTUOSOS

Artículo 111 H.- Se entenderán por productos sanitarios, los regulados en los Títulos I, II y IV, de este Libro.

Se entenderá por producto sanitario defectuoso aquél que no ofrezca la seguridad suficiente, teniendo en cuenta todas las circunstancias ligadas al producto y, especialmente, su presentación y el uso razonablemente previsible.

Asimismo, un producto es defectuoso si no ofrece la misma seguridad normalmente ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie.

Un producto no podrá ser considerado defectuoso por el solo hecho de que tal producto se ponga posteriormente en circulación de forma perfeccionada.

Artículo 111 I.- Todo daño causado por el uso de un producto sanitario defectuoso, dará lugar a las responsabilidades civiles y penales, según corresponda. 

Serán responsables de los daños los titulares de los registros o autorizaciones, los fabricantes y los importadores, según corresponda. Las personas responsables del daño, lo serán solidariamente ante los perjudicados. El que hubiere respondido ante el perjudicado tendrá derecho a repetir frente a los otros responsables, según su participación en la provocación del daño.

La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, en su calidad de Órgano de la Administración del Estado, responderá en su caso, conforme a las reglas establecidas en el Título III, de la ley N°19.966, pudiendo siempre repetir contra las personas señaladas en el inciso anterior. El plazo de prescripción para ejercer esta acción será de 5 años. 

Artículo 111 J.- El perjudicado que pretenda obtener la reparación de los daños causados tendrá que probar el defecto, el daño y la relación de causalidad entre ambos.

En los ensayos clínicos, acreditado el daño, se presumirá que éste se ha producido con ocasión de la investigación.

Artículo 111 K.- El demandado no podrá eximirse de responsabilidad alegando que los daños ocasionados por un producto sanitario defectuoso, se originan de hechos o circunstancias que no se previeron según el estado de los conocimientos científicos o técnicos existentes en el momento de su puesta en circulación o uso.

Artículo 111 L.- La acción de reparación de los daños y perjuicios previstos en este Título, prescribirá a los 5 años, a contar desde la manifestación del daño, ya sea por el defecto del producto o por el daño que dicho defecto le ocasionó. La acción del que hubiese satisfecho la indemnización contra todos los demás responsables del daño prescribirá a los dos años, a contar desde el día del pago de la indemnización.

Para los daños producidos con ocasión de un ensayo clínico, regirá la prescripción establecida en el artículo 111 E.

Artículo 111 M.- Los fabricantes e importadores de los productos sanitarios, deberán contar con un seguro, aval o garantía financiera equivalente, para responder de los daños sobre la salud derivados de problemas de seguridad de los mismos, en los términos que establezca el reglamento.

Artículo 111 N.- El ejercicio de las acciones jurisdiccionales para la reparación de los daños de que trata este Título, se regirán por lo dispuesto en el Párrafo II, del Libro III, de la ley Nº19.966.

Se entenderá que los prestadores que hayan celebrado un convenio con el Fondo Nacional de Salud en los términos del artículo 33, forman parte de la Red Asistencial de la que trata el artículo 17, del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, del Ministerio de Salud.

Asimismo, las reclamaciones por productos defectuosos o daños causados con ocasión de un ensayo clínico, se presentarán ante la entidad establecida en el artículo 44 de la ley N°19.966, rigiéndose por dicho procedimiento.
Artículo 35.- Agrégase en el artículo 13 de la ley N° 20.584 el siguiente literal e):

“e) El Instituto de Salud Pública, en el ejercicio de sus facultades.”.

Artículo 36.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979 y de las leyes N°18.469 y N°18.933, de la siguiente forma:

1) Intercálase en el artículo 50, una nueva letra e), pasando la actual a ser la letra f) y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“e) Asegurar el otorgamiento de las prestaciones de tratamientos de alto costo, en la forma y condiciones establecidas en la ley, y administrar operativamente los recursos contemplados para el financiamiento de dichos tratamientos.
2) Intercálase el siguiente artículo 50 bis:

“Artículo 50 bis.- El Fondo Nacional de Salud deberá informar a la comisión ciudadana de vigilancia y control del sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, respecto de las materias y en las condiciones que determine la ley respectiva.

Será de responsabilidad del director del Fondo Nacional de Salud, el proporcionar la referida información.

Asimismo, el Fondo Nacional de Salud deberá implementar y administrar el sistema de información para el otorgamiento de las prestaciones incorporadas al sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, de acuerdo a la ley respectiva.”. 
3) Agrégase en el artículo 70, la siguiente letra e):

“e) Proveer de los productos sanitarios necesarios para el otorgamiento de las prestaciones cubiertas por el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo. Asimismo, podrá proveer de los productos sanitarios para tratamientos de alto costo no cubiertos por dicho sistema, para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad y para Instituciones de Salud Previsional, a solicitud de los organismos respectivos, previo pago anticipado de, al menos, los gastos que irrogue su importación y/o registro. Para los efectos de esta letra, la Central podrá registrar, importar, adquirir, almacenar, distribuir, transportar, arrendar y vender esos productos.”.”.
4) Modifícase el inciso segundo del artículo 107, en el siguiente sentido:

a) Elimínase la conjunción “y”, la segunda vez que aparece.

b) Agrégase, luego de la palabra “Salud”, la frase “y sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo”.

c) Agréguese el siguiente inciso cuarto:

De la misma manera, le corresponde el control y supervigilancia del sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo. Para estos efectos, podrá regular, fiscalizar y resolver las controversias respecto de prestadores, seguros, fondos e instituciones que participen de todos los sistemas previsionales de salud, incluyendo los de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, Investigaciones y Gendarmería de Chile.

5) Reemplázase el nombre del párrafo 2°, del Título III, del Capítulo VII, del Libro I, por el siguiente “De la Supervigilancia y Control de las Garantías Explícitas en Salud y del Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”.

6) Modifícase el artículo 115, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el inciso primero, antes de los dos puntos (:) la expresión “y el Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”.

b) Intercálase, en el número 1, a continuación de la palabra “Salud”, la expresión “y de las prestaciones del Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”.

c) Intercálase, en el número 2, a continuación de la palabra “Salud”, la expresión “y el Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”.

d) Intercálase el siguiente número 5 nuevo, adecuándose el orden correlativo de los siguientes: 

“5.- Dictar las instrucciones de carácter general al Fondo Nacional de Salud, Instituciones de Salud Previsionales, Prestadores e instituciones de salud de las Fuerzas Armas y las de Carabineros, Investigaciones y  Gendarmería, con el objeto de facilitar la aplicación del Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y su acceso por parte de sus beneficiarios, realizar la correcta interpretación de sus normas y fiscalizar su cumplimiento, salvo en las materias propias del Código Sanitario”.

e) Intercálase, en el actual número 5, que pasa a ser 6, a continuación de la expresión “en Salud”, las dos veces que aparece, la frase “y el Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”. 

f) Intercálase, a continuación del actual número 7, que pasa a ser 8, el siguiente número 9, nuevo:

“9.- Requerir de los prestadores, tanto públicos como privados, del Fondo Nacional de Salud, de la comisión ciudadana de vigilancia y control del sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile, y en general, de cualquier institución pública y/o privada la información que acredite el cumplimiento del Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo, sobre oportunidad y calidad de las prestaciones y beneficios de salud que se otorguen a los beneficiarios, sin perjuicio de las facultades que pudieren corresponder a otros organismos. Esta facultad se extenderá al otorgamiento de las prestaciones no contempladas pero asociadas al Sistema, efectuadas en la Red de Prestadores aprobada por el Ministerio de Salud;”.

g) Agrégase, en el actual número 9, que pasa a ser 11, a continuación de la palabra “salud”, la segunda vez que aparece, la expresión “así como el Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo”.

7) Agrégase en el inciso primero del artículo 116, antes del punto aparte (.) la siguiente frase: “y en el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo.”.

8) Agréguese el siguiente nuevo inciso final a la letra a) del artículo 189 del D.F.L. 1, de 2005, del Ministerio de Salud:

“Asimismo, las instituciones de salud previsional deberán informar a sus afiliados respecto de la existencia y cobertura del Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo, y, cuando proceda, transferir al Fondo para Tratamientos de Alto Costo los recursos que por concepto de cobertura adicional de enfermedades catastróficas corresponda otorgar. Esta última materia deberá ser reglada mediante instrucciones de la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de la Superintendencia de Salud.”

Artículo 37.- Modifícase el artículo 9° de la ley N° 19.966, en el siguiente sentido:

1) Intercálase un nuevo inciso segundo, pasando el actual a tercero y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Para los efectos del cómputo del deducible se contabilizarán los copagos que tengan origen en prestaciones cubiertas tanto por las Garantías Explícitas en Salud, como por el sistema de protección financiera para tratamientos de alto costo. Para realizar este cálculo, las Instituciones de Salud Previsional y el Fondo Nacional de Salud, deberán entregarse mutuamente, toda la información que sea necesaria, la que podrá comprender entre otras, la referida a prestaciones, aranceles y copagos efectuados.”.

2) Reemplázase en el actual inciso cuarto, que pasa a ser quinto la expresión “séptimo” por  “final”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Las normas de la presente ley regirán a contar de la entrada en vigencia del decreto al que se refiere el artículo 9º de esta ley, según lo señalado en el inciso siguiente. Sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de la publicación de la presente ley, los decretos y reglamentos que refiere esta misma.

El primer decreto que establezca los Tratamientos de Alto Costo que se incorporan al sistema que regula la presente ley, podrá dictarse una vez publicados los reglamentos del artículo 10 e inciso segundo del artículo 17, y no le será aplicable el procedimiento establecido en los artículos 11, 12 y el inciso primero del artículo 13. Este decreto tendrá una vigencia hasta el 31 de diciembre del año 2017.

El segundo decreto que establezca los tratamientos de alto costo será dictado antes del 30 de junio del año 2017 y entrará en vigencia el 1 de enero del año 2018 y regirá hasta el 30 de junio de 2019. Para la elaboración de este decreto será necesario cumplir todos los procedimientos previstos en esta ley, con excepción del procedimiento establecido en los artículos 11, 12 y el inciso primero del artículo 13, para los tratamientos que ya habían sido incluidos en el primer decreto.

El tercer decreto que establezca los tratamientos de alto costo y los sucesivos, serán dictados junto al decreto que establezca las Garantías Explícitas en Salud, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 23 de la ley N°19.966 y su vigencia se extenderá por el término establecido en el artículo 14 de esta ley. 

Para la elaboración del tercer decreto y los sucesivos, será necesario cumplir todos los procedimientos previstos en esta ley.

La Garantía Explícita de Calidad será exigible cuando entre en vigencia, conforme a la ley N°19.966.

Los integrantes de la primera Comisión Ciudadana de Vigilancia y Control del Sistema, a que se refiere el artículo 26 de la presente ley, que se indican a continuación, durarán en sus funciones 2 años:  Un representante de asociaciones de pacientes, uno de las asociaciones científicas relacionadas con enfermedades con tratamientos de alto costo, un académico de la facultad de medicina de una institución de educación superior acreditada institucionalmente, y dos expertos del área de la salud designados por el Ministro de Salud. Los demás integrantes de dicha Comisión, durarán cuatro años en sus funciones. 

Artículo segundo.- El Fondo para Tratamientos de Alto Costo se constituirá en la fecha de entrada en vigencia del primer decreto del artículo 9º de la presente ley. 

Los aportes fiscales anuales para el Fondo del artículo 24 de la presente ley se regirán por las reglas siguientes:  

1) El primer año de entrada en vigencia del Fondo, el aporte fiscal provendrá de recursos del Fondo Nacional de Salud y treinta mil millones de pesos ($30.000.000 miles) del Tesoro Público. 

2) En el segundo año de vigencia del Fondo, la Ley de Presupuestos aportará a dicho Fondo cincuenta mil millones de pesos ($50.000.000 miles).

3) En el tercer año de vigencia del Fondo, la Ley de Presupuestos aportará a dicho Fondo  cien mil millones de pesos ($100.000.000 miles).

4) A contar del cuarto año de vigencia se aplicará lo dispuesto en la letra a) del artículo 24 de la presente ley y se otorgará el primer reajuste establecido en dicho artículo.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos. Para los años siguientes, el financiamiento se realizará con cargo a los recursos que la Ley de Presupuestos asigne para estos fines.”.”

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES EN MATERIAS DE PERSONAL PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS DE LAS INSTITUCIONES QUE SE INDICAN

(9.913-05)


Oficio Nº 11.845 

VALPARAÍSO, 22 de abril de 2015.


Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican, correspondiente al boletín N°9913-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I
BONO COMPENSATORIO PARA EL PERSONAL A JORNAL DE LA QUINTA DIVISIÓN DEL EJÉRCITO DE CHILE
Artículo 1°.- Otórgase un bono compensatorio al personal a jornal de la Quinta División del Ejército de Chile, cuyo monto se determinará conforme al inciso siguiente.

Este beneficio será equivalente a la diferencia entre el total de haberes percibidos en el mes de mayo de 2011 y el obtenido durante el mes inmediatamente anterior al de publicación de esta ley. Para estos  efectos, los haberes obtenidos en el mes de mayo de 2011, se considerarán reajustados conforme a lo dispuesto en los artículos 1° de las leyes N°s 20.559, 20.642 y 20.717.

El total del bono resultante, con arreglo a lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación que experimente el valor del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años edad.

El Comandante del Comando de Personal del Ejército de Chile dictará una resolución exenta que  individualizará a los beneficiarios y el monto correspondiente asignado, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. 

El bono compensatorio se pagará  mensualmente, en la medida que los beneficiarios continúen desempeñándose como jornales en la Quinta División del Ejército de Chile, será tributable e imponible y no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tenga derecho este personal  
TÍTULO II
ASIGNACIÓN VARIABLE PARA DIRECTIVOS DE LA CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL Y DEL SERVICIO DE COOPERACIÓN TÉCNICA

Artículo 2°.- A contar del primer día del mes siguiente desde la publicación de esta ley, el personal que desempeñe la función de Director Ejecutivo, Gerente, Fiscal y Director Regional de la Corporación Nacional Forestal y el que se desempeñe como Gerente General, Gerente de Área, Fiscal y Director Regional del Servicio de Cooperación Técnica, tendrán derecho a percibir el monto máximo de la asignación de estímulo a la función directiva establecida en los artículos 4° de la ley N°20.300 o 31 de la ley N°20.313, según corresponda, durante el período en que no se haya efectuado evaluación del convenio de desempeño mencionado en los referidos artículos.  
TÍTULO III
ASIGNACIÓN PARA OPERADORES DE MAQUINARIA PESADA

Artículo 3º.- Reemplázase el inciso final del artículo único de la ley N°19.580, que establece  una asignación para el personal del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, por el siguiente: 

“El número máximo de personas que tendrán derecho a percibir esta asignación será fijado anualmente por el Ministerio de Obras Públicas, mediante decreto fundado en criterios objetivos, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, y visado por la Dirección de Presupuestos. Mientras no se dicte este primer decreto, el número máximo de personas que tendrán derecho a percibir esta asignación será de 871.”.

TÍTULO IV
CUPOS DE BONIFICACIÓN POR RETIRO DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES

Artículo 4°.- Los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N°3.551, de 1980, y por la ley N°18.883, que hayan postulado, cumpliendo los requisitos, a las bonificaciones establecidas en el artículo 14 de la ley N°20.649, sin resultar seleccionados por falta de cupos, podrán ser beneficiados mediante la reasignación contemplada en el artículo 2° de la misma ley, hasta un máximo de 300 cupos.

Mediante resolución de la dictada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, visada por la Dirección de Presupuestos, se determinarán los beneficiarios, los que deberán cesar en sus funciones a más tardar el último día del mes subsiguiente a la publicación de la resolución señalada.

Los municipios deberán acreditar, mediante certificación de sus secretarios municipales, la identificación de los beneficiarios, la recepción de sus renuncias, la fecha a contar de la cual se hará efectiva y los demás datos solicitados para efectos de cursar las respectivas transferencias de fondos, una vez cesado en sus cargos.

En lo no previsto en este artículo se aplicarán las normas contenidas en la ley N°20.649 que otorga a los funcionarios municipales bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional.

A los funcionarios que resulten beneficiados en virtud del inciso primero, les será aplicable lo dispuesto en el artículo 13 de la ley señalada, para efectos de acceder al bono post laboral regulado en  ley N°20.305.

TÍTULO V
MODIFICA REQUISITOS DE LA PLANTA DE PROFESIONALES DE LA DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS

Artículo 5°.- Reemplázase en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 2004, que fusiona plantas de personal de la Dirección de Presupuestos, el párrafo denominado “Planta de Profesionales”, por el siguiente:

“Planta de Profesionales:

Grados 5°, 6°, 7°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y además, la experiencia profesional que se indica a continuación, para los siguientes grados:

Grado 5°: a lo menos, 5 años;

Grado 6°: a lo menos, 3 años;

Grado 7°: a lo menos, 2 años;

Grados 8°, 9° y 11°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste y, además, la experiencia profesional que se indica a continuación, para los siguientes grados:

Grado 8°: a lo menos, 5 años;

Grado 9°: a lo menos, 3 años.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los requisitos exigidos en el artículo 5° para el desempeño de los cargos, no serán exigibles a los funcionarios de la Dirección de Presupuestos que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan la calidad de titulares en servicio, presten servicios a contrata asimilados a la planta de profesionales o se les hayan prorrogados sus contratos en las mismas condiciones.  
Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo 1° se financiará durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto del Ejército de Chile. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de los artículos 2° y 4°   durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo 3°, se financiará, durante el año 2015, con cargo al presupuesto de los servicios respectivos del Ministerio de Obras Públicas. El Ministerio de Hacienda con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar este  presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA REGULAR LA SITUACIÓN DEL TRABAJADOR DEPENDIENTE QUE SE DESEMPEÑA COMO VOLUNTARIO DEL CUERPO DE BOMBEROS

(9.720-13)


Oficio Nº 11.842 

VALPARAÍSO, 22 de abril de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley, originado en moción, que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos, correspondiente al boletín N°9720-13, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.‑ Agrégase al Código del Trabajo el siguiente artículo 66 ter nuevo:
“Art. 66 ter.- Los trabajadores dependientes que se desempeñen adicionalmente como voluntarios del Cuerpo de Bomberos estarán facultados para acudir a llamados de emergencia ante accidentes, incendios u otros siniestros que ocurran durante su jornada laboral.
El tiempo que estos trabajadores destinen a la atención de dichas emergencias será considerado como trabajado para todos los efectos legales. El empleador no podrá, en ningún caso, calificar esta salida como intempestiva e injustificada para configurar la causal de abandono de trabajo establecida en el artículo 160, número 4, letra a), de este Código.

No obstante, estos trabajadores deberán acreditar el acto de servicio, por la Comandancia del respectivo Cuerpo de Bomberos.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL ALZAMIENTO DE HIPOTECAS QUE CAUCIONEN CRÉDITOS HIPOTECARIOS (8.069-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los ex Diputados señores Felipe Harboe Bascuñán y Jorge Burgos Varela, y de los Honorables Diputados señores Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy Ibáñez, Enrique Jaramillo Becker, Cristián Monckeberg Bruner, José Miguel Ortiz Novoa, Alberto Robles Pantoja, Jorge Tarud Daccarett y Matías Walker Prieto.

____________


La Comisión hace presente que discutió la iniciativa en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación. 


Asimismo, la Comisión propone a la Sala proceder sólo a la aprobación en general del proyecto y, luego, abrir un plazo para presentar indicaciones al mismo.

Finalmente, cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente urgencia para su despacho, en el carácter de “simple”.

____________

OBJETIVOS DEL PROYECTO





En lo fundamental, poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que, para seguridad de su crédito, afectan a un bien raíz, una vez extinguida la acreencia. 

De este modo, el proveedor del crédito es el responsable de efectuar a su costo el alzamiento de la hipoteca constituida sobre la propiedad ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, sin necesidad de que medie requerimiento expreso del deudor.
____________

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene.

____________


A una de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas:


Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Jefe de la Subdirección Jurídica y Consumo Financiero, el señor Andrés Herrera; y la asesora señorita Magdalena Lazcano.


Del Consejo Directivo del Banco del Estado: el Presidente del Consejo, señor Rodrigo Valdés; el Gerente de Segmento Relacional y Banca Hipotecaria, señor Marcelo Hiriart; el abogado, señor Álvaro Larraín, y el asesor señor Marcelo Drago.


De la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS): la Directora y Vicepresidenta, señora Alicia Gariazzo. 


De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF): el Superintendente, señor Eric Parrado; el Director de Asuntos Institucionales y Comunicaciones, señor Erick Rojas; el Director Jurídico, señor Andrés Prieto, y el colaborador señor Fabián Ortiz.


De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (ABIF): el Fiscal, señor Juan Esteban Laval, y el abogado, señor Luis Cordero.


También estuvieron presentes, con la anuencia de la Comisión, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los asesores, señores Adrián Fuentes y Pablo Valladares.


Los asesores, señores Renato Rodríguez y Richard Tepper (Honorable Senadora señora Lily Pérez) y señor Eduardo Barros (Honorable Senador señor Eugenio Tuma). 


Del Centro de Democracia Comunidad, el señor Cristián Mundaca.


De la Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Mariana Fernández y Tania Larraín. 


De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor James Wilkins.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


ANTECEDENTES JURÍDICOS.





Artículo 17 D de la Ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

“Artículo 17 D. Los proveedores de servicios financieros pactados por contratos de adhesión deberán comunicar periódicamente, y dentro del plazo máximo de tres días hábiles cuando lo solicite el consumidor, la información referente al servicio prestado que le permita conocer: el precio total ya cobrado por los servicios contratados, el costo total que implica poner término al contrato antes de la fecha de expiración originalmente pactada, el valor total del servicio, la carga anual equivalente, si corresponde, y demás información relevante que determine el reglamento sobre las condiciones del servicio contratado. El contenido y la presentación de dicha información se determinarán en los reglamentos que se dicten de acuerdo al artículo 62.

(Inciso quinto:) 


“En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico. Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas, dentro del plazo de quince días hábiles.”.

ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que dio origen a este proyecto de ley señala las ideas fundamentales del mismo.


Sus autores recuerdan que siendo la compra de una vivienda una de las decisiones más importantes de las familias chilenas, la forma de su financiamiento cobra especial relevancia, para lo que el sistema bancario ofrece créditos con garantía hipotecaria que se traducen en préstamos a mediano o largo plazo, quedando la propiedad gravada en beneficio del banco para garantizar el pago de su acreencia. Agregan que, al respecto, se ofrecen tres opciones al deudor: crédito hipotecario con letras de cambio; mutuo hipotecario endosable y mutuos hipotecarios no endosables, los que fundamentalmente se diferencian por la forma de financiar el crédito, ya sea con recursos propios o externos mediante la cesión del crédito o su endoso.

En este tipo de negocios, el deudor hipotecario se encuentra en una situación de evidente desventaja, circunstancia que no le permite disponer de las herramientas para definir por cual mecanismo de financiamiento optar, correspondiendo normalmente a la entidad bancaria definirlo, cosa que hace sin indicar las consecuencias que se derivarán de una u otra forma.

Agregan los autores de la moción que, cualquiera sea el camino a seguir, para el deudor obligado a pagar mensualmente el correspondiente dividendo, el banco a quien se lo paga es su acreedor, ya sea porque lo es efectivamente o porque opera como administrador del crédito que ha transferido a un tercero.

Explican que las dificultades que quieren enfrentar se presentan una vez pagado totalmente el crédito, por cuanto los bancos carecen de incentivos para efectuar el alzamiento de la hipoteca que grava el inmueble, obligando al interesado a requerirlo, sometiéndose a la disponibilidad de tiempo de los bancos e, incluso, a la eventualidad de tener que dirigir el requerimiento  a un tercero y a solventar los gastos que ello significa. En consecuencia, producto de una deficiencia del sistema, el deudor cumplidor de sus obligaciones, a pesar de no tener deudas pendientes, ve su propiedad afecta a un gravamen que persiste en el tiempo más allá del crédito otorgado.

Por lo anterior, el proyecto pretende entregar una herramienta a los deudores hipotecarios que les permita, una vez cancelada la deuda, liberar sus inmuebles sin necesidad de la realización de trámites adicionales, para lo cual propone colocar de cargo de la entidad bancaria el alzamiento de la hipoteca, sin costo para el deudor y sin necesidad de requerimiento por parte de éste, cuestión que no podrá ser susceptible de modificación en virtud de una cláusula contractual en contrario.
___________
DISCUSIÓN EN GENERAL


En sesión de 15 de abril del año en curso, la Comisión recibió q los siguientes invitados:


-El Servicio Nacional del Consumidor; 

-El Consejo Directivo del Banco del Estado, y 

-La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, CONADECUS.

_____________


-El Servicio Nacional del Consumidor; 
.
El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, le ofreció la palabra, en primer lugar, al Subdirector Jurídico y de Consumo Financiero del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Andrés Herrera.


En su intervención, el señor Herrera señaló, como antecedente del proyecto, que éste responde al desinterés que se observa de parte de las instituciones acreedoras para proceder oportunamente a la cancelación o alzamiento de las hipotecas a pesar de encontrarse extinguido el crédito, por lo que se mantiene el gravamen, con los consecuentes inconvenientes para el consumidor interesado. Si bien los proveedores financieros no niegan en forma absoluta acceder a tal requerimiento, se detecta la existencia de ciertas prácticas que obstaculizan administrativamente tal alzamiento, debido a que no existen incentivos que tiendan a agilizar la liberación del inmueble del gravamen. 


La iniciativa legislativa busca poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que para seguridad de su crédito afectan a un bien raíz, una vez extinguida la acreencia. Así, se busca otorgar una herramienta efectiva que facilite a los deudores hipotecarios que han cumplido sus obligaciones disponer de sus inmuebles, sin necesidad de realizar trámites adicionales al pago total del crédito y sin necesidad de que medie un requerimiento expreso del deudor en dicho sentido.


Luego realizó los siguientes comentarios sobre la iniciativa:


a) El proyecto avanza en la dirección correcta. En primer lugar, porque en el mercado de servicios financieros hay asimetrías de información más graves y costos de transacción más altos que en otros mercados. Esta asimetría impide a los consumidores formarse una opinión acabada respecto de los servicios que contratan. En tal sentido, el alzamiento de hipotecas a cargo de los proveedores de crédito parece una medida bien encaminada, pues libera a los consumidores de una carga pecuniaria y de tiempo que puede afectar de manera importante la adopción de mejores decisiones de consumo (ej. aprovechar rebajas en tasas de interés, mediante la renegociación de un crédito hipotecario otorgado en otro banco; agilizar la venta de bienes raíces, en los que se exige el trámite de alzamiento, ya que estas garantías incluyen además, una prohibición de enajenar que también se inscribe en el Conservador de Bienes Raíces). Asimismo, los problemas de entrega y acceso a la información impiden a muchas personas conocer el procedimiento que se debe seguir para concretar el alzamiento de gravámenes.


Desde luego, muchas veces los deudores hipotecarios desconocen los trámites que deben efectuar para liberar sus propiedades de este gravamen y hasta el hecho de haberse extinguido la obligación garantizada. Por este motivo, resulta relevante fijar un plazo para que el proveedor del crédito comunique esta circunstancia al deudor, a fin de que éste pueda, primero, saber de la extinción del crédito caucionado con garantía hipotecaria, para luego ejercer la opción de conservar la hipoteca para acceder a un nuevo crédito (evitando, así, nuevos costos de constitución).


b) La extensión del plazo original dado al proveedor para efectuar el alzamiento (45 días) se explicaría por la imposibilidad de controlar el tiempo que los conservadores demoran en completar los trámites que se les solicitan. En ese sentido, pareciera ser una indicación razonable. Sin embargo, es importante contar con mayor información a este respecto, a efectos de poder determinar con precisión el tiempo promedio que demoran los conservadores de bienes raíces en alzar las garantías hipotecarias. Estima pertinente señalar con claridad en el cuerpo del nuevo inciso sexto del artículo 17 D propuesto, que el referido plazo de 45 días se cuenta desde la extinción de la obligación caucionada con hipoteca, evitando así eventuales problemas de interpretación. 


c) La obligación de alzar la hipoteca incluye cualquier modo de extinguir obligaciones, sin restringirse exclusivamente al pago.


d) Uno de los problemas más relevantes del artículo 17 D actual, es que sólo obliga al “otorgamiento” de una escritura de cancelación. Lo anterior requiere especial comentario por la indefinición acerca del concepto “otorgamiento”. Los proveedores han interpretado que otorgamiento significa la escrituración de la cancelación de la hipoteca, es decir, la elaboración del documento. Lo anterior, sin embargo, ha significado que los acreedores hipotecarios no se obligan en ese plazo a suscribir (firmar) en tiempo y forma dichas escrituras. 


Adicionalmente, no cumplen con la norma en caso que la cobranza haya pasado a ser judicial, es decir, que el crédito hipotecario se haya cedido a terceros (empresas de cobranza fundamentalmente). 


Por último, la obligación que impone esta norma no es equivalente con la práctica de inscribir la hipoteca para que se constituya jurídicamente como caución. La norma actual no obliga al proveedor a “alzar” la hipoteca. No existe la imposición legal para inscribir posteriormente la escritura “otorgada” y tramitarla para que se realice efectivamente su cancelación del Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces competente. En ese sentido, el nuevo inciso sexto del artículo 17 D propuesto constituye un avance, al establecer expresamente que frente a la extinción de una obligación caucionada con garantía hipotecaria, el proveedor deberá “efectuar a su costo, el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo […]”.

e) El nuevo inciso séptimo avanza en impedir que los proveedores financieros utilicen cláusulas de estilo que obliguen a los consumidores, desde la suscripción del contrato, a mantener vigentes las hipotecas que constituyan, incluso, después de extinguidas las obligaciones que les dieron origen. Esto, porque la norma propuesta posterga la manifestación de voluntad del consumidor financiero sobre la materia hacia el final de la ejecución del contrato de adhesión celebrado.


f) Respecto al número de reclamos recibidos por SERNAC en esta materia, hasta la fecha, nuestros sistemas registran 148 reclamos entre 2014 y 2015 contra proveedores de servicios financieros que no liberaron oportunamente las garantías que les fueron otorgadas en virtud de un crédito. El contenido de esos reclamos, en general, versa sobre una práctica lesiva a los derechos de los consumidores. Esta práctica consiste en que los bancos, al caucionar las obligaciones de los particulares en razón de un crédito, no alzan las hipotecas ni realizan los trámites tendientes a ello. 


g) Respecto a las eventuales prácticas que se podrían presentar con ocasión de esta reforma, debe tenerse presente que en el hipotético que está sea ley vigente, ello podría dar lugar a situaciones indeseadas no buscadas. 


En primer lugar, se ve como una posibilidad que, al circunscribir la regla de que sea a costa del proveedor la notificación y el alzamiento, quede indeterminado quién debe asumir el costo del otorgamiento de la escritura (gastos notariales y legales). Esto podría dar lugar a que la empresa traslade ese costo específico al consumidor. 


En segundo lugar, esto pone incentivos para que se otorguen condiciones mucho más favorables a aquellos créditos contraídos con cláusula de garantía general hipotecaria, de modo que al consumidor (a pesar que no se le obligue), le resulte más atractivo económicamente decidir esa alternativa. De esta forma, y en virtud del sobreendeudamiento al que están sometidos los consumidores, nunca se cumpliría la hipótesis fáctica de la aplicación de este proyecto, cual es la “extinción de las obligaciones caucionadas”, ya que estarían continua y sistemáticamente siendo deudores de créditos sucesivos con los mismos proveedores. 


Por consiguiente, parece conveniente aclarar lo señalado en el punto anterior, es decir, que la norma señale que cada uno de los trámites son de costo del proveedor, de modo de evitar cualquier cláusula en contrario (por ser abusiva) o corregir prácticas posteriores en que intente trasladarse el costo al consumidor. 


Finalmente, y en cuanto a las implicancias en el reglamento de información al consumidor de créditos hipotecarios, hizo presente que el artículo 33 del Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios (RCH), relativo al derecho a la oportuna liberación de garantías, estaría en pugna con el nuevo texto del artículo 17 D propuesto en el proyecto de ley en cuestión. El referido artículo 33 del RCH señala lo siguiente:


“El Consumidor tiene derecho a que se liberen oportunamente las garantías que hubiere constituido para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones, una vez extinguidas éstas.


El Proveedor deberá liberar las garantías en el plazo de diez días hábiles contado desde el requerimiento del Consumidor, y, en caso que se haya acordado que este costo sea asumido por el Consumidor, desde que se haya efectuado el pago correspondiente. Si la garantía fuere una o más hipotecas, el Proveedor deberá proceder a otorgar la escritura de cancelación y alzamiento de la o las hipotecas y de todos los gravámenes asociados a esa garantía en el plazo de quince días hábiles contado desde el requerimiento del Consumidor y, en caso que se haya acordado que este costo sea asumido por el Consumidor, desde que se haya efectuado el pago correspondiente”.


De esta forma, según lo señalado por el RCH, el proveedor tiene un plazo de 10 ó 15 días hábiles, según sea el caso, para cumplir esta obligación. 10 días hábiles: para liberar una garantía distinta a la hipoteca. 15 días hábiles: para el caso que la garantía fuere una o más hipotecas.


Este plazo comienza a correr desde el requerimiento del consumidor, y, en caso que se haya acordado que este costo sea asumido por el consumidor, desde que se haya efectuado el pago correspondiente. De esta forma, el RCH contempla la posibilidad que entre consumidor y proveedor se acuerde un requerimiento convencional de liberación de garantías, el que deberá otorgarse con estricto apego a las normas de protección al consumidor, especialmente a las disposiciones contenidas en el artículo 16 de la LPC. En tal caso, el plazo para la liberación de la garantía comenzará a computarse desde tal requerimiento. Asimismo, las partes pueden convenir que los costos asociados a la liberación de garantías sean de cargo del consumidor, en cuyo caso el plazo para dicha liberación comenzará a regir desde el pago correspondiente. 


En cuanto a la persona obligada a cubrir los gastos de escritura, inscripción o anotación y los honorarios del abogado, la ley nada señala
. Como señaló anteriormente, el RCH establece que convencionalmente se puede pactar entre las partes que este costo lo asuma el consumidor, por tanto, en caso que nada se hubiera pactado al respecto, se entiende que son de cargo de la persona obligada, esto es, el proveedor del producto o servicio financiero en beneficio del cual se constituyó la garantía que debe liberarse en forma oportuna. 

_________________

-El Consejo Directivo del Banco del Estado

Luego, la Comisión escuchó al Presidente del Consejo Directivo del Banco del Estado, señor Rodrigo Valdés.


Como introducción, el señor Valdés indicó que Banco Estado valora el objetivo de este proyecto de ley. Pero, no obstante lo anterior, existen consideraciones comerciales, operativas y de beneficio a los clientes, que el proyecto de ley en su redacción actual no contempla suficientemente.


-DISTINCIÓN ENTRE HIPOTECA ESPECÍFICA Y GENERAL.

El texto del proyecto de ley no hace distinción alguna entre hipoteca específica y general.

1.- Hipoteca Específica. Constituye la regla general. Garantiza sólo el crédito hipotecario, es decir, pagado el crédito hipotecario es ineficaz como garantía.

Si no se alza y cancela, dificulta la transferencia del bien.


Todas las viviendas con subsidio sólo poseen hipoteca específica.


Diagnóstico: Es conveniente su alzamiento y cancelación de forma simple y económica, sin requerir el consentimiento del deudor.

2.- Hipoteca General: Requiere adicionalmente solicitud expresa del cliente, a contar de marzo de 2012.  Garantiza el crédito hipotecario y toda otra obligación del deudor presente o futura con el banco. Pagado el crédito hipotecario conserva su eficacia como garantía para otras obligaciones crediticias. Para su alzamiento y cancelación requiere la extinción total de todas las deudas vigentes o en su defecto autorización especial del banco. Facilita el acceso a nuevos créditos, en mejores condiciones y sin nuevos costos para el cliente.


Diagnóstico: Esta garantía resulta útil para el cliente que desea acceder a nuevos financiamientos, por tanto requiere de su voluntad expresa para alzar y cancelar.


-STOCK Y FLUJO.

El texto del proyecto de ley no hace distinción alguna entre stock y flujo y propone un plazo de entrada en vigencia de 120 días a contar de su publicación.


1.- Stock. Comprende los créditos hipotecarios pagados y cuya garantía no ha sido alzada. En BancoEstado dicha cartera asciende a 180.000 clientes aproximadamente. El costo total de alzar y cancelar el stock en un modelo optimizado de BancoEstado que incluye confección de  escritura, Notaria e inscripción en CBR asciende a MM$ 6.300 (Costo unitario aproximado de $ 35.000).

2.- Flujo. Comprende los créditos hipotecarios cuyo pago se realice una vez que la ley entre en vigencia. El volumen anual es de 36.000 clientes aproximadamente.

Diagnóstico: No es posible gestionar dentro de 120 días el proceso de notificación, alzamiento y cancelación de 180.000 clientes de créditos hipotecarios pagados.

El asumir los costos de liberación y cancelación de hipotecas por parte de los bancos, hace razonable simplificar los procedimientos (Notarios y Conservador de Bienes Raíces) para disminuir los costos y establecer una gradualidad de implementación (plazos).

-PROPUESTA DE MODELO DE ALZAMIENTO.
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OTRAS CONSIDERACIONES.

Sin perjuicio de tal propuesta, en el texto del proyecto de ley se observan algunos aspectos que sería necesario precisar: 


En relación al contenido de la notificación del proveedor al consumidor, el texto sólo se refiere a la circunstancia de haberse extinguido la deuda y no  a informar al cliente acerca del derecho que tiene para mantener la garantía y la forma y plazo para ejercerlo.

-No establece cuál sería el medio idóneo para notificar al consumidor.

-No establece cuándo dicha notificación se entiende practicada al consumidor o recibida por éste, para los efectos de computar los plazos.

-No establece cuál es el medio idóneo, para que el consumidor manifieste por escrito al proveedor su voluntad de mantener vigente la hipoteca, en términos que el proveedor tenga la certeza de recibir dicha comunicación.

-No especifica a contar de qué hecho se contabiliza el plazo de 45 días para otorgar escritura de alzamiento e inscribir la cancelación.


Tratándose de una industria masiva, la regularización de una cartera tan amplia puede dar lugar a incumplimientos de plazos que se traduzcan en multas relevantes.
__________

-La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, CONADECUS.

Finalmente, la Comisión escuchó a la Directora y Vicepresidenta de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS), señora Alicia Gariazzo.

Luego de agradecer la invitación de la Comisión a exponer los puntos de vista de su institución sobre la materia, hizo presente que se trata de un proyecto muy sentido por los consumidores chilenos. En esa línea, indicó que ojalá que el proyecto tuviera suma urgencia para su despacho, ya que ha estado en la discusión de la Cámara de Diputados desde marzo del 2014. Mientras más demore, más afectados están los consumidores que a diario sufren los embates del sistema financiero, en costos, colusiones y publicidad engañosa.


Aunque en febrero de este año la banca chilena disminuyó sus utilidades, desde hace años viene ganando cifras inimaginables para un país del tamaño de Chile. Así es como un grupo propietario de uno de los bancos más importantes está considerado entre los más ricos del mundo, como se puede observar en los records de Forbes.


La banca chilena obtuvo US$4.085 millones en 2014, es decir las aumentó en un 22,69% respecto a 2013. Encabeza las utilidades el Banco Chile. Según la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), ello se debió al aumento de préstamos y un mejor margen de intereses.


Es claro que la contraparte de todo esto se encuentra en el grave endeudamiento que afecta a las familias chilenas, especialmente a los más jóvenes, y, en el caso del tema que nos ocupa, entre diciembre del año 2000 y febrero de 2014, se otorgaron 1.347.520 créditos para la vivienda, ya que el sueño de la casa propia se ha convertido en sagrado.


Sin analizar aquí todas las asimetrías que los consumidores sufren con los diferentes proveedores financieros, especialmente en las tarjetas de las casas comerciales, es muy claro que en los créditos para la vivienda la mayor parte de los consumidores carecen de todo tipo de información. 


De partida nadie entiende que tiene opciones en dicho crédito, como recibirlo con letras de cambio, con un mutuo hipotecario endosable o con mutuos hipotecarios no endosables. Agregó que incluso nombrar estas alternativas la confundía y que no sabría cómo explicar sus diferencias.


Los bancos cobran a través del “spread” todos los gastos administrativos en que incurren. Nada dan gratis. Por lo tanto los consumidores están en su derecho de exigir información.


Calificó como absolutamente justo el proyecto en tanto impone al banco encargarse del alza de las hipotecas luego de pagados los créditos, en el plazo de 30 días, y que asuma los costos de esta alza. 

Hizo presente que conoce muchos casos en que los deudores, sin saber que debían alzar la hipoteca, han permanecido con sus viviendas hipotecadas, y han visto complicadas sus vidas con peticiones al banco y pagos, incluso años después, sin contar con ninguna buena voluntad de los acreedores, ni menos diligencia en cumplir su parte.


Incluso, un elemento novedoso es que, cuando algún deudor tiene la suerte de contar con recursos y pagar su crédito en forma anticipada, el banco les cobra. 


Recordó, además, que pese a que en la ley N° 20.555 de protección al consumidor financiero, se prohibió el mantenimiento de una segunda hipoteca, muchos bancos lo siguen haciendo.


Últimamente se comenta que algunos bancos están dejando de recibir depósitos en unidades de fomento (U.F.), dado que se pronostica que habrá inflación en los próximos meses.


Aún falta mucho que lograr, pero CONADECUS considera que este proyecto es un avance, por lo cual lo apoya con mucha fuerza.

________________

Finalizada la ronda de exposiciones de los invitados, hicieron uso de la palabra los miembros de la Comisión.


En primer término, el Honorable Senador señor Tuma pidió precisar un punto de la exposición del representante de SERNAC, en el sentido que da la impresión que la propuesta que realizó más bien retrocede en vez de avanzar, toda vez que considera un plazo de 45 días para otorgar la escritura de cancelación de la hipotecas, extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con ésta, en circunstancias que la legislación vigente considera para tal efecto un plazo de tan sólo 15 días hábiles. 


Luego hizo presente que no existe claridad en el proyecto sobre cuándo se extingue la obligación garantizada con la hipoteca. Hizo un llamado a aprovechar esta instancia legislativa para precisar con criterios objetivos el momento de la extinción de la obligación garantizada con la hipoteca. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que un consumidor puede garantizar de distintas maneras el pago del crédito con un proveedor financiero. Una de ellas es por medio de la hipoteca. Pero también existen la prenda y las garantías personales. Dentro de este contexto consultó si, tal como ocurre respecto de las hipotecas, existen normas expresas en materia de protección de los derechos de los consumidores que se refieran al alzamiento de las prendas o el levantamiento de los avales. 


Al respecto le preguntó al representante del SERNAC que, de no existir disposiciones expresas sobre la materia, si considera que debería ser incluido este asunto dentro del proyecto de ley en discusión, toda vez que se trata de situaciones similares y correspondería aplicar el adagio de derecho según el cual “donde existe la misma razón cabe aplicar la misma disposición”. Al extinguirse la obligación que tuvo una prenda como garantía real de su cumplimiento, el dueño del bien pignorado también tiene derecho a liberarlo de ese gravamen. Una situación parecida presentan los avales, y en general, las garantías personales.


El Subdirector Jurídico y de Consumo Financiero del SENAC, señor Andrés Herrera abordó en primer lugar la observación del Honorable Senador señor Tuma en relación al plazo para otorgar la escritura de cancelación de la hipotecas. Efectivamente su proposición es distinta y considera un plazo mayor. Explicó que el actual plazo de 15 días que considera la ley sólo tiene que ver con el otorgamiento de la escritura de cancelación. No hay una obligación para el proveedor de crédito de proceder al alzamiento de todas las hipotecas y gravámenes. En cambio, el plazo de 45 días de la propuesta considera que el Conservador proceda al respectivo alzamiento, superando, de este modo, un vacío legal. Así, la ley le asegurará al deudor hipotecario que pagó íntegramente su deuda no solo el otorgamiento de la escritura pública de cancelación respectiva sino que también el alzamiento de la hipoteca. En otras palabras, la propuesta es que el artículo 17 D también contemple el alzamiento de la hipoteca.


También señaló compartir lo señalado por el Honorable Senador señor Tuma, en cuanto a la oportunidad en la cual se entiende extinguidas totalmente las obligaciones. Con toda la complejidad jurídica que este punto supone, tratándose de créditos hipotecarios, por ejemplo, esto queda entregado a la determinación del proveedor del crédito.


Respecto de la consulta del Honorable Senador señor Orpis, indicó que no existe ninguna disposición expresa en el marco de la protección de los derechos de los consumidores referida al alzamiento de las prendas o de las cauciones personales que se puedan constituir. No obstante lo anterior, el artículo 33 del Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios sí lo considera. 


Respondiendo a la inquietud del Senador en cuanto a aprovechar esta instancia legislativa para incluir también la situación de la prenda y de las garantías personales, indicó compartir ese criterio, reiterando que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición. 


Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, hizo presente que uno los principales problemas que genera la omisión del otorgamiento de la escritura de cancelación de la hipoteca y su posterior alzamiento es afectar el libre tráfico jurídico en la enajenación de bienes, situación que no se produce en el ámbito de las cauciones personales. Esto se deriva de la naturaleza jurídica distinta de las cauciones reales y personales. De este modo, procedería incluir al menos a la prenda en este proyecto, sin perjuicio que la posición del SERNAC es avanzar hacia una protección integral de los derechos de los consumidores, lo que, en la materia en debate, supondría incluir el alzamiento de todas las garantías constituidas para garantizar el cumplimiento de una obligación una vez que se produzca la total extinción de la misma, sea prenda con o sin desplazamiento y garantías personales.

Luego el Honorable Senador señor Pizarro le pidió tanto al representante del SERNAC como al Presidente del Banco Estado, ahondar sobre el punto de sus propuestas que abre la posibilidad que los costos del levantamiento sean asumidos por el consumidor, previo acuerdo  entre el proveedor de crédito y el consumidor. Estima que, de llegar eso a ocurrir, en la práctica el banco o el proveedor del crédito, al momento del otorgar el crédito, le impondrá al consumidor asumir esos costos, es decir, serán de cargo de éste último. Hizo notar que una persona que está solicitando un crédito no podrá si no aceptarlo, por lo que pidió revisar este aspecto.


También pidió profundizar respecto de la propuesta de modelo de alzamiento, particularmente a los distintos  plazos que considera,  diferenciando entre en lo que es flujo y lo que es stock, es decir, créditos hipotecarios pagados y cuya garantía no ha sido alzada.


El representante del SERNAC, señor Andrés Herrena, respondiendo las  consultas del Honorable Senador señor Pizarro indicó que al analizar el inciso quinto del artículo 17 D de la LPDC en relación al artículo 33 del Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios debe concluirse que los costos del alzamiento deberían ser del proveedor de crédito. En efecto, la citada disposición reglamentaria establece que es posible pactar que el consumidor asuma el costo, de lo cual se colige que la regla general es precisamente que los costos son del proveedor de crédito. Añadió que el proyecto en discusión precisaría que tales costos serán siempre del proveedor de crédito, lo que calificó como un avance significativo. Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, hizo presente que el proyecto no aborda lo relativo a los costos de la escritura púbica, lo que comprende tanto notaría como abogados. Hace este llamado de atención porque correspondería también eliminar la posibilidad que estos últimos sean imputados al deudor.


Por su parte, el Presidente del Consejo del Banco Estado indicó tener la misma opinión expresada por los representantes del SERNAC en este orden de materias. Asimismo, se sumó a lo propuesto en cuanto a la conveniencia que todo costo que suponga el alzamiento de la hipoteca sea de cargo del proveedor de crédito.


Luego hizo presente que para lo que es stock la situación es más compleja, toda vez que hay escrituras en las cuales está estipulado que el costo del alzamiento será de cargo del deudor.


En relación a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Pizarro respecto de los plazos, señaló, en primer término,  que éstos se cuentan desde que se efectuó el pago extinguiendo íntegramente la obligación.  Como Banco Estado consideran que, respecto del stock de los últimos 10 años, el deudor puede solicitar al alzamiento de la hipoteca en cualquier momento. Lo que solicitan es contar con un plazo mayor para regularizar las situaciones  pendientes anteriores a 10 años atrás, provocado por las más diversas circunstancias, como que se escrituró pero nunca salió de la notaría; que habiendo salido de la notaría nunca fue llevada al conservador de bienes raíces respectivo, etcétera. Comprende créditos otorgados desde la década de los 50. Hizo presente que el Banco Estado ha otorgado más de un millón de créditos hipotecarios durante su existencia.


Finalmente, el Honorable Senador señor Orpis les solicitó a los invitados presentes su asesoría para extender el proyecto de ley materia de este informe a todo tipo de garantías, tanto reales como personales, otorgadas respecto de todo tipo de créditos. Fundamentó su posición en el adagio ya señalado,  según el cual donde existe la misma razón debe existir la misma disposición, así como también en la circunstancia que toda limitación al dominio entorpece la libre circulación de los bienes. El sistema jurídico debe garantizar que el dueño disponga libremente de sus bienes  en el menor plazo posible una vez extinguida la obligación principal.

__________________


En sesión de 22 de abril del año en curso, la Comisión invitó a exponer su parecer respecto del proyecto en informe a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) y a la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (ABIF).


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Eugenio Tuma, le ofreció el uso de la palabra, en primer lugar, al Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Eric Parrado.


El señor Superintendente se refirió a la necesidad de emparejar la cancha en el sistema bancario. Al respecto señaló que existe una relación asimétrica entre los usuarios y los oferentes de crédito en el sistema bancario que debe seguir corrigiéndose.


La SBIF está convencida de la necesidad de equilibrar la relación entre instituciones y usuarios financieros. Y, por lo tanto, está muy interesada en promover todas aquellas iniciativas que apunten en este sentido. Siempre con una mirada de largo plazo y con el foco de mantener la estabilidad del sistema bancario y la seguridad de los depositantes.

Más adelante en su exposición, hizo presente que el proyecto de ley busca otorgar una herramienta efectiva que facilite a los deudores hipotecarios que han cumplido sus obligaciones disponer de sus inmuebles, sin necesidad de realizar trámites adicionales al pago total del crédito. Para ello propone establecer que el oferente de crédito sea el responsable de efectuar a su costo el alzamiento de la hipoteca una vez extinguidas las obligaciones garantizadas, sin necesidad de requerimiento expreso del deudor; así como, también, reconocer el derecho del deudor de mantener vigente la hipoteca para garantizar nuevas obligaciones, sin tener que pagar nuevamente la constitución del gravamen. 

Lo anteriormente expuesto se fundamenta en que el oferente de crédito carece de incentivos para alzar la hipoteca, debiendo el deudor requerir el alzamiento y sufragar los costos que ello implica.

Principales comentarios en torno al proyecto en discusión:


a) Respecto del artículo 17 D, inciso sexto. 

Parece conveniente que el inciso sexto del artículo 17 D distinga entre garantías generales y específicas, dado que la garantía específica no tiene razón de ser una vez que se ha extinguido totalmente la obligación principal a la que accedía, por lo que el otorgante del crédito debiese proceder a su alzamiento sin requerir una notificación previa al primitivo deudor.

b) Al artículo 17 D inciso séptimo.


La norma dispone que el ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


No se entiende el sentido de esta prohibición pues es justamente el deudor el que tiene el “derecho” de relevar al acreedor de su obligación incondicional de efectuar el alzamiento de la garantía y de ese modo evitar el perjuicio que le provoca tener que asumir los costos de volver a constituir la garantía.


Por otra parte, tampoco queda claro qué quiere cautelarse con esta disposición y en definitiva cuál es el resultado buscado, dado que la decisión de crédito se basa en la evaluación del riesgo por quién lo otorga.

c) Respecto del artículo transitorio: Stock y flujo de créditos hipotecarios.


La modificación introducida no distingue entre stock y flujo y propone un plazo de vigencia de 120 días.


Conviene precisar un procedimiento para aquellos deudores con sus obligaciones totalmente extinguidas y respecto de los cuales el otorgante de crédito mantiene aún una garantía (stock), considerando ex deudores respecto de los cuales pueden existir dificultades para notificarlos.

d) Artículo 17 D inciso sexto: Notificación.


Resultaría conveniente precisar que la notificación que practique el otorgante de crédito debe ser al último domicilio registrado ante el mismo o, al menos, al que corresponde al domicilio del inmueble hipotecado, sin perjuicio de otras formas de comunicación pactadas con el cliente, como, a modo de ejemplo, un correo electrónico.
_________________


Luego, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, le ofreció el uso de la palabra al Fiscal de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Juan Esteban Laval.


El señor Laval señaló que era necesario tener como antecedente en la discusión de la iniciativa que el actual artículo 17 D de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, LPDC, fue incorporado por la ley N° 20.555, también conocida como ley del SERNAC Financiero. Su inciso quinto establece, literalmente, lo siguiente: “En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico. Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas, dentro del plazo de quince días hábiles.”.


También es del caso precisar lo que regula el proyecto de ley en tramitación. Al respecto, destacó los siguientes aspectos:


-La obligación de notificar al deudor la extinción total de las obligaciones caucionadas con hipoteca (5 días desde la extinción total);


-A la obligación ya existente de otorgar la escritura de cancelación de hipoteca, se agrega el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces (no más de 45 días);


-Otorga al deudor la facultad de mantener vigente la hipoteca (comunicación al acreedor dentro de 15 días desde la notificación de la extinción de las obligaciones caucionadas), y

-El ejercicio de dicha facultad no puede ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


-Vigencia y efecto retroactivo.

Luego, el señor Laval procedió a exponer las observaciones y propuestas al proyecto.

-Hipoteca específica e hipoteca general.


El proyecto no distingue entre hipoteca específica y general.


Sin embargo, la continua referencia en la moción a los créditos hipotecarios, permite concluir que se quiso regular las obligaciones del acreedor que cuenta con una garantía específica, sin considerarse los efectos en las hipotecas con cláusula de garantía general.

Sobre la consideración anteriormente expuesta, propone que la norma debe ser lo suficientemente explícita en el sentido de que mientras el deudor mantenga con el acreedor al menos una obligación caucionada pendiente de pago, no corresponde que el acreedor otorgue la escritura de cancelación y efectúe el alzamiento respectivo.


Para ello propone, específicamente, eliminar el inciso séptimo propuesto, ya que la norma se refiere a la hipoteca como garantía específica.

-Notificación al deudor.


La expresión “notificación” es propia del acto jurídico procesal para comunicar que se ha deducido una acción judicial o se ha dictado una resolución judicial.


No se especifica dónde y cómo el acreedor debe comunicar al deudor la total extinción de las obligaciones caucionadas.

Por lo anteriormente señalado, propone reemplazar el verbo “notificar” por “comunicar”.


También, precisar cómo y a dónde se enviará la comunicación: por carta certificada al último domicilio registrado en el acreedor o a la dirección correspondiente al inmueble hipotecado; o por correo electrónico a la dirección informada al acreedor.

-Respecto de los plazos.


El plazo de 5 días para comunicar la extinción de total de las obligaciones caucionadas con hipoteca es muy breve, considerando los volúmenes y procedimiento administrativos internos y de control involucrados.


Confunde la obligación del acreedor de otorgar la escritura de cancelación y requerir el alzamiento, con la función que corresponde al Conservador de Bienes Raíces de efectuar el alzamiento.


Es necesario modificar el momento a partir del cual se cuenta el plazo (45 días) para que el acreedor cumpla con su obligación. No puede contarse desde la extinción de las obligaciones caucionadas.


Al respecto, la propuesta de la ABIF es la siguiente:

-Ampliar el plazo de notificación al deudor a 10 días hábiles bancarios.


-¿Desde cuándo se cuenta el plazo de 45 días? 45 días (hábiles bancarios) contado desde que el deudor comunica al acreedor su voluntad de no mantener vigente la hipoteca o desde el vencimiento del plazo de 15 días de que dispone el deudor para ello. 


-Costos.

La ley sobre protección de los derechos de los consumidores, LPDC, y su reglamento entregan a la voluntad de las partes quién asume el costo del otorgamiento de la escritura de cancelación.


Actualmente, no se regula de cargo de quién es el costo del alzamiento. La RAN no regula esta materia, pero sí la NCG 136 de la SVS que trata los mutuos hipotecarios endosables (compañías de seguro y de reaseguro), estableciéndolos de cargo del deudor.


Si bien es una garantía para el acreedor, la hipoteca también beneficia al deudor permitiéndole acceder a créditos a los que sería más complejo acceder de no mediar la garantía.


Sobre el particular, ABIF propone lo siguiente:

-Mantener el principio de autonomía de la voluntad de la LPDC y su reglamento.


-Simplificar el trámite de escritura de cancelación y solicitud de alzamiento: a través de un certificado o instrumento privado de cancelación de las inscripciones otorgado por el proveedor, autorizado ante Notario o suscrito con firma electrónica avanzada.

-Efecto retroactivo de la ley.

La norma propuesta señala que entrará en vigencia 120 días después de su publicación en el Diario Oficial y que será aplicable a los créditos hipotecarios vigentes a la fecha de la entrada en vigencia y a los que ya se encuentren pagados a dicha fecha.


Hizo presente los artículos 6, 7,8 y 9 del Código Civil, y 22 de la ley sobre efecto relativo de las leyes respecto del stock de contratos, en el sentido que, en doctrina en materia de derechos adquiridos, resalta la irretroactividad en materia de contratos como modo de definir las relaciones privadas. Los contratos se rigen por la ley antigua hasta que se extinguen sus efectos.


La norma transitoria del proyecto crea un pasivo para los proveedores de créditos.


Por lo anteriormente expuesto, ABIF propone eliminar la norma transitoria.

-Monto de las multas en LPDC.


Hizo presente que el proyecto de ley que fortalece al SERNAC, actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados, aumenta el tope de la multa aplicable a la infracción del artículo 17 D de la LPDC desde 750 a 1.500 UTM.


Dicho proyecto de ley también faculta al juez para que, en casos de interés colectivo o difuso, aplicar una multa por cada consumidor afectado.
_____________________


Terminada las exposiciones de los invitados, el Honorable Senador señor Opis hizo presente que, en su parecer, la ley es clara y precisa en cuanto a que el proveedor de crédito es quien debe asumir los costos del alzamiento de la hipoteca. Lo anterior se colige de la lectura de la parte final del inciso quinto del artículo 17 D de la LPDC, que dispone que extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas. Debido a la claridad de la norma legal, considera que  el artículo 33 del Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios se aparta de la ley, al permitir que las partes acuerden que el costo sea asumido por el deudor.


En relación a los comentarios sobre la falta de claridad de la norma en el sentido de si está referida a la hipoteca como garantía general o como garantía específica, indicó que, en su parecer, y fundado en el texto de la ley, se trata de hipoteca específica, toda vez que no puede garantizar otra operación que ese crédito. Así lo dispone el inciso quinto del artículo 17 D de la LPDC, norma que claramente se refiere a la hipoteca específica.


También hizo hincapié en que esta norma se encuentra contenida en el párrafo 4º de la LPDC, que contiene normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de los contratos de adhesión. En este contexto, destacó que el objetivo del proyecto es que una vez extinguida la obligación garantizada se proceda al alzamiento de la hipoteca, para que el bien vuelva al mercado y a la libre circulación de los bienes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que, en la práctica, los deudores están dispuestos a firmar cualquier documento con la finalidad de obtener el crédito que solicitan. De este modo, siempre que el deudor constituye la hipoteca específica el acreedor obtendrá también del deudor que a ésta también le dé el carácter de hipoteca general. Por eso, no parece coherente que una vez cancelada la deuda principal se mantenga vigente la garantía por otras obligaciones. Menos todavía si se considera que no todos los deudores hipotecarios se encuentran en la misma situación.


Previo a la votación en general, el Honorable Senador señor Orpis presentó una indicación al proyecto, que se transcribe a continuación, la cual fue firmada también por los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma. El tenor de la indicación es el siguiente:


“Para reemplazar el inciso quinto del artículo 17-D por el siguiente:


“En el caso de los créditos hipotecarios o prendarios extinguidas totalmente las obligaciones, el proveedor del crédito dentro del plazo de cinco días deberá notificar esta circunstancia al deudor y dentro de los quince días hábiles contados desde la extinción de las obligaciones deberá otorgar la escritura de cancelación de las cauciones reales o personales, gravámenes o prohibiciones que garantizaban su cumplimiento, salvo que el consumidor manifieste por escrito su voluntad de mantener vigente tales garantías o prohibiciones.


Si adicionalmente alguna de las garantías establecidas en el inciso anterior requiere de un alzamiento por estar inscrita en un registro, el proveedor financiero tendrá un plazo de tres días contado desde el vencimiento del plazo de la escritura de cancelación para ingresarla al Conservador de Bienes Raíces, Registro Civil o Registro especial según corresponda.


En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico.”.”.

_____________________


Se deja especial constancia que la Comisión no se pronunció sobre la indicación, sino que acordó considerarla una vez que el proyecto sea aprobado en general por el Senado, junto con otras indicaciones que eventualmente puedan presentarse dentro del plazo que la Sala acuerde fijar para tal efecto.

_____________________

APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Tuma (Presidente), Navarro, Orpis y Pizarro. (Unanimidad. 4x0).

_____________________


El Honorable Senador señor Orpis fundó su voto en la circunstancia que la norma que el proyecto modifica está contenida en el Párrafo 4º de la LDPC, sobre normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de los contratos de adhesión, dentro del cual está contenida una disposición aplicable al alzamiento de las hipotecas, específicamente la parte final del inciso quinto que artículo 17 D. 


Sin embargo, como ya lo ha señalado durante el debate, también hay otras circunstancias similares de garantías reales o personales, gravámenes o prohibiciones que garantizan el cumplimiento de una obligación, que también deberían estar consideradas en el proyecto de ley, razón por la cual presentó una indicación sustitutiva, anteriormente  transcrita en el presente informe. Es decir, que el proyecto no se agote únicamente en la regulación en detalle del alzamiento de las hipotecas una vez extinguida la obligación principal, sino que vaya más allá y también regule situaciones de similar naturaleza.


Dejó expresa constancia que su indicación se encuentra dentro de las ideas matrices del proyecto.


El Honorable Senador señor Pizarro indicó que no obstante su votación es a favor de la idea de legislar, no podía dejar de compartir su preocupación sobre que, a veces, lo que parte como una muy buena idea, y se basa en las mejores de las intenciones, en la práctica puede tornarse un elemento en contra de aquellos a quienes supuestamente debe beneficiar. Ello porque, en el caso de la materia que abarca la iniciativa, los bancos cuentan con muchas herramientas para garantizar que le serán pagadas sus acreencias, lo que puede ocasionar un encarecimiento de los créditos, lo que sería un efecto muy negativo para los consumidores. 


Asimismo, hizo un llamado a legislar sobre la materia evitando eventuales malas prácticas, como podría llegar a ocurrir si el proyecto establece que el proveedor del crédito cumple con su obligación de alzar la hipoteca al momento de ingresar la escritura de cancelación en la notaría, con lo cual, en la práctica, el costos del resto de los trámites serían de cargo del deudor. 


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente la necesidad de perfeccionar el proyecto por medio de indicaciones. Dentro de los aspectos que deben abordarse con más detención es el relativo al momento de la extinción de la deuda principal, porque no es un punto que esté debidamente abordado en el proyecto. En caso alguno puede quedar entregado a un acto arbitrario ni de una de las partes, sino que debe regirse por circunstancias claras y objetivas. En tal sentido, sugiere introducir en el proyecto el derecho del deudor a conseguir un certificado de la extinción de la deuda y desde ese hecho comiencen a correr los plazos para el alzamiento de la garantía.


También destacó la necesidad de acotar el proyecto vía indicaciones, para asegurar que quien cancele la deuda garantizada con una hipoteca logre el alzamiento de la misma dentro de un plazo razonable; y evitar que su bien siga gravado en función de estar garantizando otras obligaciones distintas de la principal.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su interés en profundizar en los efectos retroactivos que podría llegar a tener este proyecto, así como también respecto a los costos que generaría, en todos los aspectos. 


Agregó que sería interesante debatir en esta instancia la figura de la hipoteca reversa, y le pidió información y su parecer al respecto tanto a la Superintendencia de Bancos, SBIF, como a la Asociación de Bancos.


Finalmente, manifestó estar de acuerdo por ampliar el proyecto a la situación de las prendas.

_____________________

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17 D de la ley N°19.496:


1) Suprímese, en su inciso quinto, la oración que sigue al punto seguido.


2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, pasando el actual sexto a ser noveno:


“Dentro de los cinco días de extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a notificar a su costo tal circunstancia al consumidor. El proveedor del crédito deberá otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, salvo que el consumidor manifieste por escrito al proveedor su voluntad de mantener vigente la hipoteca, en el plazo de quince días de haber sido notificado.


El ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial.


Lo dispuesto en el artículo único regirá respecto de los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley ya se encuentren pagados o terminen de serlo con posterioridad a dicha fecha.”.

_________________

Acordado en sesiones celebradas los días 1, 15 y 22 de abril de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2015.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “ACUERDO POR EL CUAL SE EXTIENDE INDEFINIDAMENTE LA DURACIÓN DEL ACUERDO BÁSICO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA DE 14 DE MAYO DE 1992”, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES, POR CAMBIO DE NOTAS, DE FECHAS 15 Y 29 DE JUNIO DE 2011

(9.561-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 23 de junio de 2014.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de enero de 2015, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Embajador de Chile ante los Estados Unidos de América, señor Juan Gabriel Valdés, y el Director de la Dirección de Energía, Ciencia y Tecnología e Innovación de la Cancillería, señor Gabriel Rodríguez.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, promulgado por decreto supremo Nº 111, de 1 de febrero de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 16 de abril de 1994.





2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que el “Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica con el Gobierno de los Estados Unidos de América”, fue suscrito por el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, el 14 de mayo de 1992, y publicado en el Diario Oficial de 16 de abril de 1994.




Agrega que tuvo por objeto fundamental establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico, con fines pacíficos, entre ambos países.




Indica el Mensaje que dicha cooperación incluyó el intercambio de información científica y técnica; expertos; realización de seminarios y reuniones conjuntas, y de proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas. Además de cualesquiera otras formas de cooperación que en dichos campos se acuerde entre las Partes.




Igualmente, expresa que se facultó, en él, a las Partes para celebrar Acuerdos complementarios con el fin de dar cumplimiento a sus objetivos y, con el propósito de promover, coordinar y evaluar su aplicación, contempló la creación de una Comisión Mixta, integrada por representantes de ambos países, y que se reunió cada dos años, alternadamente, en Chile y Estados Unidos de América.




Además, se dispuso que las actividades de cooperación se realizaran de conformidad con las leyes aplicables en ambos países y su cumplimiento quedó sujeto a las disponibilidades de fondos, pudiendo también financiarse mediante Acuerdos complementarios.




Por otro lado, el Ejecutivo destaca que las Partes adquirieron diversos compromisos con miras a la ejecución de los proyectos y programas en el marco del Acuerdo, entre ellos, los siguientes:




- Facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas;




- Permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tuvieran acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países, siempre que se estime necesario para llevar a cabo esas actividades; y




- Proporcionar un acceso equivalente a los principales programas e instalaciones auspiciados por el Gobierno o apoyados por éste para los investigadores visitantes, asimismo, un acceso e intercambio equivalente de información en el campo de la investigación y el desarrollo científico y tecnológico.




Agrega el Mensaje que el Acuerdo contenía dos anexos: uno sobre Propiedad Intelectual y otro sobre Protección y Tecnología Sensitiva. El primero, incluye una normativa sobre propiedad intelectual, a la cual quedaron sujetas todas las actividades derivadas del Acuerdo, en tanto que el segundo se refiere a la protección de hecho que las Partes otorgaron a la información clasificada.




Añade que, originalmente, el Acuerdo estaría vigente por 5 años, según lo previsto en el número 2. de su artículo XII. Sin embargo, precisa que cumplido dicho plazo fue renovado por el mismo período por el acuerdo adoptado entre las mismas Partes, por cambio de notas de fechas 5 de mayo y 22 de junio de 1999, publicado en el Diario Oficial de 30 de octubre de 2001. Posteriormente, el aludido Acuerdo fue renovado en otras tres oportunidades, por cambios de notas de fechas 4 y 28 de enero de 2005; 20 de mayo y 20 de junio de 2005, y de 27 y 28 de junio de 2006, respectivamente.





Por intercambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011, el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, adoptaron el Acuerdo con la exclusiva finalidad de extender indefinidamente la vigencia del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica, suscrito por ambas Partes el 14 de mayo de 1992.




Agrega que las razones que tuvieron en consideración las Partes para pactar la extensión indefinida del Acuerdo de 1992, se fundan en los mutuos beneficios que ambos Estados han obtenido en las diversas áreas en las cuales se desarrolla la cooperación científica y tecnológica bilateral durante su vigencia.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 10 de septiembre de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 23 de septiembre de 2014 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de enero de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 77 votos a favor, 1 en contra y 5 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- Intercambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011, mediante las cuales el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, adoptaron el Acuerdo de extender indefinidamente la vigencia del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica de 1992.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Director de la Dirección de Energía, Ciencia y Tecnología e Innovación de la Cancillería, señor Gabriel Rodríguez, señaló que el proyecto plantea la extensión indefinida del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre Chile y los Estados Unidos de América de 1992, el cual había sido renovado anteriormente en cuatro oportunidades.





El Honorable Senador Letelier consultó cuál es la evaluación que se ha efectuado del Convenio.





El señor Rodríguez respondió que la evaluación, a la fecha, es muy positiva, ya que ha permitido realizar un gran número de trabajos a profesionales chilenos, elevando el nivel de los doctorados.





Por su parte, el Embajador de Chile ante los Estados Unidos de América, señor Juan Gabriel Valdés, reafirmó lo expresado por el señor Rodríguez. Agregó que, por ejemplo, en el día de hoy participará en la inauguración de un Centro de Excelencia que la Universidad de California, Davis, abrirá en Chile, el cual será su primer departamento de investigación fuera de EE.UU.




También destacó la labor que la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (Conicyt) lleva a cabo, pues promueve la investigación chilena y apoya la formación de profesionales en el extranjero.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas, de fechas 15 y 29 de junio de 2011.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 21 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 21 de abril de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CHAHUÁN, GUILLIER Y LAGOS, PARA INICIAR UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL MANEJO DE BOSQUES DE ESPECIES MUY COMBUSTIBLES COLINDANTES CON ZONAS URBANAS

(10.030-01)

CONSIDERANDO:
1) Los graves daños que han generado los incendios forestales, que se traducen en pérdidas a la vida humana, su salud y la propiedad pública y privada, entre otros. A modo de ejemplo, podemos mencionar el incendio de Valparaíso ocurrido el 12 de abril de 2014, cuya voracidad afectó innumerables hectáreas, propagándose por la zona urbano-residencial, destruyendo más de 3 mil viviendas y dejando más de 12 mil damnificados. Evento similar, ocurrió con fecha 13 de marzo de 2015, aunque esta vez, sin las nefastas consecuencias ocurridas anteriormente, pero que hizo reflotar los temores de otro desastre similar.
El siniestro tuvo como causa principal, el factor humano, sumando a ello las condiciones meteorológicas de alta temperatura ambiental, escasa humedad y gran viento.
2) La Comisión Especial del Senado encargada de analizar los resultados de aquella y proponer mejoras tanto operativas como legislativas a objeto de evitar que un siniestro de esa magnitud vuelva a producirse, no solo a Valparaíso, sino que a las ciudades que se encuentran en idéntica situación biogeográfica o de riesgo a ser objeto de grandes incendios forestales, por estar cercanas o colindantes a bosques de alta combustibilidad. En este sentido, la Corporación Nacional Forestal, en su presentación ante la comisión especial, señaló que en esta situación de peligro se encuentran 28 ciudades: San Antonio, Valparaíso, Viña del mar, Quilpué, Villa Alemana, Melipilla, Constitución, San Javier, Curanilahue, Los Álamos, Lebu, Cañete, Tirua, Arauco, Los Ángeles, Mulchen, Cabrero, Lota, Coronel, Penco, Tome, Chillan, Ercilla, Collipulli, Victoria, Angol, Galvarino y Puerto Montt.

3) Sin perjuicio de lo anterior, existe una situación de riesgo agravado en forma creciente por la sequía que afecta a la mayoría de estas zonas, sumando a ello los efectos derivados del cambio climático. Interesante resulta entones la publicación del Académico Antonio Lara (Universidad Austral), quien refiriéndose al tema en diversas publicaciones, nos invita a reflexionar que las principales causas del aumento explosivo de los incendios forestales que están ocurriendo en el mundo se deben a factores de cambio climático y las prácticas en el uso de la tierra. Bajo este escenario, debemos definir acertadamente las políticas y estrategias de prevención y mitigación sectoriales, con la finalidad de promover bosques más saludables (en productividad, diversidad y resiliencia) asegurando además una provisión continua de servicios eco   sistémicos bajo un clima cambiante.

4) Existe la posibilidad real de reemplazar los bosques altamente combustibles, como son las variedades de pino y eucaliptus, por variedades nativas para frenar además los procesos de erosión.

5) Nuestra Constitución Política de la República, establece en su artículo 1°, el deber del Estado de dar protección a la población. En este contexto, creemos que absoluta importancia dar forma a esta obligación, promoviendo acciones que tengan por finalidad disminuir los riesgos o peligros asociados a causas humanas.  Así las cosas, resulta fundamental regular las plantaciones de bosques que se encuentran en las cercanías urbanas, cuyas especies son altamente combustibles, estableciendo en deber de reemplazo de aquellos vegetales, por otros  de naturaleza autóctona, que no solo contribuirán a disminuir los peligros de incendios forestales, si no proveerán de importantes servicios eco-sistémicos y evitaran aumentar los procesos de erosión.

Dicha consagración del deber de protección del Estado, no solo se traduce en una efectiva disminución del riesgo de incendios, sino que además, lograra proteger otros importantes derechos fundamentales tales  como el derecho a la vida, la salud y la propiedad.

6) La misma carta fundamental  consagra en su artículo 19° n° 8, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, agregando además como deber específico del estado el velar por que este derecho no sea afectado, como así mismo tutelar por la preservación de la naturaleza.

En este sentido, la norma fundamental consagra dos principales deberes del Estado en materia ambiental: Primero, que se debe velar para que el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación no se vea afectado, y segundo, el tutelar por la preservación de la naturaleza. 

No menos importante resulta la norma contenida en el inciso segundo del artículo 19° n° 8, que establece la posibilidad de restringir por ley otros derechos fundamentales, solo con la finalidad de proteger el medio ambiente. Entonces, estas restricciones deben tener el carácter de específicas a determinados derechos fundamentales, con el solo objeto de proteger el medio ambiente.
7) En idéntico sentido, el articulo 19 n° 24, consagra el derecho de propiedad, que en sede constitucional puede ser limitado por el legislador, en base a la función social que cumpla dicha propiedad, ya sea por exigirlo los intereses generales de la nación, la seguridad nacional, la salubridad y utilidad pública y la conservación del patrimonio ambiental.
Así entonces, si analizamos sistemáticamente las normas contenidas en los numerales 8° y 24° del artículo 19, encontraremos grandes similitudes y relaciones. El derecho de propiedad, el derecho de desarrollar actividad económica como es la forestal, no está garantizado absolutamente, si este derecho afecta otro bien jurídico protegido como lo es el medio ambiente y la vida de las personas.
Al efecto, para que pueda operar esta excepción, se requiere que el legislador, en uso de sus potestades, restrinja los derechos de propiedad e libre emprendimiento a través de una ley, que es aquella que proponemos a su consideración.
 8) El presente proyecto de ley tiene por objetivo establecer la obligación de reemplazo de especies vegetales de carácter pirogénico, ósea aquella que por su composición, puede ser altamente inflamables producto de un incendio forestal. Con todo, no se extiende esta obligación a todos los predios forestales, sino que solo a aquellos que se encuentren en una distancia determinada en una zona contigua a los límites urbanos. 

Seguidamente, se contempla una zona de seguridad en cada predio boscoso con peligro de incendio, que se deberá contemplar, a efectos de dotar a la autoridad, del instrumento necesario para evitar la propagación de un incendio forestal a las zonas urbanas, y que traiga como consecuencia el peligro o daño para la vida, salud, propiedad de las personas y fundamentalmente al medio ambiente. 

Junto con ello se proponen una serie de medidas tendientes a prevenir incendios forestales, obligando a los propietarios de predios boscosos cercanos a zonas urbanas, a contar con un plan de prevención y combate de incendios forestales.
Finalmente, se contemplan una serie de sanciones, tanto administrativas, infracciónales e inclusive en materia penal, para el evento de incumplimiento de las normas que impone este proyecto de ley. Entre ellas destaca la sanción aplicada al dueño del predio que no reemplace las especies inflamables, o que no cumpla con el plan de prevención de incendios forestales, o que incumpla su obligación de instalar el respectivo muro cortafuego.
Por todas las consideraciones anteriores, es que venimos a presentar el siguiente proyecto de ley:

MOCION

QUE PROTEGE LA VIDA Y EL MEDIO AMBIENTE, QUE IMPONE LA PROHIBICIÓN Y REEMPLAZO DE LOS BOSQUES ALTAMENTE COMBUSTIBLES COLINDANTES A CENTRO URBANOS, OBLIGA A ELABORAR UN PLAN DE PREVENCIO DE INCENDIOS FORESTALES Y APLICA LAS SANSIONES RESPECTIVAS.

ARTÍCULO 1°: Reemplácese o prohíbase, a contar de esta fecha, todas las especies vegetales pirogénicas o que por su composición, puedan inflamarse rápidamente por causa de los incendios forestales o del accionar directo del hombre, y que se encuentren en un espacio contiguo o dentro a los limites urbanos en al menos 1000 metros. 

ARTÍCULO 2°: Sin perjuicio de lo anterior, serán consideradas especies pirógenas, para los efectos de esta ley, todas las especies de eucaliptus y pinos exóticos.
ARTÍCULO 3°: Todo propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico, deberán contemplar, un plan de prevención y alarma de incendios forestales. 

ARTÍCULO 4°: Serán sancionadas, sin perjuicio de las acciones civiles y las penas de crimen o simple delito contemplado en otros cuerpos legales, las siguientes faltas:
1) El propietario que no efectué el reemplazo de las especies vegetales a que alude el artículo 1°, será sancionado por el juzgado de policía local respectivo, con multa de 20 Unidades Tributarias Mensuales por cada Hectárea y fracción superior de terreno no reemplazado.
2) El propietario de predios colindantes a centros urbanos, donde se emplacen bosques de carácter pirogénico a que alude el artículo 1° y 2° de esta ley, y que no contemple el plan de prevención de incendios forestales a que alude el artículo 3°, será sancionado por el Juzgado de Policía local competente, con multa equivalente a 10 Unidades Tributarias Mensuales por cada Hectárea y fracción superior de terreno boscoso que posea.
3) Sin perjuicio de lo anterior, si producto de un incendio, se produjesen actos constitutivos de delito o cuasidelito de incendio, o de aquellos contra la vida y salud de las personas o contra la propiedad, el incumplimiento de las normas a que alude esta ley, será constitutivo de agravante en materia penal.
Disposiciones generales:

ARTÍCULO 5°: Incorpórese al decreto 4.363, del Ministerio de Tierras y colonización del año 1931, ley de Bosques, el siguiente artículo 21 bis.
ARTICULO 21 BIS: Los propietarios de predios de aptitud forestal, que se encuentren en la zona contigua a los límites urbanos, serán responsables de implementar todas las medidas necesarias para prevenir el origen y propagación de incendios forestales.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

ARTÍCULO UNICO: La presente ley entrará en vigencia, dentro de los 90 días siguientes a su publicación en el Diario Oficial.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ORPIS, ESPINA, GARCÍA, GUILLIER Y NAVARRO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.253 PARA PERMITIR LA INSTALACIÓN DE PROYECTOS DE ENERGÍAS RENOVABLES NO CONVENCIONALES EN TIERRAS INDÍGENAS

(10.027-06)

Honorable Senado:

Tenemos el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.253 de 1993, conocida como Ley Indígena, con el propósito que las Comunidades y personas naturales indígenas puedan arrendar sus tierras o derechos de aguas para proyectos de Energía Renovable no Convencional ERNC.

Antecedentes

El país enfrenta grandes desafíos en materia de política energética. A parte de la seguridad del suministro de energía como objetivo estratégico, el país se ha puesto como meta que la matriz energética sea diversificada, permitiendo una participación creciente de las Energías Renovables no Convencionales ERNC.

La sociedad en su conjunto a través de distintas iniciativas legales y administrativas ha buscado crear las condiciones que permitan al sector eléctrico desarrollar nuevas inversiones, dentro de un marco respetuoso con nuestro medio ambiente, manteniendo el principio de eficiencia que caracteriza a nuestra legislación, minimizando el impacto en el bienestar de los ciudadanos y en la actividad económica en general.

La diversificación de las fuentes de suministro eléctrico, desarrollando fuentes propias que nos permitan aumentar la independencia energética, contribuyen a aumentar la seguridad de nuestro suministro eléctrico.

La Ley 20.698, publicada el 22 de Octubre del 2013, propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales. Fue iniciada en una moción de los Senadores Jaime Orpis Bouchón, Señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón y los señores José Antonio Gómez Urrutia y Antonio Horvath Kiss modificando la ley 20.257 en el sentido de establecer nuevas y exigentes metas para la participación de las Energías Renovables no Convencionales en la matriz energética del país.

En efecto, con el artículo 2° de la ley 20.698 se modificó el Artículo 1° transitorio de la ley 20.257 estableciendo que la obligación aludida en el primer inciso de ese artículo será de un 5.5% para el año 2015, aumentándose en un 0.5% anual a partir de ese año. Por lo tanto, todos los retiros afectos a esa obligación deberán cumplir con el 5.5%, los del año 2016 con el 6% y así sucesivamente hasta alcanzar el año 2024 el 10%, para los contratos celebrados con posterioridad al 31 agosto de 2007 y con  anterioridad al 1 de julio de 2013. Para los contratos firmados con posterioridad al 1 de julio de 2013, la obligación aludida será del 5% al año 2013, con incrementos del 1% a partir del año 2014 hasta llegar al 12% el año 2020, e incrementos del 1,5% a partir del año 2021 hasta llegar al 18% el año 2024, y un incremento del 2% al año 2025 para llegar al 20% el año 2025.

Como se puede constatar, nos hemos puesto como país metas ambiciosas, pero alcanzables, de participación de las ERNC en nuestra matriz energética. Dentro de ellas, las solares, especialmente en el norte del país, los parques eólicos, que usan el recurso natural del viento en todas las regiones y las mini-hidroeléctricas serán vitales para ir cumpliendo las metas anuales que estableció el acuerdo transversal en el Congreso Nacional que permitió despachar finalmente la Ley 20.698.

Cuando nos referimos a proyectos de ERNC entendemos por energía renovable no convencional, aquella definida en la letra ab) del artículo 225 del Decreto con Fuerza de Ley N° 4 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción del año 2007 que señala:

"Artículo 225°.- Para los efectos de la aplicación de la presente ley se entiende por:
ab) Energía renovable no convencional: aquella energía eléctrica generada por medios de generación renovables no convencionales."

De igual forma, se entenderá como medio de generación renovable no convencional aquellos mencionados en el mismo artículo letra aa) que señala:

"aa) Medios de generación renovables no convencionales: los que presentan cualquiera de las siguientes características: 

1) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de la biomasa, correspondiente a la obtenida de materia orgánica y biodegradable, la que puede ser usada directamente como combustible o convertida en otros biocombustibles líquidos, sólidos o gaseosos. Se entenderá incluida la fracción biodegradable de los residuos sólidos domiciliarios y no domiciliarios.

2) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía hidráulica y cuya potencia máxima sea inferior a 20.000 kilowatts.

3) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía geotérmica, entendiéndose por tal la que se obtiene del calor natural del interior de la tierra. 

4) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía solar, obtenida de la radiación solar.

5) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía eólica, correspondiente a la energía cinética del viento.

6) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de los mares, correspondiente a toda forma de energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, de las olas y de las corrientes, así como la obtenida del gradiente térmico de los mares.

7) Otros medios de generación determinados fundadamente por la Comisión, que utilicen energías renovables para la generación de electricidad, contribuyan a diversificar las fuentes de abastecimiento de energía en los sistemas eléctricos y causen un bajo impacto ambiental, conforme a los procedimientos que establezca el reglamento.

En general, los proyectos de ERNC tienen un plazo de treinta años para poder rentabilizar la inversión. Para ello requieren comprar o arrendar terrenos específicos donde existe el recurso natural sol, viento o agua. En el caso de arriendos, estos deben ser de largo plazo.

 Dado lo anterior todas las tierras indígenas de propiedad de las Comunidades o personas naturales indígenas del país, que cuentan con recursos para desarrollar proyectos de ERNC están en la práctica excluidas por las restricciones que establece la ley 19.253, conocida como Ley Indígena.

El Artículo N° 13 de la Ley Indígena define las restricciones de venta, arriendo y cesión de las tierras indígenas. En particular, como se podrá ver a continuación, las tierras cuyos propietarios son Comunidades Indígenas no pueden ser arrendadas en ningún caso. Respecto de las tierras indígenas de propiedad de personas naturales indígenas, estas pueden ser arrendadas por un periodo no superior a 5 años. 

Estas restricciones se establecen de la siguiente manera en la ley:

"Artículo 13.- Las tierras a que se refiere el artículo precedente, por exigirlo el interés nacional, gozarán de la protección de esta ley y no podrán ser enajenadas, embargadas, gravadas, ni adquiridas por prescripción, salvo entre comunidades o personas indígenas de una misma etnia. No obstante, se permitirá gravarlas, previa autorización de la Corporación. Este gravamen no podrá comprender la casa habitación de la familia indígena y el terreno necesario para su subsistencia.

Igualmente las tierras cuyos titulares sean Comunidades Indígenas no podrán ser arrendadas, dadas en comodato, ni cedidas a terceros en uso, goce o administración. 

Las de personas naturales indígenas podrán serlo por un plazo no superior a cinco años. En todo caso, éstas con la autorización de la Corporación, se podrán permutar por tierras de no indígenas, de similar valor comercial debidamente acreditado, las que se considerarán tierras indígenas desafectándose las primeras.(...)" 

A su vez, en el artículo 22 se establece la posibilidad de venta de las tierras adquiridas por CONADI al cabo de 25 años.

"Artículo 22.- Las tierras no indígenas y los derechos de aguas para beneficio de tierras indígenas adquiridas con recursos de este Fondo, no podrán ser enajenados durante veinticinco años, contados desde el día de su inscripción.
Los Conservadores de Bienes Raíces, conjuntamente con la inscripción de las tierras o derechos de aguas, procederán a inscribir esta prohibición por el solo ministerio de la ley. En todo caso será aplicable el artículo 13.( ... )"

Adicionalmente los artículos 16 y 17 de la misma ley, establecen las restricciones sobre la división de tierras indígenas, lo que requerirá de informes favorables de CONADI, que no pueden resultar en lotes de menos de 3 hectáreas.

"Artículo 16.- La división de las tierras indígenas provenientes de títulos de merced deberá ser solicitada formalmente al Juez competente por la mayoría absoluta de los titulares de derechos hereditarios residentes en ella. El Juez, sin forma de juicio y previo informe de la Corporación, procederá a dividir el título común, entregando a cada indígena lo que le corresponda aplicando el derecho consuetudinario de conformidad al artículo 54 de esta ley y, en subsidio, la ley común. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados, un titular de derechos hereditarios residente podrá solicitar el Juez la adjudicación de su porción o goce, sin que ello signifique la división del resto del título común. ( ... )" 

"Artículo 17.- Las tierras resultantes de la división de las reservas y liquidación de las comunidades de conformidad al decreto ley N° 2.568, de 1979, y aquellas subdivisiones de comunidades de hecho que se practiquen de acuerdo a la presente ley, serán indivisibles aun en el caso de sucesión por causa de muerte.(...).

Existiendo motivos calificados y siempre que de ella no resulten lotes inferiores a tres hectáreas, el Juez previo informe favorable de la Corporación, podrá autorizar la subdivisión por resolución fundada.(...)"

Es del caso analizar y recordar las razones que inspiraron las definiciones de la Ley Indígena. 

Las restricciones sobre la venta, se impulsaron para garantizar que las tierras indígenas fueran preservadas y que no volvieran a correr riesgos de decrecer lo que podría afectar la identidad y supervivencia de los pueblos indígenas.

Respecto del arriendo, esta medida de protección se diseño especialmente para proteger a las comunidades indígenas de una serie de ventas encubiertas a través de contratos de arriendo a largo plazo.

Lo que buscamos con este proyecto es -sin alterar los objetivos buscados con las restricciones antes descritas- permitir que las Comunidades y personas naturales indígenas, propietarias de tierras indígenas, puedan arrendar una parte de su predio o derechos de agua para instalar un proyecto de ERNC. 

Negarles esta posibilidad de ingresos a las Comunidades y personas naturales indígenas es discriminatorio e injusto, ya que hoy -solo a modo de ejemplo- hay empresas que ofrecen un pago por royalty que bordea los US$ 1.000 mensuales por hectárea al mes por el arriendo de cada aerogenerador y por un plazo de treinta años, para desarrollar parques eólicos. 

Esta prohibición de arrendar una proporción del predio o derechos de aguas para instalar un proyecto de ERNC por un plazo superior a los 5 años está llevando a que solo se instalen en paños de propietarios no indígenas. Asimismo, áreas de nuestro territorio que presentan un gran potencial de generación de energía renovable, quedan excluidas de la posibilidad de aportar a nuestra matriz energética.

Con el propósito de poder corregir esta discriminación e injusticia permitimos que las Comunidades y personas naturales indígenas puedan suscribir contratos de arrendamiento por una parte de su predio o derechos de aguas para poder percibir el royalty que ofrecen las generadoras eléctricas que desarrollan proyectos de ERNC, por un plazo de hasta 30 años, es que venimos a presentar el siguiente proyecto de ley:
Proyecto de ley

Reemplazase el artículo 13 de la Ley 19.253 por el siguiente: 

"Artículo 13.- Las tierras a que se refiere el artículo precedente, por exigirlo el interés nacional, gozarán de la protección de esta ley y no podrán ser enajenadas, embargadas, gravadas, ni adquiridas por prescripción, salvo entre comunidades o personas indígenas de una misma etnia. No obstante, se permitirá gravarlas, previa autorización de la Corporación. Este gravamen no podrá comprender la casa habitación de la familia indígena y el terreno necesario para su subsistencia.

Igualmente las tierras cuyos titulares sean Comunidades Indígenas no podrán ser arrendadas, dadas en comodato, ni cedidas a terceros en uso, goce o administración, con la sola excepción señalada en el inciso cuarto.

Las de personas naturales indígenas podrán serlo por un plazo no superior a cinco años, quedando solo excluidos aquellas porciones del predio o derechos de aguas indicadas en el inciso siguiente. En todo caso, éstas con la autorización de la Corporación, se podrán permutar por tierras de no indígenas, de similar valor comercial debidamente acreditado, las que se considerarán tierras indígenas desafectándose las primeras.

Las Comunidades Indígenas y las personas naturales indígenas podrán arrendar, otorgar en comodato, parte de sus tierras o derechos de aguas por un plazo de hasta 30 años, o asociarse con quienes desarrollen e instalen proyectos de energía renovable no convencional, según la definición de la letra aa) del artículo 225 del decreto con Fuerza de Ley N° 4 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción del año 2017 y por los medios señalados en la letra ab) del mismo artículo. Podrán además, suscribir contratos por el mismo periodo para el otorgamiento de las servidumbres necesarias para la explotación de esta fuente de Energía Renovable no Convencional. El área entregada en arrendamiento o comodato del predio será la necesaria para el desarrollo, construcción y operación del Proyecto de ERNC respectivo. Una copia del contrato deberá quedar en la CONADI.

Los actos y contratos celebrados en contravención a este artículo adolecerán de nulidad absoluta."
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR OSSANDÓN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA OTORGAR UN FUERO LABORAL A LOS TRABAJADORES QUE PADECEN DE CÁNCER 
(10.020-13)

Exposición de motivos
I. Los alcances del cáncer para la vida familiar y laboral
De acuerdo a las estadísticas oficiales del Ministerio de Salud, hasta el año 2011 las distintas formas de cáncer constituyeron la segunda causa de muerte entre los chilenos, a continuación de las enfermedades cardiovasculares, alcanzando un 20 a 25 por ciento de los decesos producidos1. Se calcula que el año 2008 fallecieron en Chile 22 mil personas como consecuencia de algún tipo de cáncer2. 

En la actualidad, la presencia masiva de esta enfermedad en la población laboral requiere de la implementación de medidas que protejan a los trabajadores y les permitan recuperarse en las mejores condiciones. Esto teniendo en consideración lo fundamental que resulta seguir trabajando para la recuperación de los afectados. En efecto, el despido de pacientes que padecen cáncer constituye un daño no solo social y ético, sino además económico al incidir directamente en las condiciones patrimoniales de estos trabajadores y de sus familias. 

El cáncer es una enfermedad cuyo tratamiento ha ido mejorando en las últimas décadas, gracias a los progresos tecnológicos y la investigación de su fenomenología, permitiendo, en numerosas ocasiones, la recuperación de los pacientes o su vuelta a un ritmo normal de trabajo. Por lo tanto, resulta urgente y necesario desestigmatizar esta enfermedad asociada, comúnmente y de forma errónea, con la imposibilidad definitiva de trabajar.

Junto con lo anterior, resulta urgente y necesario hacer frente a la precariedad que enfrentan las familias que tienen algún miembro menor de edad aquejado por esta enfermedad. Esto debido a los altos costos derivados de la mayoría de los tratamientos de cáncer, particularmente en relación al precio de los medicamentos que, en el caso de los tratamientos más caros para tratar ciertos tipos de cáncer, bordea los $3.900.000 pesos por dosis3. Por lo mismo, se hace necesario establecer un marco normativo que proteja a las familias chilenas frente a la precariedad económica y a las necesidades de estabilidad laboral fundamentales para hacer frente a esta enfermedad. 

II. Contenido del proyecto
El presente proyecto de ley tiene por finalidad establecer un fuero laboral en beneficio de los trabajadores diagnosticados con cáncer o alguno de sus hijos, de tal manera que no puedan ser desvinculados de su empresa mientras dure el tratamiento de la enfermedad. En el concepto de cáncer quedan comprendidos todos los tipos y denominaciones que pueda adoptar esta patología, incluida la leucemia.

Hoy en día, el enfermo de cáncer y su familia están desprotegidos frente al despido laboral y al endeudamiento para costear los medicamentos y operaciones. Asimismo, el paciente con cáncer se ha visto comúnmente estigmatizado, siendo considerado en ocasiones como un estorbo en su entorno laboral debido a los efectos secundarios temporales de los tratamientos ligados a esta patología. Este último hecho, cuando se desencadena en un despido, es de suma gravedad, pues se niega a la persona en recuperación la oportunidad de continuar su proceso de sanación insertado laboralmente. 

A la luz de esto, el proyecto introduce un artículo 66 ter al Código del Trabajo, por el cual establece un fuero laboral para los trabajadores que padezcan cáncer, siempre que sus contratos tengan duración superior a los 30 días y hayan sido diagnosticados con esta enfermedad durante la vigencia del contrato. Dicho fuero será diferenciado en función de la agresividad de la patología y, en consecuencia, de su tratamiento requerido, aunque siempre cuidando de establecer un adecuado balance entre, por un lado, las necesidades del paciente de recuperarse plenamente e integrado a su trabajo y, por el otro, los riesgos de rigidización en el mercado laboral que esta medida pudiera implicar. 

Por lo mismo, en el caso de un tratamiento quirúrgico, los trabajadores se verán beneficiados con el fuero a partir del término de la intervención  y hasta por 1 mes de finalizado este. En el caso de un tratamiento médico de radioterapia, se verán beneficiados hasta por 4 meses después de finalizado el tratamiento. Y en el caso de un tratamiento de quimioterapia, los trabajadores se verán beneficiados de un fuero de hasta 8 meses después de finalizado el tratamiento. 

Por último, la propuesta clarifica el caso de los trabajadores cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra o servicio determinado. En estas hipótesis el fuero sólo los amparará durante la vigencia del respectivo contrato, sin que el empleador requiera solicitar su desafuero al término de cada uno de ellos. Esto con el fin de circunscribir el fuero laboral a la duración de los contratos, cuya naturaleza es distinta la de un trabajo de duración indefinida. 

Por las razones antes expuestas, vengo a someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY
Artículo Único: Agrégase el siguiente artículo 66 ter al Código del Trabajo:

“Artículo 66 ter.- Los trabajadores con contratos superiores a 30 días que padezcan cáncer durante la vigencia de la relación laboral, acreditado mediante un certificado de confirmación diagnóstica, gozarán de fuero laboral, el cual comenzará a regir desde el término del tratamiento médico y hasta por un mes, si el tratamiento hubiere consistido en una intervención quirúrgica; hasta por cuatro meses, si  hubiere consistido en radioterapia; y hasta por ocho meses, si hubiere consistido en quimioterapia. 

Tratándose de trabajadores cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra o servicio determinado, el fuero los amparará sólo durante la vigencia del respectivo contrato, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de cada uno de ellos.”.

1 “Defunciones y Mortalidad por causas”, Departamento de Estadísticas de Información de Salud, Ministerio de Salud, Chile. Cifras recogidas en http://www.deis.cl/?p=2541, visitado el 6 de marzo de 2015.

2 “Cáncer En Chile", Conac. Ministerio De Salud, Chile 2009,Cifras recogidas en http://www.conac.cl/c%C3%A1ncer-en-chile.html , Fuente: Ministerio de Salud, Chile 2009, vistado el 6 de abril de 2015.

3 Federico Tobar y José Charreau, “Comparación internacional del precio de los medicamentos de alto costo Argentina, Países del Cono sur, España e Inglaterra”, Instituto de Estudios Sobre Políticas de Salud, Buenos Aires, 28 de diciembre de 2011.
(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA GOIC Y SEÑORES CHAHUÁN, DE URRESTI, GIRARDI Y ORPIS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA DEL REGLAMENTO DEL SENADO QUE TRANSFIERE LAS MATERIAS DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN A LA COMISIÓN DE DESAFÍOS DEL FUTURO

(S 1.807-09)

Considerando:
1. Que la generación y utilización eficaz del conocimiento presenta una gran oportunidad tanto para el crecimiento económico como para mejorar la calidad de vida de las personas. Sin embargo, la sola existencia del conocimiento no garantiza que éste se traduzca efectivamente en beneficios económicos y sociales.

2. Que la ciencia, la tecnología y la innovación son herramientas fundamentales para un desarrollo sostenible, sustentable e inclusivo. Por otra parte, resultan esenciales para hacerse cargo de las grandes preocupaciones globales y planificar soluciones a los problemas nacionales, creando nuevos servicios, productos o prácticas que aumenten el bienestar de la población. 

3. Que no obstante, se han establecido diversas iniciativas para fomentar el desarrollo de dicho sector, la institucionalidad de éste aún es frágil, mostrando cierta obsolescencia. Su configuración actual no cumple a cabalidad la tarea de diseñar estrategias y políticas nacionales en áreas que puedan guiar los esfuerzos del país hacia metas de desarrollo cultural y socioeconómico.

4. Que estimándose indispensable la existencia de una Política de Estado en materia ciencia, tecnología e innovación, su concreción requiere de una estructura capaz de planificar y coordinar las políticas en la materia. Lo anterior, resulta una condición ineludible para la modernización del país, por cuanto dicha estructura permitirá guiar, coordinar y fijar las políticas públicas en el área de su competencia que permitan al país dar un salto cualitativo al desarrollo.

5. Que la materialización de esta estructura debe extenderse al ámbito legislativo, representante de la soberanía popular y vía necesaria para la democratización del acceso a, la ciencia, la tecnología y a la innovación. En efecto, la determinación de competencia específica de una Comisión permanente en esta Corporación, en estos ámbitos, constituirá un importante aporte a la dirección de políticas públicas en dicha materia.

6. Que la apertura de este cauce institucional permitirá recoger los múltiples planteamientos expuestos por la comunidad científica nacional, en pos de alcanzar el rol fundamental que debe tener la ciencia, la tecnología y la innovación, en el desarrollo nacional.

7. Que en virtud de lo expuesto, se acuerda proponer el siguiente proyecto de reforma del Reglamento del Honorable Senado de la República: 
Proyecto de reforma de Reglamento del Senado

Artículo único.- Modificase el artículo 27 del Reglamento del Senado del modo que sigue:

1. En el numeral 6a eliminar la expresión ", Ciencia y Tecnología" y a continuación de la palabra "Educación" sustituir la coma "," por la letra "y".

2. En el numeral 21a entre el término "Futuro" y el punto final "." agregar la expresión", Ciencia, Tecnología e Innovación.".
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS GOIC Y VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, BIANCHI, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, LAGOS, MATTA, MOREIRA, NAVARRO, ORPIS, OSSANDÓN, PROKURICA, QUINTEROS, TUMA Y WALKER, DON PATRICIO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ESTABLECIMIENTO POR LEY DE UN ESTATUTO DE CIUDADES PUERTO Y LA AFECTACIÓN DE UN PORCENTAJE DE LOS IMPUESTOS QUE PAGAN LAS EMPRESAS PORTUARIAS EN BENEFICIO DE LA COMUNA DONDE SE HALLAN EMPLAZADAS SUS INSTALACIONES PORTUARIAS

(S 1.808-12)

Considerando:

1º.- Que con fecha 12 de agosto de 2009, la Cámara de Diputados aprobó un Proyecto de Acuerdo mediante el cual se solicitó a la Presidenta de la República, el envío de un proyecto de ley que estableciera un estatuto para las ciudades-puerto del país, con el objeto de que dichas comunas tuvieran una participación garantizada en el desarrollo de las actividades marítimo-portuarias de sus respectivos territorios.

2º.- Que mediante oficio Ord. Nº 4287 de 16 de octubre de 2009, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones de la época, René Cortázar Sanz, dio respuesta, a nombre del Gobierno, a dicho Acuerdo, manifestando que, a contar del año 2010, dicho  Ministerio solicitó incorporar al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público los fondos necesarios para la habilitación humana y material de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Asesora en Materias Marítimas y Portuarias, instancia creada por medio del Decreto Supremo N° 70 de 2008 de esta Secretaría de Estado y que entre las tareas que deberá asumir dicha Secretaría Ejecutiva se cuenta, precisamente, la relación ciudad-puerto, razón por la cual dicho organismo deberá realizar los estudios necesarios y coordinar a los distintos organismos para abordar integralmente dichas temáticas y particularmente para el levantamiento de las necesidades de legislación o normativa que se detecten, en cuyo caso se enviará al Congreso Nacional el(los) proyecto(s) de ley que sea(n) necesario(s), cuando éstos se relacionen con el objeto de este Ministerio; en caso de que ello no sea así, se coordinará el trabajo con las instituciones competentes.

3º.- Que sin perjuicio de lo manifestado en dicho documento, no se ha establecido hasta ahora el estatuto especial que se requiere para las ciudades-puerto del país, no obstante la importancia que revisten las actividades marítimo-portuarias.

4º.- Que en efecto, el aumento en la capacidad de las naves, la urgencia de disminuir los tiempos de operación en los puertos y la innovación en los elementos de transferencia de carga, son algunos de los factores que dieron pie a la modernización del sector portuario nacional, él que ha visto un fuerte incremento en el intercambio de bienes, especialmente con el Asia Pacífico, donde los volúmenes de carga han aumentado considerablemente, lo que da cuenta de la necesidad de implementar nuevos y modernos proyectos de infraestructura para ser más competitivos dentro de dicha zona.  

5º.- Que por otra parte, cabe señalar que el artículo 50 de la ley 19.542, que modernizó el sector portuario estatal, establece en su letra d), que corresponde al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, “procurar un desarrollo armónico entre los puertos y la ciudad, cuidando en especial el entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente. Para estos efectos, se creará una instancia de coordinación a nivel de región, denominada Consejo de Coordinación Ciudad-Puerto, en la que tendrán participación, a lo menos, un representante del Gobierno Regional y uno por cada municipalidad donde se encuentre el puerto”.

6º.- Que en este orden de ideas, se hace necesario que un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias al Fisco, cedan en beneficio de las comunas donde dichas empresas se encuentran instaladas, teniendo presente que el artículo 19 Nº 20 de la Constitución Política establece que “la ley podrá autorizar que los tributos que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local, puedan ser aplicados por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo.

7º.- Que a su vez, el numeral 22 del mismo artículo 19, dispone que solo en virtud de una ley y que siempre que no signifique discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, se podrá autorizar determinados beneficios directos o indirectos a favor de algún sector, actividad o zona geográfica o establecer gravámenes especiales que afecten a uno u otras.

8º.- Que en tal virtud se requiere el envío, por parte de S.E., la Presidenta de la República de un proyecto de ley que, por una parte, establezca el estatuto especial para las ciudades-puerto del país, y por otra, que un porcentaje de los impuestos que se pagan al Fisco por las empresas portuarias, cedan en beneficio de las comunas donde ellas se encuentran emplazadas.

Por las razones antes expuestas, 

EL SENADO DE LA REPUBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., la Presidenta de la República, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto, por una parte, el establecimiento de un  estatuto especial para las ciudades-puerto del país, y por otra, que un porcentaje de los impuestos que se pagan al Fisco por parte de las empresas portuarias respectivas, cedan en beneficio de las comunas donde ellas se encuentran emplazadas.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE AL SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS PARA IMPLEMENTAR LA REFORMA TRIBUTARIA

(9.898-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, señor Rodrigo Peñailillo, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:
Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Alberto Arenas; el Subsecretario, señor Alejandro Micco; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; y los asesores, señora Jimena Krautz, y señores Daniel García y Julio Valladares. Del Servicio de Impuestos Internos, el Director, señor Michel Jorratt; el Subdirector de Personal, señor Danilo Estay; el Jefe del Departamento de Formación, señor Mario Schellman; el Jefe de Finanzas, señor Gonzalo Torres, el Jefe de Prensa y Comunicaciones, señor Carlos Essus; el Jefe de Personal, señor Mauricio Leiva, y la profesional del Departamento Gestión de Personas, señora Ada Salvatierra. De la Dirección de Presupuestos, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Jorge Rodríguez; y la Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Patricia Orellana.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señores Sergio Herrera y Giovanni Semería.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Benjamín Rug.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.
El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.

Los asesores del Honorable Senador Montes, señorita Alicia Gariazzo, y señores Luis Díaz y Gabriel Galaz.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
De la Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos, el Presidente, señor Juan Apablaza; la Vicepresidenta, señora Loreto Ceballos; la Secretaria General, señora Paola Tresoldi; la Tesorera Nacional, señorita María Cristina Henríquez; el Protesorero, señor Juan Leyton; las Directoras, señoritas Maritza Meza y Oriana Urrutia, y los Dirigentes de la Región de Valparaíso, señora Evelyn Muñoz y señor Patricio Domínguez.
De la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile (ANEIICH), el Presidente, señor Carlos Insunza; la Vicepresidenta, señora Marión Cortés; la Secretaria General, señora María Leonor de la Fuente; la Directora, señora Alejandra Moya; el Director, señor Marcos González, y el Dirigente Regional de Valparaíso, señor Luis Escudero.
- - -
El proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 1 de abril de 2015.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Los artículos 1°, 2°, inciso segundo, y 3°, permanentes, y el artículo segundo transitorio, nuevo, tienen el rango de ley orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con el artículo 38 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de esa Carta Fundamental. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modernizar y fortalecer los estándares de eficacia, eficiencia y probidad del Servicio de Impuestos Internos (SII), para alcanzar los niveles de recaudación y disminución de la evasión, necesarios para cumplir exitosamente los compromisos contraídos en el marco del proceso de implementación de la reforma tributaria. Para ello, se considera un aumento gradual de cargos en la planta de personal del Servicio; un fortalecimiento de la carrera funcionaria; la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución; el mejoramiento de la organización funcional y la reestructuración de las remuneraciones.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Las leyes que se relacionan con la materia son:

- El decreto ley N° 3.551, de 1981, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

- El decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.
- La ley N° 19.646, que concede beneficios económicos al personal del Servicio de Impuestos Internos, del Consejo de Defensa del Estado, de la Dirección de Presupuestos y de las Fuerzas Armadas, y dispone otras normas sobre racionalización del Sector Hacienda.

- La ley N° 20.431, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos.
- La ley N° 20.780, sobre reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que el presente proyecto tiene como antecedente la ley N° 20.780, de reforma tributaria, la cual introduce cambios progresivos en nuestro sistema tributario. 

Para llevar a cabo este cometido, indica, se requiere de la capacidad técnica de los organismos que integran la administración tributaria chilena, en especial, el Servicio de Impuestos Internos, que tiene la misión permanente de maximizar el cumplimiento tributario a fin de llevar a cabo las transformaciones sociales antes mencionadas. 

En dicho contexto, señala que el 27 de enero de 2015, el Gobierno y las Asociaciones de Funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, suscribieron un protocolo de acuerdo sobre fortalecimiento y modernización del Servicio con el objeto de abordar los desafíos propios de la implementación de la reforma tributaria.

En cuanto a los objetivos del proyecto de ley, plantea que son los siguientes:
1) Actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución.

2) Mejoramiento de la organización funcional del Servicio.

3) Fortalecimiento de la carrera funcionaria en todas las plantas del Servicio.

4) Reestructuración de las remuneraciones.
5) Aumento gradual de cargos en la planta del personal del Servicio.
 Respecto de la estructura y contenido del proyecto, explica que consta de ocho artículos permanentes, agrupados en dos títulos, que se refieren al ingreso y promoción en el Servicio y a disposiciones varias relativas al mismo organismo. La iniciativa consta además, de artículos transitorios referidos al encasillamiento y otros aspectos específicos. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al comenzar la discusión, el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, efectuó una presentación acerca del proyecto de ley, en formato power point, del siguiente tenor:

I. ANTECEDENTES
La ley N° 20.780, de septiembre de 2014, introduce cambios a nuestro sistema tributario, con el objetivo de lograr el justo pago de los impuestos, la disminución de la evasión y el aumento de la recaudación, a fin de utilizar dichos recursos en las políticas públicas prioritarias del país, principalmente en la Reforma Educacional.  

La meta de la Reforma Tributaria es recaudar anualmente en régimen un 3% del PIB, de los cuales 0,5% del PIB provienen de menor evasión y elusión. 
Para lograr esta meta es fundamental el presente proyecto de ley, necesario para implementar las mayores atribuciones del SII aprobadas en la Reforma Tributaria.
En este contexto, el 27 de enero de 2015, el Gobierno y las Asociaciones de Funcionarios del SII, suscribieron un Protocolo de Acuerdo sobre fortalecimiento y modernización del Servicio, a objeto de abordar los desafíos propios de la implementación de la Reforma Tributaria. 

Este protocolo se tradujo en el presente proyecto de ley, ingresado al Congreso Nacional el 30 de enero de 2015. Se pasará de 4.200 funcionarios a poco más de 5.000.

II. PROYECTO DE LEY
En cumplimiento del protocolo suscrito, se elaboró el proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la Reforma Tributaria, Mensaje N°1.240-362. 
Este proyecto busca modernizar y fortalecer los altos estándares de eficacia, eficiencia y probidad que han caracterizado al SII, para así alcanzar los niveles de recaudación y disminución de la evasión que se esperan en el marco de implementación de la Reforma Tributaria.
III. OBJETIVOS DEL PROYECTO

• Actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución. 

• Mejoramiento de la organización funcional del Servicio. 

• Fortalecimiento de la carrera funcionaria en todas las plantas del Servicio. 

• Reestructuración de las remuneraciones. 
IV. PRINCIPALES CONTENIDOS DEL PROYECTO
1. Se regula el ingreso y promoción de las plantas de fiscalizadores, de profesionales, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del SII.

2. Se modifican los componentes de la asignación especial de estímulo por desempeño en el cumplimiento de metas:

• La parte variable estará asociada al cumplimiento de metas vinculadas a la reducción de la evasión y elusión tributaria, incluyendo indicadores de fiscalización y facilitación en el cumplimiento tributario, lo que se materializará en el Convenio de Desempeño Colectivo.

• El componente por cumplimiento de meta institucional de disminución de la evasión se transforma en uno asociado a la gestión tributaria, fijo y de pago mensual.
3. Se perfecciona la asignación de jefatura:

• Los funcionarios que perciban esta asignación tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para calificar al personal.

• El total de recursos asignados al pago de esta asignación será proporcional a los incrementos de dotación de personal.

4. Se establece que el SII deberá definir anualmente un instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria. Esta evaluación será realizada por una empresa externa contratada por la Subsecretaría de Hacienda.
5. Se establece un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria, el cual está dirigido para titulares de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y auxiliares, cuando tengan 10 años de servicios en el grado tope.
6. Se faculta a la Presidenta de la República para dictar un decreto con fuerza de ley que fije la nueva planta de personal del SII y los requisitos específicos de ingreso y promoción.
V. ASPECTOS FINANCIEROS
	Año 
	Costo fiscal (miles de $ de 2015) 

	2015 
	$9.224.921 

	2016 
	$16.776.303 

	2017 
	$17.598.008 

	2018 
	$18.282.756 


Costo adicional al contemplado en la reforma tributaria (no se incluyen mayores ingresos potenciales por disminución de evasión y elusión).

El Honorable Senador señor Coloma consultó si se consideran las metas sobre disminución de evasión y elusión propuestas en la reforma tributaria para efectos de los incentivos remuneracionales que se proponen en el proyecto de ley.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, explicó que en la reforma tributaria se contempla un aumento del personal del Servicio pero no se incluye nada sobre mejoras de las remuneraciones. En este proyecto de ley, acotó, se propone un aumento de 52 funcionarios, una mejora de la escala de remuneraciones y el paso de contrata a planta.

Asimismo, indicó que el aumento total en la dotación del Servicio será de 740 funcionarios, 688 contemplados en la ley N° 20.780 y 52 en el presente proyecto de ley, estos últimos surgen del protocolo de acuerdo celebrado con las asociaciones de funcionarios.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Michel Jorratt, agregó que desde el año 2014 se encuentran desarrollando un proceso de concursos para contratar nuevo personal, los que alcanzan a 150 hasta ahora, aproximadamente, y llegará a los 500 funcionarios hacia fin de año, completándose el total indicado por el señor Subsecretario en el año 2017.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, añadió que el año 2014 se cerró con dotación autorizada de 4.304 funcionarios, para aumentar este año a 4.837 funcionarios, finalizando en el año 2017 con 5.044 funcionarios.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó al señor Subsecretario si, tomando en cuenta que se aprobó una reforma tributaria cuyo objetivo principal es financiar los gastos de la reforma educacional, son efectivas informaciones que dan cuenta de que los recursos que ingresarían por la modificación impositiva no alcanzarían para financiar los cambios en materia de educación. 

Además, consultó si se están cumpliendo los cálculos presentados por el Ministerio de Hacienda respecto del llamado impuesto verde que grava la venta de automóviles nuevos, y de los impuestos específicos sobre bebidas alcohólicas y cigarrillos.

Del mismo modo, consultó al Director del SII si la forma en que se está disponiendo el ingreso a los cargos de planta, reservándolo a concursos en que sólo pueden participar funcionarios a contrata, se encuentra conforme a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y recordó una situación parecida que debieron resolver -en otra dirección- para regular los ingresos a la Unidad de Defensa Penal Juvenil de la Defensoría Penal Pública.

El Honorable Senador señor Montes expresó que, si bien está de acuerdo en general con el contenido del proyecto de ley, tiene como inquietud saber en qué se traducirá, en términos de organización del Servicio, un cambio como el de la nueva norma general antielusión. Asimismo, señaló que le preocupa lo que ocurre, y ocurrirá, con los fondos y dineros que salen del país con destino a paraísos fiscales.

Específicamente, consultó por el rediseño institucional del SII, pensando en que -con la reforma tributaria- se están cerrando varios caminos de evasión y elusión pero, al mismo tiempo, se van abriendo otros nuevos.

El Honorable Senador señor García planteó que los cálculos de mayores ingresos fiscales que generaría la reforma tributaria no es algo que pueda ser discutido o aprobado por el Congreso Nacional, sin embargo, los US$8.200 millones o 3% del PIB que planteaba el Ejecutivo como mayor recaudación, se ven afectados por el crecimiento de la economía de 1,9% del año 2014 y el crecimiento estimado cercano al 3% para el presente año. Por ello, consultó cuáles fueron los parámetros que se usaron para elaborar los cálculos señalados, respecto de los años que van desde el 2014 al 2017.

Agregó que el informe financiero de la reforma tributaria indicaba que, para el año 2014, el nuevo impuesto relativo a contaminantes de vehículos motorizados recaudaría $11.672 millones, y la modificación de tasas de bebidas alcohólicas y analcohólicas recaudaría $29.850 millones. Solicitó que se informe acerca de la recaudación real que significaron dichos tributos, dado que el año 2014 debiera tener sus datos consolidados.

Observó que deberán analizar y debatir si los recursos que se están recaudando alcanzarán para financiar la reforma educacional y, hasta ahora, no alcanzarían para ahorrar lo proyectado por el Ejecutivo para llegar a un déficit estructural cero en el año 2018.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, manifestó que los cálculos efectuados para la reforma tributaria indicaban que se requerirían para la reforma educacional entre 1,5 y 2 puntos del PIB, y actualmente dichas estimaciones se encuentran más cerca de 2 puntos del PIB, aunque aún no se encuentran cerrados esos cálculos y estimaciones.

Respecto de los avances de la recaudación desde la entrada en vigencia de la ley, indicó que, hasta ahora, se produciría un aumento de la carga tributaria equivalente a 0,3% del PIB, que es el mismo valor proyectado al presentar la reforma tributaria, y se explicaría, en buena parte, por una disminución de la evasión y la elusión.

En cuanto al llamado impuesto verde a los vehículos motorizados nuevos, explicó que se ha obtenido una menor recaudación, que tiene entre sus causas la devaluación del tipo de cambio que provoca una menor demanda por vehículos nuevos.

Sobre impuestos específicos a los cigarrillos y bebidas alcohólicas y analcohólicas, las estimaciones preliminares indican que se encuentran en los bordes de los órdenes de magnitud que se habían planteado.

Agregó que las estimaciones y cálculos de recaudación de la reforma tributaria se hicieron en base a nivel de actividad del año 2013, por lo que no incluye efectos de menor crecimiento efectivo. Acotó que lo relevante es lograr la recaudación de 3 puntos del PIB en régimen, y eso se logra con base en el crecimiento económico potencial –que de acuerdo a datos del Banco Central- debiese ser de entre 4 y 4,5%.

En otro ámbito, señaló que ha existido una reorganización del SII, siendo la más relevante la creación de la Subdirección de Atención al Contribuyente, con un traspaso importante de funcionarios a esa área.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al señor Subsecretario la entrega de un informe más detallado sobre las cifras que se han verificado respecto de las normas aprobadas y el rendimiento de cada uno de los tributos contemplados en la reforma tributaria.

El señor Subsecretario accedió a lo solicitado, acotando que es preferible que la entrega de información se haga una vez finalizada la operación renta en curso. 

El Honorable Senador señor García manifestó que sería satisfactorio contar ahora con información de lo ocurrido el año anterior, relativa, por ejemplo, a los pagos provisionales mensuales que se tienen que haber efectuado durante el año 2014.
El Honorable Senador señor Montes pidió que la información que se entregue incluya detalles sobre evasión y elusión respecto de impuesto a la renta e IVA, y proyecciones para el año 2015.
El señor Subsecretario consideró que tratándose sólo de un mes, sería mucho mejor esperar a contar con los datos definitivos de la operación renta.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Jorratt, explicó que el artículo 1° del proyecto de ley efectivamente dispone que en los concursos para proveer los cargos de planta sólo podrán participar funcionarios a contrata. Asimismo, observó que dicha disposición debe ser entendida globalmente, en el sentido que se busca un desarrollo de la carrera funcionaria, de modo que todo nuevo funcionario que ingrese lo haga a contrata y pueda pasar a la planta luego de, al menos, dos evaluaciones positivas.

Agregó que la disposición se aparta de la norma de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y es por eso que debe ser aprobado con quórum correspondiente a ley orgánica constitucional.

El Honorable Senador señor Montes insistió en su interés por conocer más detalles del rediseño institucional que implicará para el SII enfrentar las nuevas normas sobre elusión y evasión, especialmente en consideración a las áreas de elusión que no fue posible cerrar en la reforma tributaria, pero que ahora se abordarán con una cláusula general antielusión.
El Director del SII, señor Jorratt, expuso que se está rediseñando la forma en que se trabaja en el Servicio, con un nuevo modelo de fiscalización, basado en la gestión de los riesgos, y que busca la capacidad de seleccionar a los contribuyentes que –con mayor probabilidad- podrían estar cometiendo fraudes tributarios.

Respecto de la normativa antielusión, señaló que constituye una novedad para el Servicio, y se está trabajando en un área especial que se dedique a ese sector. Añadió que en los últimos años, el Departamento de Investigación de Delitos Tributarios (DILET) ha ido sumando a figuras frecuentes, como las facturas falsas, otras figuras más sofisticadas dentro de sus investigaciones. A ello se agrega, indicó, capacitaciones de los funcionarios con países que tienen experiencia en esas normativas.

Observó, eso sí, que el objetivo de la normativa general antielusión es disuadir de la adopción de conductas elusivas, por lo que los casos de aplicación no debieran implicar un número elevado de investigaciones y juicios.

Respecto de rentas de fuente nacional que se envían al extranjero, manifestó, que fuera de una situación puntual que se conoce por estos días, es muy difícil saber de los dineros que se remesan, y si pagan o no los impuestos que debieran. Asimismo, señaló que la forma de avanzar en dicha materia es mediante los convenios de intercambio de información, de los que nuestro país ha firmado varios en el último tiempo.

El Honorable Senador señor García acotó que, en la Comisión, dialogaron anteriormente sobre la posibilidad de reunirse con las autoridades del Ministerio de Hacienda y el Director del Servicio para informarse de cómo ha ido avanzando la reforma tributaria. Agregó que ello sería especialmente relevante acerca de la norma transitoria sobre registro de capitales en el exterior, conocida como de repatriación de capitales, dado que existen opiniones que cubren todo el espectro posible, desde que no sirve para nada, hasta que servirá para que ingresen fondos de todo tipo.

Asimismo, señaló que sería interesante saber que ha ocurrido con la posibilidad de postergar el pago del IVA hasta por 60 días y cuál es el número de contribuyentes que ha hecho uso del beneficio, y lo mismo respecto del sector construcción. Agregó que ello permitiría efectuar un seguimiento de la implementación y, eventualmente, realizar correcciones antes de que se encuentre en régimen hacia el año 2018.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, expresó que, hasta el mes de marzo, cerca de 12.000 contribuyentes habían hecho uso de la postergación del pago del IVA. De igual modo, agregó que el número de quienes se encuentran adscritos al régimen del artículo 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aumentó de 85.000 a 100.000 contribuyentes.

Respecto del registro de capitales en el exterior, señaló que se han recibido muchas consultas, y dos contribuyentes se han acogido a la normativa especial.

Agregó que, hacia junio del presente año, cumplirán con la publicación de todas las circulares que debe emitir el SII para la implementación de la reforma tributaria.
En la siguiente sesión, la Comisión recibió a representantes de la Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos (AFIICH) y de la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile (ANEIICH).

En primer término, efectuó una exposición, en formato power point, el Presidente de AFIICH, señor Juan Apablaza, del siguiente tenor:

Proyecto fortalecimiento SII

La Asociación de Fiscalizadores de Impuestos Internos de Chile, con 47 años de existencia, agrupa a los funcionarios del escalafón fiscalizador. Nuestro gremio cuenta con un alto nivel de afiliación cercano al 96% y representa a los funcionarios encargados del cumplimiento de la misión institucional del Servicio de Impuestos Internos.

Los Funcionarios y la Reforma

Las aspiraciones de las mayorías en materia de educación, salud y previsión pasan por políticas públicas debidamente financiadas. Ello sólo es posible en el marco de esta reforma tributaria y de un SII eficiente. En este sentido, la labor de los funcionarios y fiscalizadores del Servicio cobra una importancia vital, tanto para la materialización de las reformas sociales emprendidas, como para las esperanzas de las grandes mayorías nacionales. 

Fundamento Fortalecimiento

- A nivel internacional: el SII en general, y los fiscalizadores en particular, desarrollan sus labores con estándares incluso más altos que los de la propia OECD, ello en condiciones de remuneraciones y de sobretrabajo muy desventajosas respecto de los países miembros de esta organización.

- En el ámbito nacional: resulta evidente el rezago en que se encuentra la tasa de crecimiento de los fiscalizadores respecto a la evolución del PIB y del comportamiento de la propia recaudación.

Ámbito Internacional: el SII y la OECD

Los antecedentes que se muestran a continuación comparan  el desempeño del SII con sus homólogos de la OECD, para ello se ha utilizado el informe “Tax Administration 2013”, publicado en mayo de 2013, que hace referencia a las administraciones tributarias de los países miembros. 

Costo de Recaudación

Entre el año 2005 y 2011, Chile se ubica en promedio entre los 10 países de la OECD con menores costos de recaudación, encontrándose en el puesto número 8.

Con un costo de 0,70 unidades (USD) por cada 100 unidades (USD) recolectadas. Por su parte, el promedio de la OECD en este periodo fue de 0,91 unidades (USD). Por ello, se considera que el costo fiscal del proyecto de ley no es un gasto sino una inversión.
Tabla N° 1: Ratio costo de recaudación países OECD

	Países
	Costos administrativos de la administración tributaria / Recaudación neta recolectada

	
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Prom

	Australia
	1,04
	0,99
	0,93
	0,95
	1
	1,05
	0,99
	0,99

	Canada
	1,32
	1,32
	1,22
	1,13
	1,31
	1,36
	1,31
	1,28

	Chile
	0,69
	0,63
	0,6
	0,67
	0,91
	0,77
	0,68
	0,7

	France
	1,08
	1,28
	0,96
	1,17
	1,31
	1,25
	1,2
	1,17

	Germany
	1,66
	1,55
	1,38
	1,36
	1,46
	1,5
	1,4
	1,47

	Israel
	 - 
	 - 
	 - 
	0,74
	0,79
	1,01
	0,9
	0,85

	Italy
	 - 
	 - 
	 - 
	1,08
	1,2
	1,08
	1
	1,09

	Japan
	1,65
	1,52
	1,5
	1,49
	1,71
	1,93
	1,75
	1,64

	Korea
	0,8
	0,78
	0,7
	0,79
	0,84
	0,81
	0,76
	0,78

	Mexico
	0,55
	0,52
	0,48
	0,43
	0,58
	0,71
	0,7
	0,56

	Netherlands
	1,36
	1,14
	1,12
	0,99
	1,11
	1,02
	0,97
	1,1

	New Zealand
	0,76
	0,71
	0,75
	0,76
	0,88
	0,81
	0,89
	0,79

	Portugal
	1,34
	1,22
	1,18
	1,27
	1,57
	1,55
	1,37
	1,35

	Spain
	0,74
	0,68
	0,64
	0,82
	0,97
	0,88
	0,86
	0,79

	UnitedKingdom
	1,1
	1,09
	1,11
	0,9
	0,91
	0,98
	0,83
	0,98

	UnitedStates
	0,52
	0,47
	0,45
	0,49
	0,61
	0,66
	0,62
	0,54

	Promedio OECD
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	0,91


Gráfico N° 1: Ratio costo de recaudación países OECD
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Población por funcionario

- En la tabla N° 2 se presentan algunos datos y ratios relacionados con los recursos humanos de las administraciones tributarias de los países pertenecientes a la OECD para el año 2011.

- Cuarta columna muestra porcentaje de trabajadores tiempo completo (TTC) destinados a funciones tributarias.

- Quinta y sexta columna muestran respectivamente la proporción de población y población activa por cada TTC en funciones tributarias y generales.
Tabla N° 2: Recursos humanos y ratios relacionados países OECD 2011

	Países
	Indicadores de empleo del personal y ratios relacionados

	
	TTC (todas las funciones)
	TCC (tributarias y generales)
	% de TTC para las funciones tributarias/generales
	Población/TTC en funciones tributarias /generales
	Población activa/TTC en funciones tributarias y generales

	Australia
	21.764
	18169
	83,5
	1245
	663

	Canada
	40.173
	38.722
	96,4
	881
	483

	Chile
	4.169
	4.169
	100
	4.137
	1.943

	France
	117.657
	69.650
	59,2
	942
	409

	Germany
	110.515
	110.515
	100
	740
	381

	Israel
	5.566
	5.566
	100
	1.393
	627

	Italy
	32.619
	32.619
	100
	1.849
	767

	Japan
	56.261
	56.261
	100
	2.272
	1.113

	Korea
	19.671
	18.145
	92,2
	2.743
	1.383

	Mexico
	35.718
	25.009
	70
	4.492
	1.944

	Netherlands
	29.410
	23.014
	78,3
	722
	381

	New Zealand
	5.513
	3.789
	68,7
	1.163
	625

	Portugal
	10.073
	10.073
	100
	1.048
	547

	Spain
	27.613
	23.556
	85,3
	1.958
	976

	UnitedKingdom
	66.466
	66.466
	100
	929
	474

	UnitedStates
	94.709
	94.709
	100
	3.290
	1.622

	Promedio OECD
	25.825
	23.237
	90,18
	1.631
	825


Gráfico N° 2: Población por cada TTC del organismo tributario. OECD 2011
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Población por funcionario

El SII de nuestro país, al año 2011, estaba conformado por 4.169 trabajadores a tiempo completo, de los cuales un 100% se dedicaba a funciones tributarias y/o generales, los cuales en relación al total de la población del país, se encontraban en una relación de 1/4.137.

Esto es, 4.137 habitantes por cada funcionario del servicio, más de 2,5 veces la cantidad promedio de la OECD, que asciende a 1.631 habitantes por cada TTC de las administraciones tributarias.

Estos datos no sólo nos muestran lo alejados que estamos de los estándares internacionales en esta medida, sino también que Chile es el tercer país con más carga relativa de habitantes sobre TTC. Lo que probablemente constituye un indicador del sobretrabajo al cual están sometidos los funcionarios y funcionarias.

Recaudación neta promedio por funcionario

Ahora se compara el ratio construido sobre la base de los ingresos netos tributarios, esta vez comparándolos con la cantidad de TTC, para determinar la recaudación individual promedio anual de los trabajadores de las administraciones tributarias de los países de la OECD, como medida indirecta del trabajo y carga laboral de los funcionarios. 

Tabla N° 3: Recursos humanos y ratios relacionados países OECD 2011

	País
	TTC
	Recaudación Neta (MM USD)
	Recaudación individual promedio (MM USD)

	Australia
	18.169
	247.971
	13,6

	Canada
	38.722
	282.472
	7,3

	Chile
	4.169
	39.391
	9,4

	France
	69.650
	512.189
	7,4

	Germany
	110.515
	714.410
	6,5

	Israel
	5.566
	52.934
	9,5

	Italy
	32.619
	374.340
	11,5

	Japan
	56.261
	374.474
	6,7

	Korea
	18.145
	170.065
	9,4

	Mexico
	25.009
	108.385
	4,3

	Netherlands
	23.014
	278.041
	12,1

	New Zealand
	3.789
	38.020
	10

	Portugal
	10.073
	43.425
	4,3

	Spain
	23.556
	220.204
	9,3

	UnitedKingdom
	66.466
	264.849
	4

	UnitedStates
	94.709
	1.999.072
	21,1

	Promedio OECD
	23.761
	206.775
	8,7


Gráfico N° 3: Recolección individual promedio de cada trabajador del organismo tributario (MM USD) OECD 2011
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Eficiencia del SII y del escalafón fiscalizador de acuerdo a indicadores país

- Finalmente se revisa el comportamiento, a nivel nacional, de la evolución de la dotación de fiscalizadores comparándolo con el PIB y la recaudación para el período 2009 – 2012.

Tabla N° 4: PIB, número de fiscalizadores y recaudación del SII, años 2009-2012 (MM$)

	Año
	Producto Interno Bruto y evolución año base 2009
	Fiscalizadores [1] y evolución año base 2009
	Recaudación SII y evolución año base 2009

	2009
	92.875.262
	100,00%
	1.606
	100,00%
	12.869.744
	100,00%

	2010
	98.227.638
	105,80%
	1.637
	101,90%
	15.560.569
	120,90%

	2011
	103.974.622
	112,00%
	1.721
	107,20%
	18.031.492
	140,10%

	2012
	109.750.797
	118,20%
	1.765
	109,90%
	19.148.334
	148,80%


Gráfico N° 4: Evolución del PIB, cantidad de fiscalizadores y recaudación de SII, año base 2009
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Carrera Funcionaria

- La ley impone un desafío importante, esto es llevar a cabo la esencial e indispensable tarea de recaudar vía impuestos USMM$ 8.300 y en especial disminuir la evasión en un 0,5% del PIB. Se ha llegado a una evasión de casi 24% en IVA y de casi un 40% en impuesto a la renta. Cada punto de evasión implica USMM$370 menos de recaudación para el país.
- Aunado a lo anterior, la complejidad del nuevo sistema tributario impone un esfuerzo adicional a la sobre carga de trabajo que ya afecta a los fiscalizadores.

- El actual diseño del escalafón junto con los más de quinientos (500) fiscalizadores a contrata, hacen inviable el desarrollo de carrera como también incrementa el riesgo de salida de funcionarios altamente calificados y con elevados grados de especialización. Hoy el 45% de la dotación de fiscalizadores se encuentra en el grado de inicio del escalafón (grado 15).

- Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado 

Artículo 45: Este personal estará sometido a un sistema de carrera que proteja la dignidad de la función pública y que guarde conformidad con su carácter técnico, profesional y jerarquizado. La carrera funcionaria será regulada por el respectivo estatuto y se fundará en el mérito, la antigüedad y la idoneidad de los funcionarios, para cuyo efecto existirán procesos de calificación objetivos e imparciales. Las promociones deberán efectuarse, según lo disponga el estatuto, por concurso, al que se aplicarán las reglas previstas en el artículo anterior, o por ascenso en el respectivo escalafón.

- Decreto 69, del 14 de agosto de 2004, artículo 1°, letra d, inciso final.

d. Para encasillamientos por fijación o modificación de plantas de personal:
Concurso interno de encasillamiento: procede, salvo disposición en contrario, cuando se fije o modifiquen las plantas, respecto de los cargos que queden vacantes de directivos de carrera, de profesionales, de fiscalizadores y de técnicos, o en las equivalentes a éstas, una vez encasillados los funcionarios de las plantas antes indicadas, conforme las normas que establece la letra a) del artículo 13 bis del estatuto.

En este concurso podrá participar el personal de planta y aquellos a contrata.

Finalmente

- Mediante la aprobación de éste proyecto se avanza en la carrera funcionaria, su desarrollo y promoción, adecuándola a las nuevas necesidades y demandas que conlleva la reforma tributaria. De esta manera se resuelve el estancamiento que hoy existe en la planta y la excesiva permanencia de los/as fiscalizadores/as en la contrata.

- Este proyecto de ley recoge las necesidades identificadas por las asociaciones de funcionarios y el Servicio, fortaleciendo al SII para enfrentar los desafíos de la reforma tributaria, a fin de obtener los resultados esperados en recaudación y disminución de la evasión.

A continuación, el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile (ANEIICH), señor Carlos Insunza, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Un SII para todas/os las/os chilenas/os

La ANEIICH y la Modernización del SII

- La Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile (ANEIICH) es la organización sindical mayoritaria en el SII, agrupando a cerca de 2.000 funcionarios/as, tiene 69 años de existencia y representa transversalmente a todos los escalafones de la institución: Auxiliares, Administrativos, Técnicos, Fiscalizadores, Profesionales y Directivos.

- Nuestro compromiso con el SII es también con el Estado y la función pública, hemos sido impulsores principales y co-constructores del proceso de modernización del SII y de cada uno de sus impulsos, procesos que han sido pioneros y han adelantado, en diversos momentos, los marcos generales que posteriormente se han extendido al conjunto de la Administración.

- El compromiso y la participación de los/as funcionarios/as han sido pilares de la modernización del Servicio. Las asociaciones de funcionarios y los equipos directivos establecieron marcos de relaciones laborales que consolidaron una cultura institucional que proyectó al SII sobre la base de los valores de Excelencia, Equidad y Probidad.

Los desafíos que enfrentamos hoy deben recuperar estos valores y prácticas.

Recuperar el SII para todos/as los/as chilenos/as

- Nuestras propuestas de transformación y fortalecimiento del SII se basan en la experiencia que los/as funcionarios/as de carrera del SII hemos acumulado en los impulsos modernizadores desarrollados durante las décadas de 1990 y 2000, que constituyeron al SII como un Servicio Público de excelencia.

- Se basan también en la evaluación y el aprendizaje que hemos hecho del estancamiento y retroceso institucional que vivimos en el período 2006-2010 y de la profunda crisis a la que nuestra institución se vio enfrentada en el período 2010-2014 que implicó un acelerado proceso de demolición de su prestigio y capacidades institucionales.

La proyección de un SII de excelencia para Chile requiere comprometer un proceso de modernización continuo y que supere las falencias estructurales que permitieron estos hechos.

El acuerdo alcanzado entre el Ministerio de Hacienda, la Dirección del SII, la Aneiich y la Afiich, constituye un avance en esta dirección para proyectar una real modernización del SII basada en la acción de equipos pluridisciplinarios, en que el desarrollo del conjunto de funciones de fiscalización tributaria, que son cada día de mayor complejidad, se realice con la mayor eficacia y eficiencia en el uso de los recursos institucionales.

Un SII a la altura de la Reforma Tributaria y las exigencias de la ciudadanía

- En el programa de gobierno que se ha comprometido con el país se plantea enfrentar la desigualdad poniendo como base una profunda reforma tributaria. Nuestro diagnóstico ha sido consistente en relevar que una reforma tributaria profunda no es viable si no se aborda plenamente el reimpulso modernizador y la reconstrucción del SII.

- Asimismo, y en el contexto de los casos de fraude tributario que han conmocionado a nuestro país, hemos respaldado los desafíos que el Director del SII ha planteado al conjunto de los/as funcionarios/as: reducir drásticamente la evasión; recuperar el prestigio e imagen de excelencia del SII; e implementar la reforma tributaria.

- Potenciar al SII es una necesidad del país, particularmente en el marco del ciclo económico que vive, en que se afianza la exigencia sobre el Sistema Tributario y la Administración Tributaria para recuperar estándares de eficiencia y eficacia en su capacidad de recaudar.

El proyecto de ley que ha presentado el Gobierno, responde a estos desafíos, y son un aporte de los/as funcionarios/as del SII y las asociaciones para cumplir estos objetivos.

Cuatro ejes para un reimpulso modernizador del SII

- Carrera Funcionaria y Reestructuración de Plantas para sostener la profesionalización del SII.

- Ampliación Pluridisciplinaria de la Dotación para Fortalecer al SII.

- Racionalización de las Remuneraciones en el SII.

 - Probidad, Autonomía, Control de Conflictos de Interés. Un nuevo Sistema de Selección de Altos directivos del SII.
Carrera Funcionaria para sostener la profesionalización del SII

Artículo 1: formaliza en la legislación un sistema de ingreso a las plantas basado en el mérito y la experiencia.
Artículo 2: fortalece los sistemas de promoción y ascenso.
Artículo 3: construye una carrera funcionaria en planta para el escalafón profesional y amplía los cargos de tercer nivel a los existentes.
Artículo 4: consolida procesos de concurso para el ingreso a la contrata y mandata reglamentos que rijan los sistemas de carrera.
Racionalización de las Remuneraciones

Artículo 5: modifica la Asignación Especial de Estímulo para limitar los niveles de variabilidad de las remuneraciones y racionaliza las Asignación de Supervisión Institucional.
Artículo 6: modifica la Asignación de Calidad de Servicio para limitar los niveles de variabilidad de las remuneraciones.
Artículo 7: crea una Asignación de Experiencia Calificada.
Ampliación Pluridisciplinaria de la Dotación para Fortalecer al SII

Artículo primero transitorio: habilita la modificación de plantas por decreto con fuerza de ley y el encasillamiento de personal correspondiente.
Finalizadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que es una muy buena noticia constatar la forma mancomunada como han trabajado las asociaciones y la Dirección del Servicio para lograr un acuerdo que se traduce en el proyecto de ley en discusión.

Previo a la votación en general y en particular de la iniciativa legal, el Honorable Senador señor García consignó que su cónyuge es funcionaria del Servicio de Impuestos Internos por lo que no participará de las votaciones, de conformidad al artículo 5° B de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- El ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concursos en los cuales solo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva, que cumpliendo los requisitos correspondientes al cargo, además:

a) hayan sido designados, previo concurso, a contrata asimilada a la planta respectiva.

b) se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

c) no estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Tratándose de la planta de técnicos, también podrán participar en los concursos de ingreso a dicha planta los funcionarios titulares de cargos de la planta de administrativos con al menos dos años de antigüedad en dicha planta y los titulares de cargos de la planta de auxiliares con, a lo menos, cuatro años de antigüedad en dicha planta, en ambos casos, siempre que cumplan los requisitos correspondientes al cargo.

El ingreso a los cargos de las plantas mencionadas en el inciso primero se efectuará en el último grado de la planta respectiva. 

El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional, a lo menos con quince días de anterioridad a la realización del respectivo concurso, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.

En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

La indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración: “salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones.”. 

La indicación número 2, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.”.
El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, señaló que el artículo regula el ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio.

Indicó que una de las indicaciones busca detallar aún más el proceso de información sobre el llamado a concurso.

El Honorable Senador señor Coloma observó que el artículo 1° es central en el objetivo perseguido por el proyecto de ley, y resulta ser una excepción a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, particularmente respecto de su artículo 44, que establece que “El ingreso en calidad de titular se hará por concurso público…”.

Consultó si la excepción que se hace a la norma orgánica constitucional responde a un cambio permanente de la orientación en la materia o es una modificación particular y específica.

Agregó que existen precedentes de la enmienda que comenta, pero le interesa saber si se trata de cambios generales y permanentes en las reglas del juego, o no.

El Director del SII, señor Jorratt, respondió que la lógica o concepto que se encuentra en la base de la disposición en debate, es que todo funcionario que ingrese al Servicio lo haga mediante concurso público y a contrata, y que permanezca en dicha calidad, al menos, durante dos evaluaciones de desempeño. Agregó que, después de ese proceso de ingreso por concurso público y de dos evaluaciones en lista de distinción o buena, el funcionario podrá concursar internamente para pasar a la planta.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuántas personas ingresan anualmente al Servicio en calidad de contrata y cuántos funcionarios en dicha calidad no son calificados en las referidas listas de distinción o buena.

El Director del SII, señor Jorratt, explicó que, en años normales o promedio, la tasa de rotación alcanza entre 3 y 4% de la dotación, y son pocas las personas que quedan evaluadas en listas N°s 3 y 4.

Acotó que la idea que subyace también es la de asegurar la existencia de una carrera funcionaria.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Jorge Rodríguez, expresó, respecto de la consulta de si la excepción a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado en cuanto al ingreso a la Administración responde a un cambio de política en la materia, que, por ahora, se trata de una modificación circunscrita al Servicio de Impuestos Internos, debido a que de cierta forma ya se encuentra incorporada dentro de la cultura organizacional del Servicio.

El Honorable Senador señor García observó que deben ser cuidadosos en no entrar en conflicto con el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en cuanto dispone que se asegurará la igualdad de oportunidades en el ingreso a la Administración del Estado.
El Honorable Senador señor Montes expresó que le parece muy razonable que las plantas del Servicio tengan un sistema de promoción y provisión de cargos en que los funcionarios hayan demostrado capacidades y cualidades que se requieren en un ente encargado de la administración tributaria.
Respecto de las normas orgánicas constitucionales en cuestión, manifestó que en otros casos han establecido una fórmula que otorga preferencia a los funcionarios a contrata, y que después de aplicar dicha preferencia pueden ingresar otras personas al Servicio respectivo.

El Honorable Senador señor Tuma estimó que una posible duda de constitucionalidad, como la consignada anteriormente, se encuentra salvada por el ingreso al Servicio mediante concurso público en calidad de contrata. Añadió que recién después de superada esa selección se puede pasar a planta mediante concurso interno, lo que permitirá contar con dotaciones más meritorias en sus capacidades.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señorita Orellana, explicó que la norma que establece que el ingreso a la Administración se hace mediante concurso público es la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, que es de rango orgánico constitucional, por lo que una excepción a lo que ella dispone debe aprobarse con el quórum correspondiente a dicho rango.

Añadió que existen precedentes en la materia, como la figura del empleo a prueba dentro del Estatuto Administrativo, que precede a la titularidad en un cargo de planta, y se configura como un empleo a contrata asimilado al mismo grado de la planta que se desea proveer. Asimismo, indicó, en los casos de encasillamiento de personal, algunas normas referidas a plantas de sectores como salud, municipal y educación parvularia, por ejemplo, han permitido que funcionarios a contrata sean encasillados directamente en cargos de planta.

Agregó que el artículo 4° del proyecto de ley contiene reglas para dar publicidad y entregar información suficiente sobre los concursos respecto de cargos a contrata.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  concordar en que se trata de una excepción a una norma de rango orgánico constitucional, por lo que debe aprobarse con el quórum respectivo. Además, observó, se trata de funcionarios que en su ingreso se han sometido a concurso público y, luego, para ser traspasados a la planta, se someten a un concurso interno. Estimó que dicha fórmula evita la rigidez que implica el ingreso directo de una persona a la planta, que a poco andar podría mostrarse como no apto para la función.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que, más allá de concordar en el punto de que se trata de una excepción a una norma de rango orgánico constitucional, el ejemplo de las normas de encasillamiento no es asimilable a lo que en esta materia de ingreso a las plantas se propone. Asimismo, consultó si existe otro caso en que se disponga que “…sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio…”.

Además, llamó la atención respecto del atractivo  que significará para los funcionarios de cualquier servicio público el que el ingreso a la planta se reserve sólo a los funcionarios que se encuentren a contrata en la misma repartición. De igual forma, expresó su inquietud con relación a que si se considera que el sistema que se propone es el mejor para el ingreso a la Administración, y se comienza a implantar constantemente como excepción, deberían estudiar la modificación de la ley orgánica constitucional respectiva.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, planteó que la llamada ley médica, N° 19.664, en su artículo 6°, establece que la etapa de destinación y formación se cumplirá mediante el desempeño de empleos a contrata, y después se pasa a la etapa de concursos para acceder a planta.

El Honorable Senador señor Montes observó que la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado ha sido muy cuestionada por la rigidez que presenta.
El Honorable Senador señor Zaldívar expresó  considerar muy razonable la fórmula propuesta para el ingreso a las plantas, y que, más allá de la excepción consignada, respeta el ingreso público a la Administración.

Respecto de la indicación número 1, el Honorable Senador señor Coloma consultó si, existiendo vacantes de grados superiores al último –que no se hayan proveído mediante promociones-, se entiende que los ingresos vía concursos se van haciendo a partir del respectivo grado superior.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, sostuvo que se reproduce la norma del inciso primero del artículo 17 del Estatuto Administrativo, el que ha operado sin problemas en el sentido señalado precedentemente.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó  que es preferible dejar constancia de que se replica lo dispuesto por el Estatuto Administrativo, y que los cargos se proveen de modo correlativo desde aquel de grado superior.

Sobre la indicación número 2, el Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la razón de modificar el plazo de 15 días para la publicación de las bases del concurso, a un plazo de 2 días para publicar dichas bases -y un mínimo de 8 días para la presentación de antecedentes relativos al referido concurso-.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, explicó que se busca homologar los plazos con aquellos contenidos en el Estatuto Administrativo para los concursos de ingreso, además de precisar cómo se deben computar los plazos contenidos.

Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.

Puesta en votación la indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 2°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- La promoción en las plantas de fiscalizadores y de técnicos se efectuará por concurso interno, y por ascenso, en las plantas de administrativos y de auxiliares.

Los funcionarios titulares de cargos de la Planta de Auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que se encuentren en el tope de su planta tendrán derecho a ascender a un cargo grado 19° de la Planta de Administrativos, gozando de preferencia respecto de los funcionarios de esta, cuando reúnan los requisitos para ocupar el cargo y tengan mayor puntaje en el escalafón que los funcionarios de la planta a la cual acceden.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se estará a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

La indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en su inciso primero, a continuación de la expresión “técnicos”, la siguiente frase: “del Servicio de Impuestos Internos,”. 

La indicación número 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar el inciso segundo en el siguiente sentido:
a) Suprímese la siguiente frase: “, gozando de preferencia respecto de los funcionarios de ésta”. 

b) Agrégase a continuación de la frase “para ocupar el cargo”, lo siguiente: “, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón”.
La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, expresó que la parte novedosa de la disposición la constituye la posibilidad de que quienes se encuentren en el tope del escalafón de auxiliares puedan acceder a la planta de administrativos a un cargo de grado 19°, para lo cual deben contar con un puntaje mayor en el escalafón que los funcionarios de la planta de administrativos.

Puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.

Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 3°

Dispone lo que sigue:

“Artículo 3°.- La provisión de los cargos de la planta de profesionales del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concurso interno, en cualquier grado vacante y se someterá a las reglas especiales que se expresan a continuación:

a) Para la provisión de los cargos hasta el grado 8° inclusive, podrán participar todos los funcionarios titulares de la planta de profesionales y los a contrata asimilados a ella que se encuentren en el mismo grado a proveer, y que reúnan los requisitos correspondientes al cargo. Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 1°.

b) Para la provisión de los cargos ubicados en los grados 7° y superiores, podrán participar todos los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos que reúnan los requisitos correspondientes al cargo.

Las bases de los concursos que se realicen para proveer los cargos señalados en la letra a) del inciso anterior considerarán, a lo menos, los siguientes factores: capacitación, evaluación del desempeño, experiencia y aptitud para el cargo.

La provisión de los cargos a que se refiere el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, en el Servicio de Impuestos Internos, se efectuará conforme a las reglas especiales consultadas en dicha norma. En todo caso, si como resultado del concurso correspondiente es nombrado, en el cargo de jefatura, un funcionario titular de la planta del Servicio de Impuestos Internos, procederá la suplencia en su cargo de origen. Con todo, las suplencias relativas a dichos cargos no podrán superar los 144 cargos.”.

La indicación número 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar en la letra a) de su inciso primero antes de la expresión “artículo 1°” la frase “inciso primero del”.

La indicación número 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar en la letra b), de su inciso primero, a continuación del punto aparte  (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.”.

La indicación número 7, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar en su inciso segundo, la expresión “la letra a)” por “las letras a) y b)” y para agregar, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.”.

La indicación número 8, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual a ser cuarto: 

“En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.”.
El Honorable Senador señor Coloma consultó cuáles son las diferencias que implican las reglas que se proponen, respecto de lo actualmente existente sobre provisión de cargos.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, detalló que, actualmente, el 90% de los funcionarios profesionales del Servicio se encuentran en la modalidad a contrata, siendo poco más de 40 los funcionarios de planta. Agregó que la normativa actual impone el concurso público para proveer los cargos cualquiera sea el grado a ocupar.

Asimismo, expresó que el sistema que se establece es similar al que se discutió anteriormente respecto de los fiscalizadores, sólo que se distingue entre: a) provisión de cargos hasta el grado 8°, y b) provisión de cargos entre los grados 7° al 4° (en que pueden participar todos los funcionarios de planta o a contrata del Servicio que reúnan los requisitos necesarios).

El Honorable Senador señor Tuma consultó cuántos son los funcionarios que actualmente se encuentran en la planta del Servicio y cuántos a contrata.
El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, señaló que, al año 2014, eran 2.358 funcionarios de planta y 1.814 a contrata, además de unas pocas personas que prestan servicios a honorarios. Agregó que, en el año 2016, se llegaría a 5.044 funcionarios, con una proporción de 80% en planta y 20% a contrata. El incremento en la dotación total autorizada será de 740 funcionarios, acotó.

Las indicaciones números 5, 6, 7 y 8, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 4°

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 4°.- En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata del Servicio de Impuestos Internos se realicen mediante concurso, se convocarán través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de la operación de los concursos de promoción. Asimismo, establecerá las instancias de carácter consultivo e informativo para los funcionarios y sus asociaciones sobre estas materias.”.

La indicación número 9, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar su inciso primero en el siguiente sentido:

a) Reemplázase  la coma (,) que antecede las expresiones “el plazo para la postulación” por la conjunción “y”. 

b) Suprímese la frase siguiente: “la forma en que deberán acreditarse los requisitos”. 

La indicación número 10, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser tercero: 

“El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.”.

La indicación número 11, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en su actual inciso  segundo, que pasó a ser tercero, antes del punto aparte (.) la siguiente frase: “y sus modificaciones”. 
El Honorable Senador señor Coloma hizo ver que anteriormente se explicó que se cambia el eje de la carrera funcionaria, haciendo que todos ingresen al Servicio mediante contrata y, posteriormente, pasen a la planta a través de concurso interno. En relación a ello, consultó cómo debe entenderse lo que dispone el artículo 4°, cuando  consigna que “En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata del Servicio de Impuestos Internos se realicen mediante concurso”, dando a entender que existen casos en que el ingreso a contrata no es mediante concurso.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, explicó que la regla será que los cargos a contrata se provean mediante la realización de concurso público, y sólo en esos casos los funcionarios podrán participar en los concursos internos para los cargos de planta. 

Agregó que existen otros casos en que ingresan personas a contrata mediante contratación directa, sin concurso, y esos funcionarios quedarán excluidos de acceder a la planta mientras no participen de un concurso público.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó  que en la convocatoria a los concursos debe establecerse que se haga mediante “los sitios web institucionales y en otros que se creen”, y no usando la conjunción disyuntiva “u” como actualmente aparece, porque eso podría permitir que no se publique el concurso en el sitio web institucional.

Respecto de la indicación número 10, el Honorable Senador señor Coloma hizo ver que existe una reiteración innecesaria de remisiones al “inciso anterior”, y consultó si los plazos que se contemplan son de días hábiles o días corridos.

La señorita Orellana señaló que se trata de plazos de días corridos.

Con relación a la indicación número 11 y el inciso segundo que modifica, el Honorable Senador señor Coloma preguntó si el contenido de la disposición responde a normas similares contenidas en el Estatuto Administrativo.

La señorita Orellana expresó que se trata de una especie de código de buenas prácticas laborales, y agregó que el Estatuto Administrativo, en su artículo 60, contiene una norma similar cuando se trata de regular los concursos para el ingreso y promoción.

El Honorable Senador señor Coloma consultó la razón de que se repita la norma en esta ley y, por otro lado, acotó, si se repite la norma debiera hacerse con el mismo contenido que incluye la expresión “no discriminación”.

La señorita Orellana indicó que se hace porque los procesos de selección que se regulan en este artículo se refieren a cargos a contrata.

Las indicaciones números 9, 10 y 11, fueron aprobadas, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 5°

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 19.646:
“1) Derógase el artículo 1°.

2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 2° de la siguiente forma:

a) Reemplázanse en su inciso segundo las letras b) y c) por las siguientes:

“b) Una parte asociada a la gestión tributaria.

c) El incremento por desempeño colectivo otorgado por el artículo 7° de la ley N° 19.553.”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.

c) Suprímense los incisos quinto y sexto.

d) Reemplázanse en su inciso séptimo, que pasa a ser quinto, las expresiones “en su componente fijo” por la frase “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.

e) Suprímese el inciso octavo.

f) Reemplázase en su inciso noveno, que pasa a ser sexto, la oración que sigue al punto seguido por la siguiente: “El componente asociado a la gestión tributaria se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias y el bono de escolaridad, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.”.

3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- El convenio de desempeño que se establezca para el incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del inciso segundo del artículo anterior deberá considerar solo indicadores vinculados a la reducción de la evasión y elusión tributaria, incluyendo indicadores de fiscalización y facilitación del cumplimiento tributario para todos los equipos, unidades o áreas de trabajo que se determinen.

Los resultados de los indicadores señalados en el inciso anterior deberán publicarse anualmente en la página web institucional.”.

4) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:

a) En el encabezado de su inciso primero, elimínase la palabra “máximos” y reemplázase la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.

b) Modifícase la tabla contenida en dicho inciso, en los siguientes términos:

i) Sustitúyese la expresión “PORCENTAJE MÁXIMO DE ASIGNACIÓN VARIABLE” por “PORCENTAJE DE LA ASIGNACIÓN ASOCIADO A LA GESTIÓN TRIBUTARIA”.

ii) Reemplázase las palabras “DIRECTIVO 1 a 9” por “DIRECTIVO 1 a 18”; y “FISCALIZADOR 10 a 11” por “FISCALIZADOR 9 a 11”.

5) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su inciso primero, las dos veces que aparece, la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.

c) Suprímese su inciso cuarto.

d) Reemplázase en su inciso final las expresiones “tanto en su componente fijo como variable” por “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.

6) Agréganse en el artículo 7° los siguientes incisos sexto y séptimo:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

7) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- A contar del 1 de enero de 2016, los recursos presupuestarios que anualmente deberán destinarse al financiamiento de la asignación del artículo 7° no podrán exceder de 5.184 sueldos base asignados al grado 1° de la escala de sueldos base de las instituciones fiscalizadoras, vigente al 1 de enero de cada año.

A contar del 1 de enero del año 2017, los recursos señalados en el inciso precedente se incrementarán en 10,3 sueldos base del citado grado 1°, por cada 10 cupos en que aumente la dotación máxima de personal del Servicio de Impuestos Internos en relación a la establecida para el año 2016.”.

8) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, reemplázanse en los incisos segundo y tercero del artículo 9° la palabra “variable” por la expresión “asociado a la gestión tributaria”.”.

La indicación número 12, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar la letra f) de su numeral 2) en la forma siguiente:

a) Reemplázase la conjunción “y”, que aparece antes de la expresión “bono de escolaridad”, por una coma (,).

b) Agrégase a continuación de la palabra “escolaridad”, la frase  “y otros bonos que se concedan por una sola vez”.

La indicación número 13, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la letra a) de su numeral 5), por la siguiente:

“a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase las dos veces que aparece la expresión “en su parte variable” por la frase ”en su parte asociada a la gestión tributaria”.

ii) Sustitúyese la frase “periodo  inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa” por la siguiente oración: “año anterior al del pago”.”.

La indicación número 14, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir su numeral 6), por el siguiente: 

“6) Agregánse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo nuevos:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto, deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.”.
El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, explicó que se proponen una serie de cambios en la ley N° 19.646, orientados a que la parte variable de la asignación especial de estímulo pase a ser fija y asociada a la gestión tributaria.

Agregó que estudios internacionales muestran la conveniencia de cambiar la proporción actual entre componentes fijo y variable de la remuneración de los funcionarios del Servicio, siendo hoy de 67% y 33%, respectivamente, y se propone dejar el componente variable alrededor de un 20%. Asimismo, indicó que existe evidencia de que si el componente variable es muy alto se hace más difícil aplicarlo correctamente.

Explicó que la parte que continuará siendo variable estará asociada al cumplimiento de metas en orden a disminuir la evasión y elusión, y se crea una encuesta a cargo de la Subsecretaría de Hacienda para evaluar la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria.

El Honorable Senador señor Montes consultó que efectos tuvo, sobre la parte variable de la asignación, el aumento de la evasión registrado en los últimos años.
El Director del SII, señor Jorratt, respondió que, actualmente, al estar vinculada la asignación a una meta de recaudación y otros factores, que se cumplieron holgadamente varios años, a pesar del aumento de la evasión de los períodos anteriores, se siguió percibiendo esa parte de la asignación.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó que se entregue un cuadro detallado de los componentes fijos y variables de la remuneración de los funcionarios del Servicio.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Rodríguez, planteó que, en un contexto general, debe considerarse que existen otros componentes variables de la remuneración de los funcionarios, y acotó que al representar, el total de dicha parte variable, una proporción tan relevante como es el 33%, se desnaturaliza el incentivo y lleva a que las metas que se disponen sean poco desafiantes.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, indicó que la situación actual contempla una asignación especial de estímulo con tres componentes: 1) una parte fija o base; 2) una parte variable por cumplimiento de la meta institucional de disminución de la evasión, y 3) el incremento por desempeño colectivo de la ley N° 19.553. Añadió que el proyecto de ley, lo que propone, es reemplazar la parte variable relativa a disminución de la evasión, por una parte asociada a la gestión tributaria, que será fija y con porcentajes establecidos en el artículo 4° de la ley N° 19.646 -que va de un 13,6% hasta un 27% aplicado sobre el sueldo base, la asignación de fiscalización y una asignación conocida como sustitutiva de colación-. Además, detalló, pasa a pagarse mensualmente y no más trimestralmente.

Respecto del incremento por desempeño colectivo de la ley N° 19.553, observó que continúa siendo variable, asociado al cumplimiento de metas.

El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, reiteró que, actualmente, los componentes fijos y variables de la remuneración se encuentran en una proporción de 67 y 33%, respectivamente, y con el proyecto de ley pasarían a una proporción de 79 y 21%.

El Honorable Senador señor Montes consultó, respecto del “desempeño colectivo”, cómo se agrupa a los funcionarios para efectos de establecer el cumplimiento del desempeño colectivo esperado.

El Director del SII, señor Jorratt, señaló que cada Dirección Regional constituye un grupo de trabajo y la Dirección Nacional también.

Respecto de la indicación número 14, explicó que se adecúa la asignación de jefatura, reajustando el monto fijo en UTM en que se paga y dándole flexibilidad, de modo que pueda aumentar en la medida que aumente el número de funcionarios que deben recibirla.

Las indicaciones números 12 y 13, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 14 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 6°

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 20.431:
“1) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1º.- Establécese una bonificación especial para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos, cuyos montos serán equivalentes a los porcentajes señalados a continuación, aplicados sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base asignado al grado respectivo más la asignación de fiscalización que le corresponda establecida en el artículo 6º del decreto ley Nº3.551, de 1981, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº18.717.

	
Grados
Porcentajes

	
1
5,3312%

	
2
5,4155%

	
3
5,4970%

	
4
5,5791%

	
5
5,6521%

	
6
5,7776%

	
7
5,8614%

	
8
5,9875%

	
9
6,1086%

	
10
6,2238%

	
11
6,4731%

	
12
6,7562%

	
13
7,0766%

	
14
7,4226%

	
15
7,8135%

	
16
8,2961%

	
17
9,3519%

	
18
10,1222%

	
19
11,3023%

	
20
12,6834%

	
21
14,4097%

	
22
16,3735%

	
23
17,7475%

	
24
18,7640%

	
25
22,3800%


Esta bonificación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración o beneficio legal. Dicha bonificación se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias y el bono de escolaridad, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.

No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que sean calificados en lista Nº3, Condicional, o lista Nº 4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año del pago de la bonificación. Asimismo, no tendrán derecho a percibirla los funcionarios que ingresen al Servicio hasta que no hayan sido calificados, de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.

Con todo, tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que, no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior, y aquellos que no deben ser calificados, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo.

No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que se acojan a permiso sin goce de remuneraciones de conformidad al artículo 110 del citado decreto con fuerza de ley, durante el período de dicho permiso.”.

2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, suprímese el artículo 2°.

3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Servicio de Impuestos Internos deberá definir anualmente un instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria.

Dicha evaluación será efectuada por una empresa externa, que será seleccionada y contratada por la Subsecretaría de Hacienda a través de los procedimientos descritos en la ley Nº19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría de Hacienda.

La evaluación se aplicará tanto respecto a las personas naturales como a las empresas, hayan o no efectuado declaración anual de impuesto a la renta dentro del año objeto de la evaluación.

El Subsecretario de Hacienda fijará el grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación, el tamaño de la muestra que será utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio, representativo y nacional, y cualquier otra norma necesaria para la evaluación.”.

4) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero la siguiente oración:

“, siempre que estas se desarrollen en la Dirección Nacional o en las áreas jurídicas de las Direcciones Regionales de la citada repartición pública”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo:

“Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación del artículo 7° de la ley N°19.646, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.”.

La indicación número 15, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar en su numeral 1), el inciso segundo del artículo 1° que sustituye, en el siguiente sentido:

a) Remplázase la conjunción “y” que aparece antes de la expresión “bono de escolaridad” por una coma (,).

b) Agrégase, a continuación de la palabra “escolaridad” la frase “y otros bonos que se concedan por una sola vez”. 

La indicación número 16, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar en su numeral 3), en el artículo 3° que sustituye, siguiente inciso final nuevo: 

“El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”. 

La indicación número 17, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la letra b) de su numeral 4), por la siguiente:
“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:

“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N°19.646, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura titulares o suplentes, en funcionarios contratados a que se refiere el inciso anterior.”.”.
El Subsecretario de Hacienda, señor Micco, entregó un cuadro comparativo, solicitado en la sesión anterior, acerca de la composición de las remuneraciones de los funcionarios, del siguiente tenor:

[image: image7.emf]Composición de las remuneraciones de un funcionario del SII antes y después de la ley de fortalecimiento

Situación Actual % de la remuneración Situación con Ley de Fortalecimiento del SII % de la remuneración

Remuneraciones Fijas 66,3% Remuneraciones Fijas 66,3%

Sueldo base, asignación de fiscalización, Incremento DFL 3.501, Sueldo base, asignación de fiscalización, Incremento DFL 3.501,

Asig. Art 3 ley 18.566, Asig. Art 10 ley 18.675, asig. Art 4 ley 18.717 Asig. Art 3 ley 18.566, Asig. Art 10 ley 18.675, asig. Art 4 ley 18.717

y Asig fija de la letra a), art2, ley 19.646 y Asig fija de la letra a), art2, ley 19.646

Remuneraciones por cumplimiento de metas 33,7% Remuneraciones para funcionarios en lista 1 o 2 12,2%

Asignación Variable de la letra b), art 2, ley 19.646 8,8% Asignación por Gestión tributaria de la letra b), art 2, ley 19.646 8,8%

Meta de disminución de la evasión Estar calificado en lista 1 o 2 (meta de evasión al Colectivo)

Se paga cada cuatro meses Se pagará mensulmente

Bono por Calidad de Servicio - ISN de la ley 20.431 3,4% Bonificación especial de la ley 20.431 3,4%

Encuesta de calidad de servicio Estar calificado en lista 1 o 2 (Meta de Calidad de Servicio al Colectivo)

Se paga semestralmente Se pagará mensulmente

Remuneraciones por cumplimiento de metas 21,5%

Incentivo Tributario del art 12, ley 19.041 16,0% Incentivo Tributario del art 12, ley 19.041 16,0%

Meta de recaudación Meta de recaudación

Incremento por Desempeño Colectivo del art 7, ley 19.553 5,5% Incremento por Desempeño Colectivo del art 7, ley 19.553 5,5%

Convenio de desempeño por equipos regionales Convenio de desempeño por equipos regionales

En resumen, actualmente el 33,7% de las remuneraciones de los funcionarios del SII son variables por cumplimiento de mestas institucionales y colectivas. Y el 66,3% son fijas.

El proyecto de ley reduce a 21,5% las remuneraciones variables, haciendo que dos remuneraciones que suman 12,2% dejen de estar sujetas a metas institucionales y colectivas, pero

manteniendo el requisito que los funcionarios estén calificados en lista 1 o 2. Estas remuneraciones que requieren calificación más las fijas sumarán 78,5%.

Los conceptos de reducción de la evasión y la calidad de servicio seguirán afectando las remuneraciones de los funcionarios porque estarán incluidos en el convenio de desempeño colectivo.


Destacó que dos asignaciones variables por cumplimiento de metas pasan a ser fijas y se pagan a funcionarios calificados en lista N°s 1 y 2. Agregó que dichas asignaciones equivalen al 12,2% de las remuneraciones de los funcionarios.

Expresó que, en el caso del incremento por desempeño colectivo, se contemplan cambios que se detallan más adelante en el articulado del proyecto de ley, y que básicamente implican modificaciones en el estudio que ahora estará a cargo de la Subsecretaría de Hacienda.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si el bono por calidad de servicio, que equivale a un 3,4% de la remuneración, es el mismo que se propone como bonificación especial, con la única diferencia que se pagará mensualmente.

El Director del SII, señor Jorratt, señalo que, efectivamente, es la misma asignación, que ahora ya no será variable y se pagará mensualmente.

Respecto del estudio que se efectúa para efectos del incremento por desempeño colectivo, acotó que, actualmente, se refiere a calidad del servicio, y a partir de la aprobación del proyecto de ley será más amplio, incluyendo, por ejemplo, percepción de riesgo.

El Honorable Senador señor Coloma inquirió, respecto del cumplimiento de metas de recaudación, información acerca de la relevancia de factores como el aumento del número de fiscalizadores y las mejoras tecnológicas destinadas a dicha función. Asimismo, preguntó si una vez que se apruebe el proyecto de ley, la modernización a futuro del Servicio y de la fiscalización pasará por aumento de funcionarios o por aplicación de innovación tecnológica.

El Director del SII, señor Jorratt, respondió que es muy difícil cuantificar con cifras el aporte de uno y otro factor mencionados, pero ambos son relevantes. Explicó que la innovación tecnológica permite avanzar en el cruce de información que implica controles masivos, como ocurre respecto de la factura electrónica. En el caso de la evasión más sofisticada, sostuvo que sólo se puede mejorar por medio de la auditoría, lo que implica más funcionarios.

El Ministro de Hacienda, señor Arenas, expresó que la modernización de la administración tributaria depende de tres dimensiones: 1) fortalecimiento institucional, que pasa por el marco normativo, las facultades y las metas que se plantean al Servicio, 2) el personal, y 3) los avances tecnológicos. Agregó que las tres áreas se han abordado en el último tiempo a partir de la reforma tributaria.

El Honorable Senador señor Zaldívar destacó  que las tres dimensiones que se abordan son relevantes para mejorar la recaudación, y recordó la situación de la factura electrónica, que al proponerse su obligatoriedad, implicó dudas acerca del aumento de recaudación proyectado, y a la larga se ha demostrado que dicha recaudación fue mayor a la planteada.

Acerca de la indicación número 16, el Honorable Senador señor Coloma observó que el sistema actual implica medir la satisfacción neta del usuario con el Servicio de un determinado modo, y se cambia por un instrumento de percepción respecto de la administración tributaria. Respecto de aquello, consultó qué ha ocurrido con el actual sistema y su funcionamiento.

El Director del SII, señor Jorratt, manifestó que el sistema actual se concentra sólo en la calidad de la atención, y ahora se agregará la medición de otras variables. Agregó que la encuesta que se efectúa entrega información valiosa sobre la atención que se brinda, por lo que dicho cuestionario se mantendrá con la adición de nuevas variables que serán evaluadas y que implicarán un mejoramiento del instrumento.

Respecto del numeral 4), sobre el que recae la indicación número 17, el Honorable Senador señor Lagos acotó que la finalidad del mismo pareciera ser dar más flexibilidad para que funcionarios a contrata puedan desempeñar funciones de carácter directivo.
Las indicaciones números 15 y 16 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 17, fue aprobada, con una enmienda, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -
Disposiciones transitorias
Artículo primero

Faculta al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:
“1) Fijar las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere el artículo 5° del decreto ley N°3.551, de 1981, que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones; los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2) Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1° y 18°.

Planta de Profesionales: grados 5° y 16°.

Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 15°.

Planta de Técnicos: grados 14° y 19°.

Planta de Administrativos: grados 16° y 20°.

Planta de Auxiliares: grados 19° y 21°.

3) Establecer las fechas de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se establezcan en el ejercicio de esta facultad. También establecerá el número de cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos 2° y 3°, según corresponda, así como el cronograma en que se llevará a efecto.

5) Determinar las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije, en las cuales se considerarán a los funcionarios titulares de dichas plantas. También se podrá encasillar a los funcionarios a contrata asimilados a las mismas que se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante a lo menos los dos años previos al encasillamiento. Para ser encasillado, el personal deberá encontrarse en servicio a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el número 1).

Los funcionarios a contrata podrán ser encasillados, como máximo, en los mismos grados de las plantas a que se encontraban asimilados a la fecha de la última calificación ejecutoriada acorde con lo dispuesto en el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.

Los funcionarios que, a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley, a que se refiere el número 1) de este artículo, sean titulares de cargos de jefatura grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores.

6) El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c) Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción, y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento.”.

La indicación número 18, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar su numeral 4) por el siguiente:
“4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También establecerá los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.”.

La indicación número 19, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el numeral 5), por el siguiente:
“5) Además, podrá establecer normas complementarias de encasillamiento a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

La indicación número 20, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar en su inciso final, antes del punto aparte (.), la siguiente oración:

“y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes”. 
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó  que debe explicitarse que la autorización para dictar disposiciones con fuerza de ley del presente artículo tendrá el plazo de un año.

Respecto de la indicación número 20, el Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es el problema que se busca enfrentar con el texto que se propone incorporar en el inciso final.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, explicó que, cuando se enfrentan procesos de reorganización y encasillamiento en instituciones públicas, se suele precaver la situación de quienes ocupan un determinado cargo y, por nuevas exigencias de requisitos para el puesto, generales y específicos, quedarían incumpliendo dichas nuevas condiciones. Puso, como ejemplo, la situación de cargos que exigen títulos específicos con una cierta duración de semestres, y si se sube la cantidad de semestres exigidos podrían quedar funcionarios en servicio que no cumplan con la exigencia.

Las indicaciones números 18, 19 y 20, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.

Puesto en votación el resto del artículo primero, fue aprobado con una enmienda en su encabezamiento, en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
°°°

La indicación número 21, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes  artículos segundo y tercero transitorios nuevos, pasando los actuales segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente: 

“Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 

a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 

b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados, durante a lo menos los dos años previos al encasillamiento. 

c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser  informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 

La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 

Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.

e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. 

f) En lo no previsto, en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán de acuerdo a lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior de la presente ley. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetará igualmente a dichas normas.”.
La indicación número 21 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
°°°

Artículo segundo

Su texto es el que sigue:

“Artículo segundo.- El bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria a que se refiere el artículo 7° también se otorgará al personal a contrata del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentre asimilado a los grados topes de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del referido servicio. Tendrán derecho a dicho bono una vez que cumplan diez años de servicio en los grados topes de las plantas correspondientes y tengan, a lo menos, quince años de servicios en la institución. También tendrán derecho al bono los funcionarios a contrata antes señalados que tengan más de diez años de servicios, en los grados topes de las respectivas plantas, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en este artículo.

Asimismo, tendrán derecho al bono del artículo 7° los funcionarios titulares de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, tengan más de diez años de servicios en el grado tope de la respectiva planta, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en dicho artículo.”.

La indicación número 22, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en su inciso primero,  las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”. 

b) Reemplázase, en su inciso segundo, las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años” y 

c) Elimínase, en su inciso segundo, la frase  “siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en dicho artículo.”. 

d) Agrégase el siguiente inciso final nuevo: 

“El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.”.
La indicación número 22 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
---

Una vez finalizada la discusión en particular, el Honorable Senador señor Montes reiteró su preocupación por los cambios estructurales en el Servicio, que se hacen más necesarios ante una reforma tributaria como la que se encuentra en curso, y que deben organizarse de la mejor forma posible para que surtan los efectos esperados.

Además, observó que, en régimen, los bonos que recibirán los funcionarios con el proyecto de ley llegan, aproximadamente, a $330 millones, y la asignación para las jefaturas a $1.440 millones, lo que representa una pequeña parte de los más de $18.000 millones que contempla en gastos el informe financiero. 

Asimismo, el Ministro de Hacienda, señor Arenas, expresó que se está cumpliendo con una de las materias en que se requirió que el Ejecutivo avanzara una vez aprobada la reforma tributaria –las otras dos son la institucionalidad sobre inversión extranjera y los tribunales tributarios y aduaneros-.

Señaló que el fortalecimiento del Servicio de Impuestos Internos es fundamental para poder cumplir con las metas impuestas en la reforma tributaria, en orden a aumentar la recaudación y disminuir la evasión y la elusión.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de enero de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. ANTECEDENTES

La reforma tributaria introducida por la ley N° 20.780 introduce cambios progresivos en nuestro sistema tributario, cuyo propósito fundamental es el justo pago de los impuestos, la disminución de la evasión y el aumento de la recaudación a fin de utilizar dichos recursos en políticas públicas prioritarias del país.

La implementación de la reforma tributaria requiere del fortalecimiento del Servicio de Impuestos Internos, propósito del presente proyecto de ley.

II. EFECTOS DEL PROYECTO DE LEY SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL

A continuación se detallan los efectos en el gasto fiscal del proyecto de ley:

1) Se modifica la asignación de jefatura contemplada en el actual artículo 7o de la ley N°19.646, estableciéndose que los recursos presupuestarios que anualmente deberán destinarse al financiamiento de la asignación de jefatura no podrán exceder de 5.184 sueldos base asignados al grado 1° de la escala de sueldos base de las instituciones fiscalizadoras, vigentes al 1 de enero de cada año. Esta modificación implica un mayor gasto fiscal anual en régimen de $1.440.754 miles.

2) Se establece una bonificación especial mensual en reemplazo de la bonificación anual ligada a la calidad del servicio prestado a usuarios y contribuyentes de la ley N° 20.431. Esta modificación implica un mayor gasto fiscal anual en régimen de $99.509 miles.

3) Se establece un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria, para el personal que cumpla con los 
requisitos que señala la ley. Esta asignación tiene un costo fiscal anual en régimen de $231.443 miles.

4) Se solicita facultad delegada para entre otras materias, fijar las nuevas plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los correspondientes requisitos específicos de ingreso y promoción, y las normas de encasillamiento del personal en las plantas que se fijen, entre otras materias. La estructura de las nuevas plantas de personal implicará un mayor gasto anual en régimen de $15.451.045 miles. Asimismo, se establecen nuevas jefaturas de tercer nivel jerárquico, cuyo costo anual en régimen es de $246.788 miles.

5) Se aumenta la dotación máxima de personal del Servicio de Impuestos Internos en 52 nuevos funcionarios en el año 2016. Esto implica un mayor gasto fiscal anual en régimen de $752.429 miles en el subtítulo 21, más $59.852 miles en el subtítulo 22 y $936 miles en el subtítulo 29.

En resumen, el presente proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal anual en régimen de $18.282.756 miles, el que se alcanza a contar del año 2018. La tabla a continuación detalla el costo anual del período 2015-2018.

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en el presupuesto del Servicio de Impuestos Internos de las respectivas leyes de presupuesto.

Miles de $ de 2015

	Año
	2015
	2016
	2017
	2018

	Asignación de Jefatura (1)
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	0
	1.440.754
	1.440.754
	1.440.754

	Bonificación Especial Mensual (2)
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	0
	99.509
	99.509
	99.509

	Bono por Experiencia Calificada de Apoyo a la Gestión Tributaria (2)
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	115.722
	231.443
	231.443
	231.443

	Nueva Planta de Personal
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	9.047.502
	13.737.762
	14.766.297
	15.451.045

	Nuevas Jefaturas Tercer Nivel Jerárquico
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	61.697
	246.788
	246.788
	246.788

	Aumento Dotación Máxima Personal en 52 Funcionarios
	
	
	
	

	Subtítulo 21
	0
	752.429
	752.429
	752.429

	Subtítulo 22
	0
	201.318
	59.852
	59.852

	Subtítulo 29
	0
	             66.300
	936
	936

	TOTAL Subtítulo 21 Gastos en Personal
	9.224.921
	16.508.685
	17.537.220
	18.221.968

	TOTAL Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo
	-
	201.318
	59.852
	59.852

	TOTAL Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros
	-
	66.300
	936
	936

	TOTAL GENERAL
	9.224.921
	16.776.303
	17.598.008
	18.282.756


(1) Entran en vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la ley.

(2) Para 2015 se considera un supuesto de seis meses de aplicación.
Posteriormente, se presentó informe financiero referido a indicaciones presentadas, de 14 de abril de 2015, que señala, textualmente, lo que sigue:

“I. Antecedentes

Las Indicaciones formuladas al Proyecto de Ley tienen como objetivo establecer instancias de consulta e información a los funcionarios y asociaciones respecto de los procesos de concursos de promoción de la planta, medición de la percepción de los contribuyentes de la administración tributaria, asignación del artículo 7o de la Ley N° 19.646, y asignación de jefatura, entre otros.

Del mismo modo, se agregan requisitos adicionales a los titulares de la planta de auxiliares para el acceso a la planta de administrativos, y para la provisión de cargos ubicados en los grados 7o y superiores en la planta de profesionales se agrega que los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos definidos en el artículo 1o del Proyecto de Ley.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente indicación no implica un mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia de los precedentes Informes Financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -
MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:
Artículo 1°

Inciso tercero

Incorporar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración: “salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1).
Inciso cuarto

Reemplazarlo por el siguiente:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2).

Artículo 2°

Inciso primero
Intercalar, entre las expresiones “técnicos” y “se”, la frase “del Servicio de Impuestos Internos,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 3).
Inciso segundo
- Suprimir la frase “, gozando de preferencia respecto de los funcionarios de ésta”. 

- Agregar, a continuación de la frase “para ocupar el cargo”, los términos “, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4).
Artículo 3°

Inciso primero

Letra a)
Intercalar, entre las expresiones “en el” y “artículo 1°”, la frase “inciso primero del”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 5).
Letra b)

Incorporar, a continuación del punto aparte  (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 6).

Inciso segundo
- Reemplazar la expresión “la letra a)” por “las letras a) y b)”.

- Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 7).
°°°

Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 

“En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 8).
°°°

Artículo 4°

Inciso primero

- Intercalar, entre las palabras “convocarán” y “través”, la preposición “a”.

- Sustituir la conjunción disyuntiva “u”, por los términos “y en”.

- Reemplazar la coma (,) que antecede las expresiones “el plazo” por la conjunción “y”. 

- Suprimir la frase “y la forma en que deberán acreditarse los requisitos”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 9).
°°°

Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 

“El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 10).

°°°

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:

- Incorporar, a continuación del término “transparencia” las expresiones “, no discriminación”. 

- Intercalar, entre la palabra “materias” y el punto aparte (.), la frase “y sus modificaciones”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 11).
Artículo 5°

Inciso primero

Numeral 2)

Modificar la letra f) en la siguiente forma:

- Reemplazar la conjunción “y”, que aparece antes de la expresión “el bono”, por una coma (,).

- Agregar a continuación de la palabra “escolaridad”, la frase  “y otros bonos que se concedan por una sola vez”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 12).
Numeral 5)

Sustituir la letra a), por la siguiente:

“a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase las dos veces que aparece la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.

ii) Sustitúyese la frase “periodo  inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa” por la siguiente oración: “año anterior al del pago”.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 13).

Numeral 6)

Reemplazarlo por el siguiente: 

“6) Agregánse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto, deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 14).
Artículo 6°

Numeral 1)
Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 1° que sustituye, la expresión “y el bono de escolaridad”, por la frase “, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 15).
Numeral 3)
Agregar, en el artículo 3° que sustituye, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, por intermedio de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 16).

Numeral 4)
Sustituir la letra b), por la siguiente:
“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N° 19.646, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura titulares o suplentes, en funcionarios a contrata a que se refiere el inciso anterior.”.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 17).
- - -

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Encabezamiento 

Intercalar, entre la expresión “establezca,” y la palabra “mediante”, la frase “dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley,”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Numeral 4)
Reemplazarlo por el siguiente:
“4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También establecerá los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 18).
Numeral 5)
Sustituirlo por el siguiente:
“5) Además, podrá establecer normas complementarias de encasillamiento a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 19).

Inciso final
Incorporar, antes del punto aparte (.), lo siguiente:

“y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 20).
°°°

Intercalar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios, nuevos, pasando los actuales segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente: 

“Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 

a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 

b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados, durante a lo menos los dos años previos al encasillamiento. 

c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser  informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 

La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 

Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.

e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. 

f) En lo no previsto, en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán de acuerdo a lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior de la presente ley. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetará igualmente a dichas normas.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 21).
°°°

Artículo segundo

Pasa a ser artículo cuarto, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero
Reemplazar las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”.

Inciso segundo
- Sustituir las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”. 

- Eliminar la frase  “, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en dicho artículo.”. 

°°°

Incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 

“El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 22).

Artículo tercero

Pasa a ser artículo quinto, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Del ingreso y promoción en el Servicio de Impuestos Internos

Artículo 1°.- El ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concursos en los cuales sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva, que cumpliendo los requisitos correspondientes al cargo, además:

a) Hayan sido designados, previo concurso, a contrata asimilada a la planta respectiva.

b) Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

c) No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Tratándose de la planta de técnicos, también podrán participar en los concursos de ingreso a dicha planta los funcionarios titulares de cargos de la planta de administrativos con al menos dos años de antigüedad en dicha planta y los titulares de cargos de la planta de auxiliares con, a lo menos, cuatro años de antigüedad en dicha planta, en ambos casos, siempre que cumplan los requisitos correspondientes al cargo.

El ingreso a los cargos de las plantas mencionadas en el inciso primero se efectuará en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones. 

El Director Nacional del Servicio de Impuestos internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.
En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 2°.- La promoción en las plantas de fiscalizadores y de técnicos del Servicio de Impuestos Internos, se efectuará por concurso interno, y por ascenso, en las plantas de administrativos y de auxiliares.

Los funcionarios titulares de cargos de la Planta de Auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que se encuentren en el tope de su planta tendrán derecho a ascender a un cargo grado 19° de la Planta de Administrativos, cuando reúnan los requisitos para ocupar el cargo, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón y tengan mayor puntaje en el escalafón que los funcionarios de la planta a la cual acceden.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se estará a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 3°.- La provisión de los cargos de la planta de profesionales del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concurso interno, en cualquier grado vacante y se someterá a las reglas especiales que se expresan a continuación:

a) Para la provisión de los cargos hasta el grado 8° inclusive, podrán participar todos los funcionarios titulares de la planta de profesionales y los a contrata asimilados a ella que se encuentren en el mismo grado a proveer, y que reúnan los requisitos correspondientes al cargo. Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1°.

b) Para la provisión de los cargos ubicados en los grados 7° y superiores, podrán participar todos los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos que reúnan los requisitos correspondientes al cargo. Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.
Las bases de los concursos que se realicen para proveer los cargos señalados en las letras a) y b) del inciso anterior considerarán, a lo menos, los siguientes factores: capacitación, evaluación del desempeño, experiencia y aptitud para el cargo. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.
La provisión de los cargos a que se refiere el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, en el Servicio de Impuestos Internos, se efectuará conforme a las reglas especiales consultadas en dicha norma. En todo caso, si como resultado del concurso correspondiente es nombrado, en el cargo de jefatura, un funcionario titular de la planta del Servicio de Impuestos Internos, procederá la suplencia en su cargo de origen. Con todo, las suplencias relativas a dichos cargos no podrán superar los 144 cargos.

Artículo 4°.- En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata del Servicio de Impuestos Internos se realicen mediante concurso, se convocarán a través de los sitios web institucionales y en otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.
El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de la operación de los concursos de promoción. Asimismo, establecerá las instancias de carácter consultivo e informativo para los funcionarios y sus asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

Título II

Disposiciones varias relativas al Servicio

de Impuestos Internos

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.646:

1) Derógase el artículo 1°.

2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 2° de la siguiente forma:

a) Reemplázanse en su inciso segundo las letras b) y c) por las siguientes:

“b) Una parte asociada a la gestión tributaria.

c) El incremento por desempeño colectivo otorgado por el artículo 7° de la ley N° 19.553.”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.

c) Suprímense los incisos quinto y sexto.

d) Reemplázanse en su inciso séptimo, que pasa a ser quinto, las expresiones “en su componente fijo” por la frase “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.

e) Suprímese el inciso octavo.

f) Reemplázase en su inciso noveno, que pasa a ser sexto, la oración que sigue al punto seguido por la siguiente: “El componente asociado a la gestión tributaria se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.”.

3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- El convenio de desempeño que se establezca para el incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del inciso segundo del artículo anterior deberá considerar solo indicadores vinculados a la reducción de la evasión y elusión tributaria, incluyendo indicadores de fiscalización y facilitación del cumplimiento tributario para todos los equipos, unidades o áreas de trabajo que se determinen.

Los resultados de los indicadores señalados en el inciso anterior deberán publicarse anualmente en la página web institucional.”.

4) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:

a) En el encabezado de su inciso primero, elimínase la palabra “máximos” y reemplázase la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.

b) Modifícase la tabla contenida en dicho inciso, en los siguientes términos:

i) Sustitúyese la expresión “PORCENTAJE MÁXIMO DE ASIGNACIÓN VARIABLE” por “PORCENTAJE DE LA ASIGNACIÓN ASOCIADO A LA GESTIÓN TRIBUTARIA”.

ii) Reemplázase las palabras “DIRECTIVO 1 a 9” por “DIRECTIVO 1 a 18”; y “FISCALIZADOR 10 a 11” por “FISCALIZADOR 9 a 11”.

5) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase las dos veces que aparece la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.

ii) Sustitúyese la frase “periodo  inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa” por la siguiente oración: “año anterior al del pago”.
b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.

c) Suprímese su inciso cuarto.

d) Reemplázase en su inciso final las expresiones “tanto en su componente fijo como variable” por “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.

6) Agregánse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos:

“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto, deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.
7) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- A contar del 1 de enero de 2016, los recursos presupuestarios que anualmente deberán destinarse al financiamiento de la asignación del artículo 7° no podrán exceder de 5.184 sueldos base asignados al grado 1° de la escala de sueldos base de las instituciones fiscalizadoras, vigente al 1 de enero de cada año.

A contar del 1 de enero del año 2017, los recursos señalados en el inciso precedente se incrementarán en 10,3 sueldos base del citado grado 1°, por cada 10 cupos en que aumente la dotación máxima de personal del Servicio de Impuestos Internos en relación a la establecida para el año 2016.”.

8) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, reemplázanse en los incisos segundo y tercero del artículo 9° la palabra “variable” por la expresión “asociado a la gestión tributaria”.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.431:

1) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1º.- Establécese una bonificación especial para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos, cuyos montos serán equivalentes a los porcentajes señalados a continuación, aplicados sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base asignado al grado respectivo más la asignación de fiscalización que le corresponda establecida en el artículo 6º del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº 18.717.
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Esta bonificación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración o beneficio legal. Dicha bonificación se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.

No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que sean calificados en lista Nº3, Condicional, o lista Nº4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año del pago de la bonificación. Asimismo, no tendrán derecho a percibirla los funcionarios que ingresen al Servicio hasta que no hayan sido calificados, de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.

Con todo, tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que, no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior, y aquellos que no deben ser calificados, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que se acojan a permiso sin goce de remuneraciones de conformidad al artículo 110 del citado decreto con fuerza de ley, durante el período de dicho permiso.”.

2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, suprímese el artículo 2°.

3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Servicio de Impuestos Internos deberá definir anualmente un instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria.

Dicha evaluación será efectuada por una empresa externa, que será seleccionada y contratada por la Subsecretaría de Hacienda a través de los procedimientos descritos en la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría de Hacienda.

La evaluación se aplicará tanto respecto a las personas naturales como a las empresas, hayan o no efectuado declaración anual de impuesto a la renta dentro del año objeto de la evaluación.

El Subsecretario de Hacienda fijará el grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación, el tamaño de la muestra que será utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio, representativo y nacional, y cualquier otra norma necesaria para la evaluación.

El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, por intermedio de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”.

4) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero la siguiente oración:

“, siempre que estas se desarrollen en la Dirección Nacional o en las áreas jurídicas de las Direcciones Regionales de la citada repartición pública”.

b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N° 19.646, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura titulares o suplentes, en funcionarios a contrata a que se refiere el inciso anterior.”.
Artículo 7°.- Establécese, a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria para el personal del Servicio de Impuestos Internos titular de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares, cuando cumpla diez años de servicios en el grado tope de la respectiva planta.

El bono establecido en el inciso anterior se pagará mensualmente desde el primer día del mes siguiente a aquel en que cumplan diez años en el grado tope de la respectiva planta y mientras permanezcan en ella.

El monto del bono a que se refiere este artículo será equivalente al 25,2% para los funcionarios pertenecientes a la planta de técnicos, al 18% para los de la planta de administrativos, y al 16,2%, para los de la planta de auxiliares.

Los porcentajes anteriores se aplicarán sobre la suma del sueldo base asignado al grado respectivo más la asignación de fiscalización que le corresponda establecida en el artículo 6º del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº 18.717.

Este bono tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud. Además, no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal.

Artículo 8°.- Lo dispuesto en los artículos 1° al 4° y en el artículo 5°, número 1), entrará en vigencia a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere el artículo 5° del decreto ley N° 3.551, de 1981, que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones; los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2) Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1° y 18°.

Planta de Profesionales: grados 5° y 16°.

Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 15°.

Planta de Técnicos: grados 14° y 19°.

Planta de Administrativos: grados 16° y 20°.

Planta de Auxiliares: grados 19° y 21°.

3) Establecer las fechas de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También establecerá los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.
5) Además, podrá establecer normas complementarias de encasillamiento a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.
6) El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c) Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción, y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 

a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 

b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados, durante a lo menos los dos años previos al encasillamiento. 

c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser  informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 

La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 

Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.

e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos.

f) En lo no previsto, en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán de acuerdo a lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior de la presente ley. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetará igualmente a dichas normas.
Artículo cuarto.- El bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria a que se refiere el artículo 7° también se otorgará al personal a contrata del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentre asimilado a los grados topes de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del referido servicio. Tendrán derecho a dicho bono una vez que cumplan diez años de servicio en los grados topes de las plantas correspondientes y tengan, a lo menos, quince años de servicios en la institución. También tendrán derecho al bono los funcionarios a contrata antes señalados que tengan diez o más años de servicios, en los grados topes de las respectivas plantas, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en este artículo.

Asimismo, tendrán derecho al bono del artículo 7° los funcionarios titulares de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, tengan diez o más años de servicios en el grado tope de la respectiva planta.

El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.
Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 7, 15, 20 y 21 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental) (Eugenio Tuma Zedán) y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 22 de abril de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.

� Por lo demás, dichos costos no son informados ni debidamente aceptados por los consumidores al momento de contraer la obligación de pagar el crédito ni constituir la hipoteca.
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PROPUESTA DE MODELO DE ALZAMIENTO
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		Automático.
Plazo: 45 días desde el
  mes siguiente de pagado
  el crédito.		Automático.
Plazo: 3 años desde
  entrada en vigencia
  de la ley.
		 A solicitud cliente.
 Plazo: 45 días desde la petición del cliente.

		 A solicitud cliente.
 Plazo: 45 días desde la petición del cliente.
 Sujeto a aprobación comercial.
				



Flujo

Stock

10 años

Stock

Mayor a 10 años

Garantía Específica

Garantía General

Procesos

Simplificación a través de nóminas de alzamientos por escritura pública.

Inscripción en CBR a través de nóminas de alzamientos por escritura pública.
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